BOLETIN Nº 1.906-04



INFORME DE LA COMISION DE EDUCACION, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGIA recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna y dicta normas para su aplicación.

______________________________



Honorable Senado:



	Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, para cuyo despacho se ha hecho presente la calificación de urgencia en el carácter de “simple”.



	Asistieron a sesiones de la Comisión, en representación del Ejecutivo, el Ministro de Educación, don José Pablo Arellano, el Subsecretario de Educación, don Jaime Pérez de Arce Araya, el Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Educación, don Juan Vilches Jiménez, la asesora jurídica de este mismo Departamento, doña Manuela Pérez, y la asesora del Ministro, doña Cecilia Jara Bernadot.



	Concurrieron, también, especialmente invitados, a exponer ante la Comisión, los siguientes personeros:



	a) Por el Colegio de Profesores de Chile A.G., su Presidente, don Jorge Pavez Urrutia; su Tesorero Nacional, don Darío Vásquez Salazar, y sus Directores Nacionales, don Hugo Bolívar Salazar y don Waldemar Cortés Carabante.



	b) Por el Area de Educación de la Conferencia Episcopal de Chile, su Director, Hermano Aldo Passalacqua Restini.



	c) Por la Asociación Chilena de Municipalidades, el Encargado de la Comisión de Educación, Alcalde don Sadi Melo Moya, y sus Vicepresidentes, Alcaldes don Gonzalo Duarte Leiva y don Manuel Ossandón Irarrázabal.



	d) Por la Corporación Nacional de Colegios Particulares Subvencionados, su Presidente, don Jorge Cifuentes Narváez; su Secretario General, don Francisco Salazar González; sus Directores, don Walter Oliva Munizaga y don Osmán Provoste Fuentes, y su asesor financiero, don Jorge Quiroz Castro.



	e) Por la Confederación de la Producción y del Comercio, el Presidente de la Comisión de Educación y Cultura, don Manuel Valdés, y el Secretario Ejecutivo de esta Comisión, don Carlos Neely Ivanovic.



	f) Por el Instituto Libertad y Desarrollo, el Director de su Programa Social, don Antonio Sancho.



	g) Por la Federación de Instituciones de Educación Particular, su Presidente Nacional, Padre Héctor Vargas Bastidas, y su asesor jurídico, don Rodrigo Díaz Ahumada.



	h) Por la Asociación Nacional de Directores de Establecimientos Educacionales Municipalizados de Chile, su Presidente, don Fernando Navarro Olmos; sus Vicepresidentes, don Luis Contreras Araya y don Gonzalo Videla Arellano, y sus Consejeros, don Mario Bastías Quezada, don Gustavo Galarce Marambio, don Eduardo Herrera Parra y don Mario Silva González.



	i) Por la Federación Nacional Gremial de Trabajadores de la Educación, su Presidente Nacional, don Denis Madina González, y su Secretario General, don Juan Oñate Romero.



	j) Por el Consejo de Decanos de Facultades Universitarias de Ciencias de la Educación, su Presidente, don Víctor Aguilera Vásquez.



	k) Por el Instituto Libertad, la investigadora doña Ema Budinich.



	l) Por la Fundación “Colegio Domingo Matte Mesías”, su Director, don Juan Cox Huneeus.



	La Comisión deja constancia de su reconocimiento a las entidades nombradas por sus valiosos aportes y observaciones, los que se tuvieron a la vista durante la discusión de esta iniciativa de ley.  Para facilitar su análisis se elaboró un documento resumen de los mismos, el que se encuentra a disposición de los HH. Senadores en la Secretaría de la Comisión.



- - - - - -



	Vuestra Comisión os hace presente que los artículos 10 nuevo y 10 del proyecto de la H. Cámara de Diputados -11 en el texto que os proponemos-, letra A), Nº 3, deben ser aprobados con quórum de ley orgánica constitucional, en conformidad con el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política.  Ambos, en cuanto afectan atribuciones de los municipios.



- - - - - -



ANTECEDENTES



1.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.



	Al fundar el proyecto de ley en informe, el Ejecutivo destaca como su propósito fundamental la extensión de la duración de la jornada escolar, de medio día a día completo, y la adopción de medidas que garanticen un mejor aprovechamiento del mayor tiempo con que se contará para los procesos de enseñanza y aprendizaje, proposiciones ambas que se orientan a garantizar una educación de calidad equitativamente distribuida.



	El Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna, como se denomina al sistema que se viene creando, responde, según se explicita en el Mensaje, a la tradición de las grandes iniciativas educacionales emprendidas por nuestro país, tales como la Instrucción Primaria Obligatoria de 1920 o el aumento de la cobertura de nuestro sistema educacional entre los años 1965 y 1973, que significó ampliar, en aproximadamente un millón, el número de plazas escolares.  Dado que toda reforma educacional es un proceso complejo, se hace presente que la que se pretende con el proyecto en comentario se realiza como culminación de diversos esfuerzos complementarios, tendientes a mejorar variados aspectos del quehacer educacional.  Al efecto, se cita la descentralización de la educación, con el traspaso de la gestión de los establecimientos educacionales a las municipalidades y sostenedores privados; el Programa de las Novecientas Escuelas, destinado a que en las escuelas básicas de menor rendimiento los niños que cursan el primer ciclo básico aprendan destrezas culturales fundamentales; el Programa de Mejoramiento de la Calidad y Equidad de la Educación (en adelante MECE), que se ha traducido en intervenciones en la educación básica y prebásica, como los proyectos de mejoramiento educativo elaborados por las propias escuelas y el inicio de la red informática educativa “Enlaces”; la promulgación del Estatuto Docente, y sus posteriores perfeccionamientos; el aumento constante de los aportes fiscales para financiar el sistema subvencionado, y la entrada en vigencia de los Objetivos Fundamentales y Contenidos Mínimos para la Educación Básica, que propende a facilitar el ejercicio del derecho a la libertad de enseñanza.  Estos esfuerzos, a juicio del Ejecutivo, deben consolidarse con la extensión de la jornada escolar.



	En cuanto a los beneficios de carácter pedagógico y social que se esperan con el Régimen de que se trata, el Ejecutivo alude especialmente a los siguientes: más tiempo para actividades docentes, lo que generará condiciones para un trabajo docente de mayor calidad; equilibrio entre las exigencias curriculares y la disponibilidad horaria; distribución armónica de los tiempos de aula, recreo y actividades complementarias; posibilidad de asegurar actividades de apoyo, como estudio controlado, tareas y ejercicios, trabajos en laboratorios y talleres; fortalecimiento de la identificación de los estudiantes y sus familias con el establecimiento educacional, y apoyo a madres que laboran y protección de niños en situación irregular.



	La intención del Ejecutivo consiste en materializar de manera progresiva el Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna en el sistema escolar subvencionado, entre tercero básico y cuarto medio, de modo de culminar su instauración en el año 2002.  Para ello, se señalan dos condiciones:



	a) Un mínimo de horas pedagógicas semanales superiores a las actualmente vigentes, que deberán corresponder a treinta y ocho horas en la Educación General Básica (3º a 8º años), y a cuarenta y dos horas en la Educación Media Científico-Humanística y Técnico-Profesional.



	b) Un horario de funcionamiento del establecimiento que, otorgando facilidades administrativas y operacionales, garantice la disponibilidad de sus instalaciones para el adecuado desempeño de las funciones docentes, académicas y recreativas de los alumnos.  Se considera también atención de padres y apoderados.



	Lo anterior supone extender en un 17% la jornada educativa mínima en todo el sistema escolar de 3º Básico a 4º Medio.  Además, implica incrementar el tiempo de trabajo escolar en un promedio de doscientas horas cronológicas anuales, sin alterar la norma actual de cuarenta semanas lectivas ni los tiempos de vacaciones.  Así, esta extensión horaria sumada a la reciente ampliación del año escolar en dos semanas situará a Chile en una posición comparable a la de los países más avanzados en la materia.



	El Ejecutivo estima que para incorporarse a la nueva jornada cada uno de los casi nueve mil establecimientos educacionales subvencionados deberá efectuar un revisión profunda de su organización interna y de sus prioridades pedagógicas, proceso en el que deberán participar sostenedores, directores, profesores, apoderados y alumnos.



	El régimen que se propone habrá de beneficiar, según el Mensaje, a más de dos millones de alumnos de la enseñanza básica y media, y demandará un importante esfuerzo organizativo y financiero.  Para concurrir a su financiamiento el Gobierno elevará los aportes corrientes por la vía de subvenciones educacionales, en un promedio de 24% para la educación regular entre 3º Básico y 4º Medio, lo cual dará origen a nuevos factores de subvención por niveles, ciclos y subciclos de enseñanza, en conformidad al incremento en cada caso del mínimo de horas pedagógicas.  Esto significa un mayor gasto anual superior a los US$230 millones, a partir del año 2002.



	Por otra parte, continúa el Mensaje, aumentarán las horas pedagógicas contratadas en el conjunto del sistema subvencionado en aproximadamente seiscientas mil horas semanales, y se deberá adecuar y ampliar la infraestructura de miles de establecimientos educacionales.  En relación con esto último, se estima que habrá que habilitar o construir veinte mil salas de clases para alrededor de setecientos sesenta mil alumnos en tres mil setecientos establecimientos educacionales.



	Finalmente, al precisar las modificaciones que el proyecto establece y que se aplicarán respecto de toda clase de sostenedores, el Ejecutivo indica las siguientes: 



	a) Crea un nuevo factor de subvención, para financiar gastos operacionales asociados al nuevo régimen escolar.



	b) Crea, asimismo, un aporte suplementario por costo de capital adicional para financiar inversiones en infraestructura y equipamiento, y una subvención anual de apoyo al mantenimiento, para mantener en adecuado estado los locales de enseñanza y el equipamiento de los mismos.



	c) Faculta a los directores de establecimientos para administrar directamente recursos provenientes de la subvención de apoyo al mantenimiento.



	d) Consagra la idea de que, para fortalecer la legitimidad social y profesional del director de establecimiento educacional, sólo puede accederse a ese cargo por concurso, y 



	e) Mantiene la tasa actual del Impuesto al Valor Agregado, para financiar permanentemente el mayor gasto fiscal que demandará la nueva jornada escolar.







2.- Antecedentes legales.



	a) Los Numerales 10 y 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que consagran, respectivamente, el derecho a la educación y la libertad de enseñanza.



	b) La ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.



	c) La ley Nº 19.070, Estatuto de los Profesionales de la Educación, y la ley Nº 19.410, que introduce modificaciones a dicho Estatuto y a la Ley de Subvenciones.



	d) La ley Nº 19.494, que establece normas para la aplicación de jornada escolar completa diurna en 1997, en establecimientos educacionales subvencionados.



	e) El artículo 8º de la ley Nº 18.985, que aprueba el texto de la Ley de Donaciones con Fines Culturales.



	f) El artículo 3º de la ley Nº 19.247, que aprueba el texto de la Ley de Donaciones con Fines Educacionales.



	g) El decreto ley Nº 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, y el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Hacienda, de 1995, que fijó en 18% la tasa del I.V.A. aplicable a estos tributos y que se devenguen a contar del 1º de enero de 1996 y hasta el 31 de diciembre de dicho año.



	h) El decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1989, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.



	i) El decreto ley Nº 3.166, de 1980, que autoriza entrega de la administración de determinados establecimientos de Educación �Técnico-Profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que Indica.



	j) La ley Nº 15.720, que crea la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, corporación autónoma de derecho público.



	k) El artículo 80 de la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, que define los llamados “convenios de programación”, y señala sus objetivos.



	l) El decreto supremo Nº 40, del Ministerio de Educación, de 1996, que establece los Objetivos Fundamentales y Contenidos Mínimos Obligatorios para la Educación Básica y Fija Normas Generales para su Aplicación.



	m) El decreto supremo Nº 8.144, del Ministerio de Educación, de 1980, que reglamenta el otorgamiento de subvenciones a los establecimientos particulares gratuitos de enseñanza.



	n) El decreto supremo Nº 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1976, que fijó el texto de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



	ñ) El decreto supremo Nº 548, del Ministerio de Educación, de 1989, que aprueba normas para la planta física de los locales educacionales que establecen exigencias mínimas que deben cumplir los establecimientos reconocidos como cooperadores de la función educacional del Estado, según el nivel y la modalidad de la enseñanza que impartan.



	o) El decreto supremo Nº 212, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1985, que modifica la Ordenanza General de Construcciones y Urbanización, en materia de locales escolares y hogares estudiantiles.



	p) El decreto supremo Nº 47, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1992, que fija el nuevo texto de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, en lo concerniente a locales escolares y hogares estudiantiles.



	q) El decreto supremo Nº 462, del Ministerio de Salud, de 1984, que aprueba el Reglamento sobre Condiciones Sanitarias Mínimas de los Establecimientos Educacionales.



	r) El decreto supremo Nº 2.057, del Ministerio de Educación, de 1979, que fija normas sobre calendario escolar, trabajo escolar y desburocratización de las actividades del Ministerio de Educación, y modifica los textos legales que indica.



	s) El decreto supremo Nº 70, del Ministerio de Educación, de 1997, que señala las discapacidades que autorizan operar bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, para los efectos de la ley �Nº 19.494 y establece equivalencias.







3.- De tramitación legislativa.



	En relación con este punto, cabe tener presente que con motivo de la discusión general del proyecto en informe y pendiente su tramitación y despacho, se acordó con el Gobierno desglosar algunas de sus  normas a fin de constituir una iniciativa diversa que permitiera a los establecimientos educacionales sin problemas de infraestructura incorporarse al régimen de jornada completa a partir de marzo de 1997.



	Esta segunda iniciativa fue despachada por el Congreso Nacional, promulgada por S.E. el Presidente de la República y publicada en el Diario Oficial de 25 de enero del año en curso, por lo que se encuentra actualmente rigiendo como ley de la República, con el Nº 19.494.



	Con todo, la ley en comentario fue concebida como una solución transitoria, por lo que el régimen de trabajo escolar de que se trata quedará regulado en definitiva por el proyecto de ley que ha ocupado a vuestra Comisión.



	Cabe, asimismo, dejar constancia que S.E. el Presidente de la República, durante la discusión particular del proyecto en informe, presentó indicaciones a su articulado mediante Mensajes Nºs. 372/334 y 374/334, ambos de 29 de abril de 1997, cuyo contenido se analiza con motivo de la descripción de cada una de las disposiciones a las que dichas indicaciones se refieren.



- - - - - -





DISCUSION GENERAL



	Al darse inicio a este trámite, el señor Ministro, luego de reseñar los objetivos del proyecto, descritos en el capítulo sobre antecedentes de este informe, pasó a referirse a los siguientes aspectos del mismo.



	Señaló que durante los últimos años el régimen que se ha aplicado, de doble jornada, ha permitido que el país haya podido lograr altos niveles de escolaridad -la cobertura en enseñanza básica es prácticamente total y en media se está alcanzando progresivamente-, objetivo de los años sesenta.  Conseguida esta meta, el énfasis se ha puesto en aumentar la calidad de la educación.  En otras palabras, si en esa época el objetivo era que todos los niños fueran a la escuela, hoy día es que la calidad de la enseñanza que reciban sea mejor.



	En este espíritu, se han llevado adelante diversas iniciativas y programas destinados a mejorar la calidad de la educación que son de conocimiento público, destacando los siguientes: se ha dotado a los establecimientos de mayores recursos pedagógicos, se ha mejorado la situación remuneracional de los profesores y su perfeccionamiento y, con un sentido profundo de renovación del currículum, se han dictado los Objetivos Fundamentales y Contenidos Mínimos para la enseñanza básica, encontrándose en elaboración dicho estatuto para la enseñanza media.



	Sin embargo, agregó, crecientemente los análisis del Ministerio y de quienes han estado involucrados en este proceso han encontrado un importante escollo en el tiempo disponible para llevar a cabo tales mejoramientos.  La cantidad de tiempo que los niños tienen de estudio aparecía como una limitación para seguir progresando en el mejoramiento de la calidad de nuestra educación.



	Comparaciones entre el tiempo que destinan al estudio los niños en la educación subvencionada con lo que ocurre en aquellos países que logran los mejores resultados; entre los aprendizajes bajo la doble jornada y las que tienen otros países, y, por último, entre aquéllos y los colegios pagados en nuestro país, mostraban que era necesario que los niños dedicaran más tiempo al estudio.



	Por esto, el Presidente de la República anunció el 21 de mayo del año pasado esta iniciativa, que aumenta en forma importante el tiempo dedicado al estudio, extendiendo la jornada.



	Hay que recordar que en los últimos años se ha aumentado el número de semanas que se destinan anualmente a clases hasta llegar a cuarenta en la actualidad, límite que ya no es posible prolongar.



	A continuación, ilustró a la Comisión sobre el incremento de horas de clases que plantea el proyecto e indicó que entre 3º y 6º básicos, el número de horas de clases por semana aumenta de 30 a 38, lo que equivaldría a diez semanas más de clases al año, más de una cuarta parte del tiempo dedicado al estudio. Entre 1º y 2º medio científico-humanista, señaló, destacando sólo algunos casos donde dicho aumento es más significativo, se llega de 33 a 42 horas. Aquí la equivalencia sería de once semanas de clases al año. En síntesis, si se considera la totalidad de la cobertura del proyecto, esto es, de 3º básico a 4º medio, el tiempo escolar está aumentando en un 17%.



	Lo anterior, puntualizó, afecta a toda la organización de la actividad escolar en los nueve mil establecimientos educacionales del país, en los que más de dos millones de niños se beneficiarán del sistema, ya que a la semana se van a dictar más de seiscientas mil horas de clases en todo el país, adicionales a las que se dictan hoy día, cifras que revelan la magnitud de lo que la reforma representa.



	Para una mejor comprensión de lo que esto significa se reproducen, a continuación, dos cuadros comparativos entregados por el Ministerio de Educación.



HORAS PEDAGOGICAS (45 MINUTOS)



NIVEL�ACTUAL (a)�PROPUESTA (b)�DIFE-RENCIA��MODALIDAD�Horas

diarias (c)�Horas

semanales�Horas

anuales (d)�Horas

diarias (c)�Horas

Semanales�Horas

anuales (d)�Horas

anuales (b)��Prebásica (2º nivel de transición)

Básica:

-1º y 2º

-3º a 6º

-7º y 8º

Media:

-Cient-Hum 1º y 2º

-Cient-Hum 3º y 4º

-Téc-Prof 1º y 2º

-Téc-Prof 3º y 4º�

4.00



6.00

6.00

6.60



6.60

7.20

7.20

7.20�

20.0



30.0

30.0

33.0



33.0

36.0

36.0

38.0�

772.0



1158.0

1158.0

1274.0



1274.0

1390.0

1390.0

1467.0�

4.00



6.00

7.60

7.60



8.40

8.40

8.40

8.40�

20.0



30.0

38.0

38.0



42.0

42.0

42.0

42.0�

772.0



1158.0

1467.0

1467.0



1621.0

1621.0

1621.0

1621.0�

0.0



0.0

309.0

193.0



347.0

231.0

231.0

154.0��

HORAS CRONOLOGICAS (60 minutos)



NIVEL�ACTUAL (a)�PROPUESTA (b)�DIFE-RENCIA��MODALIDAD�Horas

diarias (c)�Horas

semanales�Horas

anuales (d)�Horas

diarias (c)�Horas

Semanales�Horas

anuales (d)�Horas

anuales (b)��Prebásica (2º nivel de transición)

Básica:

-1º y 2º

-3º a 6º

-7º y 8º

Media:

-Cient-Hum 1º y 2º

-Cient-Hum 3º y 4º

-Téc-Prof 1º y 2º

-Téc-Prof 3º y 4º�

3.00



4.50

4.50

4.95



4.95

5.40

5.40

5.70�

15.0



22.5

22.5

24.8



24.8

27.0

27.0

28.5�

579.0



868.0

868.0

965.0



955.0

1042.0

1042.0

1100.0�

3.00



4.50

5.70

5.70



6.30

6.30

6.30

6.30�

15.0



22.5

28.5

28.5



31.5

31.5

31.5

31.5�

579.0



868.0

1100.0

1100.0



1216.0

1216.0

1216.0

1216.0�

0.0



0.0

232.0

135.0



261.0

174.0

174.0

116.0��

La situación horaria actual es la definida por la normativa de MINEDUC.  Para la EB, Decreto Nº 4.002, de 1980, modificado por Decreto Nº 6, de 1984.  Para EM, Decreto Nº 300, de 1981, modificado por los Decretos Nº 3 de 1984 y Nº 129, de 1988.

No considera tiempos de recreo y actividades no lectivas que también se expanden considerablemente.

Corresponde a un promedio diario, debido a la existencia de días de la semana con diferente duración de la jornada.

Supone un año escolar de 193 días, equivalente a 40 semanas menos días festivos.



	El señor Ministro destacó, asimismo, como uno de los logros importantes de este proyecto, el que los alumnos puedan contar con su propio establecimiento educacional e identificarse con él, cuestión que tiene una importancia que va más allá de las horas adicionales de clases.  Hoy día, puntualizó, la jornada escolar es limitadísima: no se cuenta con los tiempos de recreo y de esparcimiento necesarios, tampoco los hay para actividades extraprogramáticas, deporte u otras.  En suma, una mayor  identificación con el propio establecimiento educacional se traducirá, además de los beneficios reseñados, en la formación de importantes lazos de amistad y responsabilidad frente al grupo escolar, a sus compañeros y maestros.



	En relación con este último punto, precisó que entre los problemas que se han detectado en la enseñanza media, está la falta de actividades que respondan de mejor manera a los intereses de los jóvenes.  En este sentido, informó que el Ministerio está realizando a través del MECE, un programa dirigido a fomentar actividades extraprogramáticas como  talleres, academias, deportes, actividades culturales, artísticas, u otras, que los propios jóvenes eligen, lo que ha mostrado un impacto favorable no sólo desde el punto de vista de la misma actividad, sino del interés que han mostrado los alumnos por asistir a clases.



	Consultado por la Comisión en cuanto a los recursos que el Estado destinará a la alimentación, con la aplicación de la jornada extendida, expresó que el Gobierno está consciente que ésta exige un refuerzo en el programa alimentación.  Hoy día los programas de alimentación tienen un doble propósito, atender deficiencias nutricionales y llegar como un estímulo adicional para aquellas familias donde el hecho que haya alimentación es una motivación importante para enviar al niño a la escuela. Con la nueva modalidad de jornada los alumnos tendrán que almorzar en el establecimiento, lo que va a obligar a crear condiciones de infraestructura para que puedan hacerlo en el establecimiento.



	Concluyó, respecto a este tema, que por intermedio de la Junta de Auxilio Escolar y Becas se entregará alimentación adicional a una cantidad importante de niños, pero no resultará posible que el Estado financie la alimentación para todos los estudiantes del sistema.  Ese financiamiento se otorga hoy en función de criterios de vulnerabilidad, y deberán ampliarse estas raciones para que puedan almorzar.  Para el resto del alumnado, se están estudiando fórmulas para que opten a programas de alimentación ofrecidos por los mismos concesionarios.  El señor Ministro precisó, en todo caso, que determinándose los recursos de estas raciones anualmente en la Ley de Presupuestos, a medida que el sistema se vaya poniendo en práctica deberá irse resolviendo esta necesidad.



	Finalmente, se refirió al financiamiento del proyecto, indicando que éste, aparte de aumentar la subvención por alumno en directa proporción a las horas de clases que se adicionan, la incrementa adicionalmente en el equivalente a un 3%, para atender los gastos de conservación de la infraestructura, a fin de atender a las reparaciones indispensables.



	Asimismo, el proyecto contempla, para poder acometer esta enorme tarea en términos de recursos, particularmente el aumento de la subvención educacional, mantener la actual tasa del impuesto al valor agregado en un 18%.  Este impuesto bajará a partir del 1º de enero de 1998,  lo que no resulta compatible con la situación general de las finanzas públicas al mismo tiempo que se aborda una inversión en educación de la magnitud que se ha representado.



	Sometida a votación la idea de legislar en la materia los señores Senadores que integran la Comisión procedieron, en primer término, a fundamentar sus posturas frente al proyecto del Ejecutivo, según la secuencia siguiente.



	El H. Senador señor Cantuarias expresó su conformidad con la aprobación general del proyecto de ley en informe, advirtiendo que ello es sin perjuicio de su opinión en el sentido de que deberá ser objeto de diversas enmiendas durante su tramitación en el Senado, y de que se trata de un proyecto de limitado alcance, dado que sólo regula la creación de una nueva modalidad de trabajo escolar sin profundizar en los aspectos centrales que, a su juicio, orientan una verdadera reforma de este tipo y que incidirían, entre otras áreas prioritarias, en cuestiones de índole curricular, por lo que juzgó equivocado calificarlo como “proyecto de reforma educacional”.



	A continuación, el señor Senador se explayó acerca de distintos índices y criterios de evaluación, demostrativos de la crisis por la que atraviesa el sistema educacional chileno, que darían cuenta de sus graves deficiencias. Al efecto, y a vía de ejemplo, indicó que existen estudios técnicos que muestran que en 8º año básico el 40% de los niños no entiende lo que lee; que en el caso de las pruebas de Medición de la Calidad de la Educación (SIMCE), hay sólo un 53% a 58% de aprobación en las cuatro materias medidas; que en lo que concierne a dedicación al trabajo escolar, el número de horas de clases a las que concurren los estudiantes chilenos es notoriamente inferior a las que se verifican en países desarrollados o que han obtenido un crecimiento económico sostenido, y que el modelo educativo frontal o academicista, con cursos de cuarenta y cinco alumnos en promedio, está claramente desfasado.



	Si se analiza el perfil de los alumnos de una sala de clases normal en Chile, añadió, el 15% ha colocado atención y ha captado la información que se transmite por el docente; el 35%, con un esfuerzo considerable, ha logrado seguir alguna de las ideas desarrolladas por el maestro, y más del 50% simplemente no se involucró con la materia tratada.



	A partir de ese diagnóstico el señor Senador concluyó que nuestro sistema educativo merece un juicio crítico negativo, ya que no está en armonía ni con la realidad contemporánea, ni con las necesidades de los jóvenes, ni con la competitividad que se busca mediante la adecuada preparación de los alumnos.



	En ese sentido, el H. Senador señor Cantuarias precisó que las bondades de un sistema de educación de calidad se manifiestan en efectos sociales de enorme importancia, en la medida en que la educación se constituye como el medio idóneo para favorecer la movilidad social, que, a su juicio, debiera ser uno de los objetivos de toda reforma educacional.



	En seguida, hizo una breve alusión relativa al origen y funcionamiento de la denominada Comisión Nacional para la Modernización de la Educación, y a las propuestas que emanaron luego de su trabajo, a saber, educación general de calidad para todos; reforma de la educación media; fortalecimiento de la profesión docente; autonomía de los establecimientos educacionales, y aumento significativo de la inversión pública en educación.



	El señor Senador llamó la atención acerca de la circunstancia de que, en su opinión, no han sido recogidas en el proyecto de ley en análisis ninguna de las sugerencias y recomendaciones contenidas en el llamado Informe Brünner, que es el documento final con el que culminó la labor de la Comisión de que se trata, no obstante que en ésta estaban representados todos los sectores del quehacer nacional y los acuerdos alcanzados en su seno lo fueron por unanimidad.



	En consecuencia, el proyecto que se ha venido en calificar como de reforma educacional, según el Senador señor Cantuarias, no sería tal pues buscaría únicamente extender la jornada escolar en algunas horas más de clases y regular la situación que se generará por los mayores requerimientos de infraestructura que se derivarán del aumento de trabajo en los establecimientos educacionales del país.  Además, la iniciativa incorpora elementos que no serían atingentes a una reforma de este tipo, así, entre otras materias, el incremento de determinadas cargas tributarias; la concursabilidad de cargos directivos-docentes, y las enmiendas al sistema de financiamiento compartido.



	A continuación, el señor Senador se refirió a la cuestión de la obligatoriedad o voluntariedad para incorporarse al sistema, siendo enfático en sostener que la simple extensión de la jornada escolar no es más que un instrumento para el logro del objetivo superior, que es el mejoramiento de la calidad de la educación chilena, por lo que no se puede considerar como si fuera de la esencia de una reforma educacional y el único susceptible de aplicar.  No existiría razón para imponer a un establecimiento educacional con buen rendimiento y adecuado servicio educacional la obligación de someterse a la jornada completa, afectando radicalmente el sistema educativo por el que libremente ha optado y en virtud del cual satisface ampliamente la calidad que la sociedad espera del servicio educacional.  Por lo mismo, añadió, si se quiere hacer una reforma educacional, lo que se justificaría sería establecer metas de calidad en la educación impartida, juzgando la labor de los establecimientos en relación con esas metas y no con los mecanismos o métodos educativos que utilizan para obtenerlas.



	En lo concerniente a la incorporación de 1º y 2º años básicos al nuevo régimen de trabajo escolar, actualmente excluidos del proyecto, señaló que estudios técnicos especializados demuestran que uno de los problemas más usuales en el ciclo básico consiste en que se requieren entre uno y dos años, tanto para introducir en los niños hábitos de socialización tendientes a su adecuada inserción en el medio social, cuanto para colocarlos en actitud de aprender.  Al efecto, el señor Senador propuso, por una parte, hacer un esfuerzo importante para aumentar la cobertura en educación prebásica, ya que así los niños llegarían a la enseñanza básica en condiciones de enfrentar los planes y programas que ésta contempla, y, por otra, incluir los cursos iniciales básicos en la extensión de jornada para contribuir a la solución del problema reseñado.



	En cuanto a la concursabilidad de los cargos directivos de establecimientos educacionales propuesta, sostuvo que considera indispensable establecer previamente un mecanismo objetivo de evaluación que permita determinar con claridad y justicia cuáles directores deben permanecer en el sistema, por su calidad e idoneidad, y cuáles salir de él, por no haber tenido un buen desempeño.  En todo caso, estimó que no se trataría de una materia indispensable de incluir en el proyecto, en la medida en que no dice relación ni con la extensión de jornada ni con la calidad de la educación que se imparte.



	Respecto del financiamiento, y teniendo a la vista las estimaciones del Ejecutivo en la materia, indicó que este proyecto puede ser la oportunidad para consagrar un nuevo sistema de trabajo escolar sin generar con ello detrimentos en el patrimonio de las municipalidades.  En todo caso, concluyó, si la deuda de arrastre actual de las municipalidades en materia educacional no se resuelve favorablemente, se frustrarán las pretensiones asociadas a la iniciativa en informe.  Por lo mismo, estimó imprescindible que este proyecto se encuentre perfectamente financiado, pues de lo contrario sólo servirá para incrementar y profundizar el deterioro patrimonial de los municipios.  Un cálculo razonable es el que considera que el costo del proyecto sería bastante superior a mil cuatrocientos millones de pesos.



	Lo anterior, agregó, está vinculado con el aumento de trabajo que el proyecto supone para los docentes.  Este mayor esfuerzo debe ser compensado económicamente con justicia, lo cual implica corregir el problema que afectará a los docentes que laboran en doble jornada como un modo de incrementar su nivel remuneracional. Con este proyecto se dificultará notablemente la posibilidad de hacer esa clase de trabajos, lo que se traducirá en la pérdida de aproximadamente el 26% de los ingresos de los profesores en esta situación.



	Al fundar su voto el H. Senador señor Díez coincidió en la necesidad de evaluar permanentemente el sistema educativo chileno con el objeto de que se le introduzcan las modificaciones que sean pertinentes en aras de su superación y perfeccionamiento.  Desde esta perspectiva, apreció positivamente el proyecto de ley presentado por el Gobierno, así como su intención declarada de mejorar integralmente la calidad de la educación subvencionada.



	En seguida planteó, que no puede desconocerse que desde sus inicios la tradición política del partido que representa ha dejado sentir su influjo en el ámbito educacional, luchando por el principio de la libertad de enseñanza, citando al efecto a don Abdón Cifuentes Espinoza y don Maximiano Errázuriz Valdés.  Luego, manifestó su preocupación porque el proyecto contendría aspectos que afectan dicho principio, lo cual, si la materia en discusión es analizada bajo dicho prisma histórico, podría sentar precedentes equivocados.





	Los establecimientos educacionales perciben subvención del Estado en condiciones jurídicas determinadas, que existen en forma previa a la decisión por parte de quien será luego el sostenedor de prestar el servicio educacional, y que se traduce en la inversión que éste hace de recursos humanos y materiales más o menos cuantiosos.  Al imponer de modo obligatorio la jornada escolar completa esas condiciones se ven afectadas, en términos tales que se estaría atentando contra el derecho de propiedad y la libertad de enseñanza.



	Si el sostenedor no se acoge al nuevo régimen de trabajo escolar, esto es, no cumple los nuevos requisitos que se imponen para llevar a cabo el servicio educacional, será privado de la subvención que actualmente le corresponde.  De esta manera, se vulneraría un derecho que se ha incorporado al patrimonio del sostenedor, infringiéndose el artículo 19, Nº 24, de la Constitución Política.



	Por otra parte, agregó, la extensión de jornada es un instrumento para el logro de un fin, a saber, mejorar la calidad de la educación chilena.  Si el sostenedor entrega un servicio educacional de calidad sin necesidad de extender la jornada escolar y para ello recurre a otros medios e instrumentos técnico-pedagógicos, no tendría justificación exigirle dicha extensión.  Esto significa contravenir la garantía constitucional de libertad de enseñanza, pues el sostenedor, en ejercicio de la misma, con espíritu innovador y creatividad logra la realización de la finalidad superior perseguida mientras el Estado lo obliga a actuar de una manera determinada.



	Por todo lo anterior, concluyó, si bien concurre con su voto a aprobar la idea de legislar en la materia, lo hace en el entendido de que el proyecto que en definitiva despache la Corporación estará exento de los problemas constitucionales que planteara.



	La H. Senadora señora Feliú justificó la aceptación de la idea de legislar en la materia fundada en la circunstancia de que, a su juicio, un aumento de la jornada de trabajo escolar sería en principio una medida acertada, aun cuando no sea la solución integral para el deterioro que padece la educación chilena. En todo caso, la señora Senadora manifestó su parecer en orden a que la obligatoriedad del régimen que se viene consagrando sería inconstitucional.



	En seguida, recordó que en los Estados Unidos de Norteamérica, cuyo sistema educacional funciona en jornada completa, se habrían venido dando en los últimos años críticas generalizadas a los reducidos logros alcanzados con esta modalidad de funcionamiento.  En este sentido, resulta inquietante observar que en ese país personas con enseñanza básica completa no saben leer de un modo comprensivo ni entienden cabalmente lo que se les enseña.



	Especial mención hizo la señora Senadora a la situación de los docentes en el contexto de la reforma educacional, puesto que sobre ellos recaerá en definitiva la responsabilidad de que el incremento del trabajo escolar se traduzca en un efectivo mejoramiento de la calidad de la educación.  Insistió en la necesidad de establecer condiciones laborales equitativas para los docentes, propendiendo a una adecuada racionalización de la labor del magisterio y a una correcta distribución de cargas horarias.



	Por otra parte, sostuvo que la subvención que se entrega por el Estado a los establecimientos educacionales sería insuficiente en relación con los costos reales de prestar el servicio educacional, atendidos el nivel y la modalidad de enseñanza que se imparte. Abogó por la vigencia en este ámbito de un principio de igualdad, entendido en el sentido de que la subvención debe ser del mismo valor para todos aquellos que presten un servicio equivalente.  Sin perjuicio de lo anterior, estimó primordial flexibilizar las normas sobre gestión y administración de recursos de la subvención con el fin de que se constituyan en un estímulo para la libre iniciativa del sostenedor en su inversión.  En ese sentido, si bien coincide en la necesidad de controlar el destino de tales recursos, se mostró contraria a toda forma de burocracia en la fiscalización de los mismos, cuestión que se habría ido generando en los últimos años con singular énfasis respecto del sector particular subvencionado.



	El H. Senador señor Ruiz-Esquide fundó su voto favorable a la idea de legislar en la materia en la circunstancia principal de que el proyecto expresaría con fidelidad el sentido que el Gobierno, el partido político que representa y él mismo le confieren a la educación, en cuanto instrumento de equidad social.



	Al respecto, consideró que la sociedad moderna se ha caracterizado precisamente por la valoración que hace de la significación social de la educación, dado que los esfuerzos de democratización que la modernidad supone pasan por el nivel de instrucción de los ciudadanos.  No se puede participar plenamente en un sistema democrático cuando quienes están llamados a participar carecen de la capacidad para manejar instrumentos conceptuales mínimos que les permitan entender por qué resulta imprescindible su participación, y cómo influye su parecer en las decisiones colectivas que deben adoptarse.  Estas exigencias sólo pueden satisfacerse en la medida en que se educa, por lo que ésta es una responsabilidad social.



	Además, agregó, para que dicha participación comprenda a todos los miembros del cuerpo social es necesario que todos los individuos tengan iguales oportunidades para acceder a una educación de calidad.  Estas condiciones igualitarias de acceso a un modelo apropiado de educación para la sociedad chilena, en la que subsisten desequilibrios relevantes en materia de distribución de riqueza, descansan sobre la base de que los métodos educativos presenten similares características o, al menos, que los alumnos tengan la posibilidad de ingresar a un sistema de enseñanza financiado por el Estado que ofrezca tan buenas perspectivas de crecimiento personal como las que puedan proporcionar sistemas de enseñanza privados.



	El señor Senador fue categórico en señalar que, a su juicio, la sola extensión de la jornada diaria de actividades escolares no constituye por sí misma una reforma educacional.  Estimó que esta manera de ver el proyecto en informe ha obedecido a una tendencia reduccionista que sería posible observar en el discurso colectivo, en la manera de acometer temas políticos o que hayan de generar un fuerte impacto social.



	Desde esta perspectiva, sostuvo que la reforma de la educación que se busca consiste en un proceso que podrá tardar más o menos años, y que se vincula, entre otros aspectos, con los modos en que las personas entienden conceptualmente la sociedad, lo que pretenden con el sistema educacional que en definitiva instauran, las transformaciones sociales que se experimenten en el futuro y la dinámica que adquieran las relaciones humanas.  Siendo así, explicó, la educación cumple una función social inexcusable, cual es la de servir como una herramienta conductora para el cambio social. En consecuencia, no parece que una reforma educacional pueda acometerse tan ligeramente como con un proyecto de ley que simplemente extiende la jornada escolar, por lo que éste debe ser estudiado únicamente como un instrumento que se inserta dentro de ese proceso mayor y de más vastos alcances que es una reforma educacional. Agregó que este ha sido precisamente el punto de vista defendido por el Gobierno, y que se explicita en el Mensaje con que se inicia esta iniciativa legal.



	Por otra parte, el señor Senador reiteró la posición que sustentara con motivo de anteriores proyectos de ley que han incidido en materia educacional, en orden a que no resulta lógico que si el proceso de reforma de la educación pasa por extender el horario de clases, lo cual impone la necesidad de aumentar el número de profesores para servir adecuadamente la extensión de la carga pedagógica en los establecimientos educacionales, se planteen simultáneamente fórmulas para facilitar la salida de docentes del sistema educativo chileno.



	El Senador señor Ruiz-Esquide estimó que debe dársele a la propia comunidad escolar, mediante su participación en las determinaciones relativas al denominado Plan de Desarrollo Educativo Municipal (PADEM), la responsabilidad para establecer las pautas generales que habrán de seguirse para materializar una reforma de la educación y definir las funciones que corresponderán al magisterio en ese contexto.  La reforma que se quiere, sostuvo, debe ser un proceso participativo y democrático que convoque a todos los actores interesados, esto es, padres y apoderados, profesores, alumnos y sostenedores, orientado a un objetivo superior, a saber, una transformación integral del ser humano y un estímulo para su pleno desarrollo interior.



	En ese orden de ideas el rol del Estado, respondiendo a su carácter de administrador del bien común, consiste en garantizar principios de equidad social y de libertad individual para que cada proyecto educativo se desenvuelva en concordancia con un marco regulatorio global.  Este criterio permitiría igualdad de oportunidades y libertad para hacerlas valer.



	En lo concerniente a la concursabilidad del cargo de director de establecimiento educacional, el Senador Ruiz-Esquide coincidió en que se trata de un tema que pudo haberse excluido del articulado de este proyecto.  Sin embargo, hizo presente que el Colegio de Profesores ha manifestado públicamente que no se podrán llevar a cabo sustancialmente las propuestas del Gobierno en materia de reforma de la educación si no hay una participación efectiva de los profesores.



	En otras palabras, continuó, el éxito del objetivo que se persigue requiere una actitud comprometida con el proceso que la sociedad asume de todos los docentes y, especialmente, de los directores de los establecimientos educacionales, puesto que un director ineficiente frustrará las expectativas que el país ha cifrado en el nuevo régimen escolar.  Además, la posibilidad de remover a un director implica admitir que un cargo de esta naturaleza tiene un carácter esencialmente transitorio.  Con todo, señaló que optar por la concursabilidad de que se trata debe compensarse con mecanismos de resguardo que garanticen estabilidad laboral a quienes dejen de servir funciones directivas.



	En lo que dice relación con la incorporación al proyecto de ley de 1° y 2° años de enseñanza básica, dijo compartir los juicios que sobre el particular vertiera el H. Senador señor Cantuarias, reseñados con anterioridad.



	Por último, se refirió brevemente a las normas del proyecto sobre sistema de financiamiento compartido, expresando que éstas, en la medida en que introducen correcciones al mismo que contribuyen a otorgarle mayor equidad, deben mantenerse.



	Al finalizar la discusión general del proyecto, el Presidente de la Comisión, H. Senador señor Muñoz, a objeto de abreviarla, fundó su voto favorable a la idea de legislar haciendo suyos los argumentos entregados por el Senador que le antecedió en el uso de la palabra, y sosteniendo que no puede perderse de vista al analizarse en general el proyecto en informe que el Ejecutivo lo ha definido en forma explícita como una iniciativa tendiente simplemente a crear un régimen de jornada escolar completa diurna, y a regular las condiciones de infraestructura que se precisarán para cumplir una jornada de trabajo en los establecimientos educacionales distinta a la que actualmente existe.



	En este sentido, el señor Senador estimó que no parece lógico que se continúe calificando la intención del Ejecutivo en una dirección equivocada, lo que se verifica cada vez que se señala que éste eleva la extensión en comentario al rango de una reforma educacional.  Es claro, añadió, que para el Gobierno la jornada completa es sólo una herramienta para el logro de una finalidad más amplia, a saber, mejorar la calidad de la educación chilena.



	- En consecuencia, la idea de legislar en la materia fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Díez, Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer.



- - - - - -



DISCUSION PARTICULAR



	El proyecto de ley en informe consta de quince artículos permanentes y nueve transitorios, los que se describen a continuación, indicándose, en cada caso, los acuerdos adoptados por la Comisión a su respecto.





Artículo 1º



	Sustituye, a contar desde el 1º de enero de 1998, en el artículo 14 del decreto ley Nº 825, de 1974, el guarismo "17%" por "18%", modificando así la tasa del Impuesto al Valor Agregado.



	El análisis de esta disposición dio origen a un extenso debate relativo, por una parte, a la conveniencia social de financiar el régimen escolar que se viene estableciendo a través de una medida de carácter tributario como el incremento del I.V.A., y, por otra, a la posibilidad de que la propuesta sea financiada con recursos provenientes de fuentes diversas contenidas en el presupuesto de la Nación, debidamente reorientados a este fin.



	La posición mayoritaria al interior de vuestra Comisión estimó insuficientes las proyecciones financieras del Gobierno, para el que los valores reales de subvención que se requerirían para solventar el aumento de jornada serían de un 20% a un 32,5% superiores a los actuales.  Sobre el particular, los HH. Senadores que se pronunciaron por la opción mayoritaria recordaron que apreciaciones de la Asociación Chilena de Municipalidades y de asesores externos privados declaran que la extensión sólo podría financiarse, considerando únicamente costos de operación, con un incremento de un 35% a un 50% de los valores actuales.  En consecuencia, imponer la extensión de jornada con el financiamiento previsto por el Ejecutivo significaría desfinanciar la actividad educacional, con la consiguiente reducción de la oferta, de no existir otras fuentes de recursos a las que recurrir, como el aporte de las municipalidades vía recursos propios o el de las familias vía financiamiento compartido.



	Para la posición de mayoría, el crecimiento del país previsto para 1997 aportaría al Fisco unos US$530 millones adicionales, suma que equivaldría a más de siete veces el costo de la reforma para este año, esto es, US$78 millones.  En los años siguientes, y sin necesidad de modificar las normas tributarias vigentes, respecto de las cuales hay compromisos políticos previamente adoptados y que involucran un análisis integral de todos los aspectos tributarios que se verían afectados, el crecimiento aportaría recursos equivalentes a unas diez a dieciocho veces el costo fiscal de colocar en práctica la jornada completa.  Incluso, la recaudación derivada de un punto del I.V.A. sería excesiva -en dos a cinco veces- respecto de los requerimientos financieros del proyecto.  Esto demostraría que sería innecesario aumentar la carga tributaria actual.



	El Fisco, agregó, tendría otras fuentes de recursos que podrían financiar la propuesta, así por ejemplo, utilidades de empresas públicas, venta de activos o ahorro de recursos en áreas no prioritarias, tales como, racionalización del aparato público y focalización de programas.



	Concluyó esta posición destacando que en relación con los costos reales de la iniciativa, especialmente en materia de infraestructura escolar, el Informe Financiero carecería de fundamentos suficientes, atendida la envergadura de los recursos fiscales involucrados.



	Por su parte, el voto de minoría fundó su aceptación en la circunstancia de que, a su juicio, si se pretende alcanzar niveles razonables de justicia tributaria debe tenderse a una distribución equitativa de los recursos públicos y de los ingresos de la Nación respecto de las diversas áreas de acción del Estado, siendo la educación una las más importantes de ellas, considerando los positivos efectos sociales que genera.  En este sentido, el esfuerzo en que se compromete el Estado, en orden a mejorar la calidad de la educación chilena, utilizando para ello entre otros instrumentos la extensión de la jornada escolar, merecería una respuesta equivalente del cuerpo social expresada en un incremento mínimo de sus obligaciones tributarias, mediante un aumento porcentual del gravámen aplicado al consumo.  Debe tenerse presente que los recursos que el Estado obtenga por este concepto irán en beneficio de los alumnos pertenecientes a las familias de más bajos ingresos, y corresponden a aquellos que realizan sus estudios en establecimientos educacionales subvencionados.  La posición de minoría concluyó señalando que no existirá equidad social en materia educacional si no se propende a una efectiva igualdad de oportunidades en el acceso de los estudiantes a una educación de calidad, lo cual, atendida la escasez de recursos públicos, pasaría necesariamente por mayores exigencias tributarias.



	- Fue rechazado por mayoría, con los votos de los HH. Senadores señora Feliú y señores Cantuarias y Díez, y los votos en favor de la disposición de los HH. Senadores señores Muñoz y Ruiz-Esquide.



Artículo 2º

(Pasa a ser 1º)

	Prescribe, en su inciso primero, que los establecimientos educacionales de enseñanza diurna regidos por el decreto con fuerza de ley �Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, deberán funcionar, a contar del inicio del año escolar correspondiente al año 2002, de acuerdo al régimen de jornada escolar completa diurna, para los alumnos correspondientes a los niveles de enseñanza de 3º hasta 8º año de educación general básica y de 1º hasta 4º año de educación media.

	En su inciso segundo, precisa que quedarán exceptuados de dicha obligación los establecimientos educacionales que impartan educación básica especial diferencial y educación de adultos.



	Al analizar esta norma el Ejecutivo sostuvo que ella debe entenderse en concordancia con lo prescrito en el artículo 8º transitorio, en el sentido de que la obligatoriedad del nuevo régimen comienza en el año 2002, siendo con anterioridad a esa fecha completamente voluntaria la incorporación de establecimientos a esta modalidad de trabajo escolar.  Excepcionalmente, el plazo se extiende hasta el año 2003 respecto de aquellos establecimientos que no hayan solicitado recursos suplementarios al Ministerio por costo de capital adicional, con el objeto de adecuar su infraestructura a los requerimientos que en la materia surjan en virtud del aumento de jornada.



	En primer término, diversos señores Senadores fueron de opinión que el régimen que se viene proponiendo rija también para 1º y 2º años básicos, dado que los beneficios buscados con esta modalidad de trabajo sugieren la conveniencia de que los alumnos de tales niveles de enseñanza vayan habituándose a un nuevo esquema educacional.  Desde el punto de vista técnico-pedagógico no existirían razones bastantes que aconsejaran excluir ambos cursos de la extensión de jornada, sin perjuicio de que pudieran establecerse horarios de funcionamiento especiales para ellos en cuanto a la distribución del trabajo escolar.



	En seguida, los HH. Senadores señores Cantuarias y Thayer sostuvieron que la extensión de jornada es únicamente un instrumento para el logro del objetivo superior, cual es mejorar la calidad de la educación subvencionada del país.  En este sentido, plantearon que la obligatoriedad del nuevo régimen no es equiparable al que se impuso en el decreto con fuerza de ley Nº 5.291, del Ministerio de Educación, de 1929, Ley de Instrucción Primaria Obligatoria, pues en este último caso el constituir en una obligación la enseñanza primaria obedeció al hecho de que de este modo se acometió el fondo del problema, esto es, que la misma obligación era el propio objetivo buscado, a saber, educar a los niños chilenos para solucionar los graves índices de analfabetismo existentes en la época en que se dictó la ley respectiva.



	Con el proyecto, en cambio, se pretendería elevar un mecanismo de carácter instrumental, como la extensión de jornada, a la categoría de finalidad o de aspecto central de una reforma de la educación.  No sería necesario obligar a los establecimientos a someterse al nuevo régimen si el objetivo de mejorar la calidad de la educación puede lograrse por otros caminos.  Concluyeron indicando que los principios que inspiran una sociedad libre exigen que el Estado respete el principio de autonomía de gestión y de libertad de enseñanza, de manera que sean los propios sostenedores los que decidan los mecanismos que emplearán para mejorar los estándares de calidad de la enseñanza que imparten en sus establecimientos.



	En todo caso, el H. Senador señor Thayer llamó la atención sobre la posibilidad de que se estimara inconstitucional la circunstancia de imponer al sostenedor que ha ejercido su derecho a abrir y administrar un establecimiento educacional en conformidad a las normas legales y reglamentarias vigentes, y que ha realizado determinadas inversiones al efecto, el cumplimiento de exigencias posteriores que lo obliguen a entregar el servicio educacional en condiciones diversas a las previamente definidas.



	Los HH. Senadores señores Muñoz y Ruiz-Esquide manifestaron que la existencia de establecimientos educacionales que tienen buenos resultados en las pruebas sobre medición de la calidad del servicio que prestan debe estudiarse en relación con el universo de los establecimientos que rinden tales exámenes.  De este análisis comparativo aparece que los promedios alcanzados por los establecimientos son especialmente bajos en aquellos que atienden sectores de escasos recursos o menores en situación irregular.



	De esta manera, si bien la extensión de jornada no es en sí misma la reforma educacional chilena, es un instrumento de primera importancia dentro del largo proceso que debe experimentar para alcanzar estándares de calidad de países desarrollados.  Dicha relevancia radica en que sin este instrumento la propia reforma se torna de más difícil realización, puesto que contra ella atentaría la inequidad de nuestro sistema educacional. Lo que se requiere es propender a que los estudiantes del país gocen de igualdad de oportunidades para acceder a una mejor educación, en la que quede excluida la posibilidad de discriminar entre ellos en favor de aquel que posee mayores recursos económicos para obtener una educación de calidad. Lo anterior, agregaron, sólo podrá conseguirse en la medida que la sociedad opte por los mismos instrumentos para todos los educandos a objeto de lograr buenos resultados en la materia, y uno de ellos consiste precisamente en que los establecimientos lleven a cabo su trabajo escolar en jornada extendida.



	Concluyeron sosteniendo que en el ámbito educacional la equidad social significa la utilización de instrumentos similares para el logro del fin perseguido, esto es, una educación de calidad para todos.



	El Ejecutivo formuló dos indicaciones a esta disposición, que corresponden a los Nºs. 1 y 2 del Mensaje Nº 372/334.



	La primera para corregir esta norma, con el objeto de que la referencia legislativa sea hecha al actual texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Subvenciones, a saber, el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996, que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer.



	La segunda, recogiendo la idea de flexibilizar la obligación de someterse al nuevo régimen de trabajo escolar planteada en el seno de la Comisión, permite exceptuar de tal deber a los establecimientos de educación básica y media que demuestren altos niveles de calidad en conformidad a los resultados obtenidos en pruebas nacionales durante dos o tres mediciones consecutivas, efectuadas entre 1995 y 2001. Agrega que los establecimientos que se acojan a esta excepción deberán ser autorizados por el Ministerio de Educación.



	Vuestra Comisión estimó conveniente modificar los términos de la indicación, con el objeto de precaver problemas de interpretación.  En este sentido, fijó en a lo menos dos mediciones consecutivas la obtención por parte del establecimiento de favorables resultados en cuanto a la calidad de la educación impartida; precisó que las pruebas de que se trata son justamente aquellas destinadas a medir la calidad de la educación, y eliminó la frase alusiva a la autorización del Ministerio en el entendido de que la excepción rige por la sola circunstancia de que se cumplan los requisitos para impetrarla.



	Con esas enmiendas, la indicación fue aprobada por mayoría con el voto de los HH. Senadores señores Díez, Ruiz-Esquide y Thayer, y el voto en contra del H. Senador señor Muñoz, quien se mostró partidario de que la obligatoriedad del nuevo régimen no admita excepciones.



	- Con dichas modificaciones, el artículo fue aprobado por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, con el voto de los HH. Senadores señores Díez, Ruiz-Esquide y Thayer, y el voto en contra del H. Senador señor Muñoz.



Artículo 3º

(Pasa a ser 2º)



	Introduce, en seis numerales, diversas modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, las que a continuación se comentan.



	Cabe destacar que el Ejecutivo formuló una indicación, signada con el Nº 3 del Mensaje Nº 372/334, para modificar el encabezamiento de esta norma aludiendo al actual texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Subvenciones, a saber, decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996.



	Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión.



Numeral 1



	Modifica el artículo 6º en la siguiente forma:



Letra A)



	Intercala una nueva letra d), que exige a los establecimientos contar con un reglamento interno que rija sus relaciones con los alumnos, en el cual deberán estar indicadas las causales de suspensión de los estudiantes y de cancelación de matrícula.



	Agrega que, en todo caso, dichas causales no podrán contemplar la cancelación de la matrícula o la expulsión de alumnos durante la vigencia del respectivo año escolar, por causales derivadas exclusivamente de su situación socio-económica o de su rendimiento académico.



	Para facilitar el análisis de esta letra d) vuestra Comisión procedió a dividir su discusión y votación por párrafos.



	En lo que concierne al primer párrafo del literal que se agrega, la Comisión estimó la proposición de toda conveniencia y pertinencia, por lo que sometido a votación fue aprobado sin enmiendas por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Larraín, Muñoz, Prat y Thayer.



	En cuanto a su inciso segundo, el H. Senador señor Thayer sostuvo que debía estudiarse desde una doble perspectiva, a saber, por una parte, que la dignidad de la persona exige una rigurosa evaluación de las consecuencias que para ella puede tener el hecho de ser expulsada del establecimiento durante el transcurso del año escolar; por otra, que tratándose de establecimientos que atraviesan problemas de financiamiento la circunstancia de que los alumnos no cancelen los aranceles de matrícula respectivos puede agravar su déficit financiero, por lo que en este caso debe atenderse al desequilibrio presupuestario que afectará al establecimiento y a las razones que han originado la falta de pago de sus alumnos.



	A juicio del H. Senador señor Prat, en la sociedad chilena se habría comenzado a valorar el gasto que las familias deben efectuar en educación como un desembolso conveniente, esto es, como una inversión. Lo anterior, estaría permitiendo que las familias se comprometan más decididamente en el financiamiento del sistema educacional subvencionado, vía financiamiento compartido.  Desde este punto de vista, podría ser inconveniente que el legislador diera señales equívocas en la materia, susceptibles de interpretarse en el sentido de que se acepta la morosidad en el pago de colegiaturas.  Planteó que la solución, para el caso de familias cuyos ingresos les impiden cumplir con dicha obligación económica, podría consistir en la creación de un fondo de becas, al que recurrir para acudir en auxilio de esas familias.  Por último, advirtió que, a su juicio, la norma en su actual redacción no contribuye a estimular la superación del alumno con el fin de mejorar su rendimiento académico.



	El H. Senador señor Muñoz estimó que el planteamiento en comentario puede explicarse en países desarrollados con índices aceptables de equidad social y con una adecuada distribución de la riqueza.  No obstante, recordó que en esos mismos países la educación pública es en general gratuita y los docentes son considerados funcionarios públicos.  En Chile, agregó, no puede descuidarse la circunstancia de que un alto porcentaje de personas vive en condiciones de pobreza e indigencia, existiendo una cantidad relevante de trabajadores que perciben sólo el ingreso mínimo.  En ese sentido, continuó, el Estado no puede permitir dejar a familias de escasos recursos sin posibilidades educacionales, y el Estado no cumple su deber de educar cuando acepta que a un alumno se le expulse del establecimiento por no haber cumplido sus obligaciones económicas para con el establecimiento por razones ajenas a su voluntad, y que atañen a la situación socioeconómica familiar.



	Concluyó el señor Senador sosteniendo que si bien el acogerse o no al sistema de financiamiento compartido es decidido por el establecimiento con acuerdo de los padres y apoderados, la circunstancia de que así se determine no puede garantizar la estabilidad económica futura de las familias.  Si luego de adoptar el acuerdo cambian las condiciones económicas familiares, no parece coincidir con un criterio de justicia que deban recaer sobre el alumno las consecuencias de esa adversidad financiera mediante su expulsión del establecimiento por falta de pago de colegiatura.



	No quedando asegurada la permanencia en el establecimiento del alumno afectado por problemas económicos entre un año académico y otro, el H. Senador señor Muñoz anunció su rechazo a este inciso.



	Finalmente, el H. Senador señor Larraín manifestó que, en su opinión, la norma contiene elementos subjetivos y generalizaciones que atentarían contra su correcta interpretación, y podría originar efectos sociales negativos que no han estado en el ánimo del legislador.



	- Sometido a votación, este inciso fue rechazado por mayoría, con los votos de los HH. Senadores señores Larraín, Muñoz y Prat, y el voto favorable del H. Senador señor Thayer.



Letra B)



	Agrega un inciso segundo al artículo 6º, al tenor del cual los establecimientos educacionales que se incorporen al régimen de jornada escolar completa diurna, deberán cumplir además los siguientes requisitos: un mínimo de treinta y ocho horas semanales de trabajo escolar para la educación general básica de 3º a 8º años, y de cuarenta y dos horas para la educación media humanístico-científica y técnico-profesional, de cuarenta y cinco minutos cada una (letra a)); un tiempo semanal de permanencia de los alumnos en el establecimiento que permita la adecuada alternancia del trabajo escolar, recreos y su alimentación (letra b)), y un horario de funcionamiento y de disposición de sus instalaciones que garantice un adecuado desempeño de las actividades docentes, académicas y recreativas de sus alumnos, el trabajo del personal docente, la atención a padres y apoderados así como el funcionamiento de los centros de padres y apoderados y de los centros de alumnos. Respecto de los centros mencionados no será necesario, sin embargo, contar con construcciones o salas especiales (letra c)).



	La disposición añade que los tiempos semanales mínimos de permanencia de los alumnos y los horarios mínimos de funcionamiento de los establecimientos, serán determinados por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación.



	Respecto de este numeral, el H. Senador señor Prat señaló que la sola exigencia de un número mínimo de horas de permanencia de los alumnos en el establecimiento no garantiza mejoramiento de la calidad de la educación.  Ese objetivo superior se cumplirá en la medida en que dicha exigencia venga acompañada de la adecuación de los planes y programas de enseñanza insertos en un modelo educacional eficiente, aspectos que deben quedar entregados a la libre decisión del sostenedor sobre la base de los Objetivos Fundamentales y Contenidos Mínimos que fija el Ministerio de Educación para cada nivel de enseñanza.



	El mencionado señor Senador agregó que el aumento de la subvención del Estado en materia educacional debería orientarse a aquellos establecimientos que efectivamente cumplen con los parámetros de calidad que se han previsto, de manera que el incremento en los valores de la subvención se justifique plenamente por el logro del objeto perseguido.  No sería razonable, continuó, que se tenga derecho a gozar de una subvención mejorada por la sola circunstancia de que se extienda la jornada de trabajo escolar, sin una evaluación de los resultados que dicha extensión genera en cuanto a la calidad de la educación impartida.



	Este modo de enfocar el problema, a juicio del H. Senador señor Prat, produce una inequidad respecto de establecimientos con espíritu innovador que aplican métodos educativos apropiados al objetivo de impartir una educación de calidad, aunque sin extender la jornada escolar, en la medida en que establecimientos de excelencia de esta clase no serán beneficiados por el Estado con un mayor aporte económico por la vía de incrementar la subvención que perciben.  Por el contrario, establecimientos de desempeño regular o deficiente en lo tocante al nivel de la educación que entregan, pero sometidos al régimen de que se trata, percibirán un monto mayor por concepto de subvención.



	Finalizó expresando que sería de justicia que los esfuerzos que algunos establecimientos han realizado con el fin de mejorar el servicio educacional que prestan a la comunidad, mediante métodos modernos y actualizados permanentemente, adquisición de equipamiento y tecnologías de vanguardia y su propia creatividad e inquietud, se premie dándoles la oportunidad de gozar de una subvención equivalente a la que se cancelará al resto de los establecimientos que extiendan su jornada.  De este modo, la subvención se vincularía a resultados, y no solamente a los medios que permitirían alcanzarlos.



	Consultado el Ejecutivo, sus representantes señalaron que los establecimientos deberán entregar un proyecto educativo elaborado en función al objetivo perseguido, esto es, elevar la calidad de la educación.  Lo que se pretende al exigir un mínimo de horas de permanencia en el establecimiento es evitar que los establecimientos trabajen en doble turno, de manera que exista efectivamente una jornada extendida.  Así se beneficiaría a los propios alumnos, que no se verán enfrentados a la necesidad de compartir su sala de clases con estudiantes pertenecientes a un curso distinto o adscritos a un turno diverso de trabajo escolar.



	Por otra parte, añadieron, el incremento de la subvención se ha concebido como un mecanismo para cancelar el aumento de costos que implica para la prestación del servicio educacional la extensión de la jornada, que corresponde en la actualidad a treinta horas semanales y que en virtud del proyecto de ley será de treinta y ocho horas para la educación general básica y de cuarenta y dos horas para la media humanístico-científica y �técnico-profesional.



	Además, en lo que concierne a la posibilidad de vincular la subvención a resultados existiría un problema de índole conceptual, pues la subvención en los términos del decreto con fuerza de ley Nº 2, de Educación, de 1996, se paga por alumno atendido, lo cual se determina según porcentajes de asistencia al establecimiento.  Si se exigieran resultados se estaría agregando un requisito adicional para tener derecho a la subvención.  Coincidiendo en general el Ejecutivo con los beneficios que pudiere acarrear una idea como la propuesta por el H. Senador señor Prat, estimó que su materialización en la presente iniciativa legal podría afectar la lógica interna de las subvenciones que el Estado entrega a los establecimientos educacionales, y que se haya consagrada en el referido cuerpo normativo.



	- Sometido a votación, este literal fue aprobado sin enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Larraín, Larre, Muñoz y Prat.



Numeral 2



	Intercala tres nuevos incisos, como segundo, tercero y cuarto, en el artículo 9º.



	El primer inciso que se agrega fija, conforme a una tabla que distingue según niveles y modalidades de enseñanza que imparta el establecimiento educacional y siempre que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.).



	El segundo, prescribe que los establecimientos educacionales rurales de educación general básica, a que se refieren los incisos segundo y quinto del artículo 12 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de Educación, de 1996, con cursos multigrados, también podrán funcionar de acuerdo al régimen de jornada escolar completa diurna para los alumnos correspondientes a los niveles de enseñanza de 1º y 2º años básicos. En tal caso, tendrán derecho a percibir por estos alumnos, la subvención establecida en el inciso anterior para la educación general básica de 3º a 8º años.



	El tercero, señala que los establecimientos educacionales que impartan educación general básica especial diferencial de 3º a 8º años, o su equivalente, correspondientes a las discapacidades que el reglamento autorice para operar bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, tendrán derecho a percibir, en caso de funcionar bajo el referido régimen, una subvención mensual cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será de 5,0210.



	Al inicio de su análisis, el Ejecutivo manifestó que si se considera el número de horas que se agregan mediante la extensión de jornada para alcanzar los mínimos previstos, se está frente a un incremento de un 17% del trabajo escolar. Los montos de la subvención según nivel y modalidad de enseñanza experimentan un mayor valor de 24% como promedio, a lo cual debe sumarse la subvención especial de apoyo al mantenimiento, que involucra un aporte adicional aproximado equivalente a un 3%.  En consecuencia, el aumento en términos de financiamiento es proporcionalmente superior al incremento horario que se viene fijando.



	Sobre el particular, los representantes del Ejecutivo fueron enfáticos en sostener que la iniciativa legal en informe no puede servir para resolver los déficit municipales en materia educacional, ocurridos por causas anteriores a su promulgación. En esta oportunidad los recursos fiscales comprometidos están destinados a solventar el mayor gasto de los establecimientos con motivo de la extensión de jornada, no así sus inconvenientes financieros previos.



	Respecto de la incorporación de 1º y 2º años básicos, los personeros de Gobierno manifestaron que existirían argumentos �técnico-pedagógicos que harían desaconsejable someter a los niños que cursan tales cursos a un mayor tiempo de permanencia en el establecimiento, y a una carga de trabajo escolar más abultada.



	Con todo, y ante consultas formuladas por los integrantes de la Comisión, precisaron que el Gobierno es partidario de autorizar el ingreso al nuevo régimen a los cursos en comentario cuando se trata de la atención de niños en situación irregular o con problemas psicomotores, lo que se estima es una solución que permitiría paliar sus graves limitaciones.



	En concordancia con lo anterior, y según se expresa más adelante en este informe con motivo del artículo 13, el Ejecutivo formuló una indicación, individualizada como Nº 5 del Mensaje Nº 372/334, para incluir un inciso en esta disposición que confiere derecho a percibir la subvención de jornada escolar completa diurna para la Educación General Básica de 3º a 8º años a los establecimientos que atiendan alumnos de 1º y 2º años básicos de mayor vulnerabilidad.



	Además, el Ejecutivo formuló indicación, signada con el Nº 4 del Mensaje Nº 372/334, que pretende corregir la referencia que se hace en el nuevo inciso tercero del artículo 9º, para adecuarla al último texto refundido dictado de la Ley de Subvenciones.



	Ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz y Thayer.



	En lo que atañe al problema del financiamiento propuesto para el proyecto, en opinión de la Comisión adolecería de insuficiencia en cuanto a que el análisis de la reforma educacional que se pretende debe hacerse globalmente, teniendo presente todos los elementos que pueden atentar contra el éxito del propósito perseguido.  Uno de ellos, y de la mayor importancia, es el relativo al déficit financiero que afecta a los sostenedores del sector municipal.  Este solo problema afecta toda la marcha del sistema educacional subvencionado.



	En tal sentido, el financiamiento que el Ejecutivo contempla deberá cubrir tanto el aumento efectivo de horas pedagógicas, cuanto los esfuerzos que tendrán que realizar los docentes para actualizar sus conocimientos y perfeccionar su relevante función social, capacitándose adecuadamente para los nuevos desafíos.  Esto significa mejorar las remuneraciones del magisterio, para que ellas reflejen con justicia lo que se espera de estos profesionales.  Si se tienen presente las objeciones que en la materia han hecho la Asociación Chilena de Municipalidades, el Colegio de Profesores y entidades privadas, el financiamiento propuesto seguirá siendo deficitario.



	Finalmente, el H. Senador señor Prat solicitó dejar constancia de que su voto favorable tiene como propósito que el tema de que se trata se discuta en la Sala de la Corporación, pudiendo en dicha instancia, y luego de una discusión acabada al respecto, adoptar una posición diferente sobre el particular.



	Cabe señalar que las aprensiones a que se ha hecho referencia se consideran válidas, también, para el numeral siguiente.



	- Con dichas aprensiones, sometido a votación este numeral, fue aprobado sin enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Larraín, Larre, Muñoz y Prat.



Numeral 3



	Intercala, en el artículo 12, un nuevo inciso quinto, según el cual los establecimientos educacionales rurales que se incorporen al régimen de jornada escolar completa diurna, percibirán una subvención total mensual de 46 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el incremento a que se refiere el artículo 11, no siéndoles aplicables el artículo 9º y el inciso primero de este artículo, respectivamente.



	El Ejecutivo presentó dos indicaciones a esta disposición.  La primera, signada con el Nº 6 del Mensaje Nº 372/334, de orden formal, para corregir su encabezamiento, adecuándolo al nuevo texto refundido de la Ley de Subvenciones.  La segunda, Nº 7 del mismo Mensaje, para precisar que las 46 unidades de subvención educacional de que se trata, corresponden a la cantidad total mensual “mínima” que tendrán derecho a percibir los establecimientos a que se refiere la norma, que persigue que el texto guarde armonía con otra similar contenida en la ley Nº 19.494.



	Ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Díez, Muñoz y Thayer.



	- Con esas enmiendas fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Díez, Muñoz y Thayer.





Numeral 4



	Intercala, a continuación del párrafo 5º del Título I, un párrafo 6º, nuevo, cuyo epígrafe es “De la Subvención Anual de Apoyo al Mantenimiento”.



	El párrafo en comentario consta de un artículo, signado como 14 bis, que, en su inciso primero, establece, a contar del año 1998, una subvención anual de apoyo al mantenimiento de los establecimientos educacionales, conforme a una tabla que fija un valor unitario en dinero por alumno de atención diurna distinguiendo según niveles y modalidades de enseñanza impartida.



	En su inciso segundo señala que el valor unitario de la subvención anual de apoyo al mantenimiento por alumno interno de los establecimientos que prestan servicio de internado, conforme al artículo 34, será de $ 16.634.



	En su inciso tercero dispone que esta subvención deberá ser destinada a apoyar el financiamiento de los gastos que irroguen las obras de conservación, reparación y reposición necesarias para el adecuado mantenimiento físico de los establecimientos, su equipamiento y mobiliario, sin perjuicio de los demás recursos que para estos efectos destine el sostenedor.



	En su inciso cuarto precisa que el monto de esta subvención se determinará multiplicando el valor unitario que corresponda, conforme al inciso primero de este artículo, por la asistencia media promedio registrada por curso, en los meses del período escolar del año inmediatamente anterior. Esta subvención se pagará antes del 15 de enero de cada año.



	En su inciso quinto indica que para determinar el monto de esta subvención para los establecimientos que prestan servicio de internado, se multiplicará el valor consagrado en el inciso segundo por el promedio de alumnos efectivamente atendidos por el establecimiento en el año escolar inmediatamente anterior.



	En su inciso sexto establece que en el caso de los establecimientos regidos por el Título II de este decreto con fuerza de ley, esto es, aquellos adscritos al sistema de financiamiento compartido, que funcionen con cualquier régimen de jornada escolar, se aplicará un descuento sobre esta subvención, el cual será equivalente al porcentaje que hubiere representado el descuento señalado en el artículo 25, en relación a la subvención del artículo 9º, según sea el caso, al practicarse el ajuste dispuesto en el artículo 33, correspondiente al último año.



	En su inciso séptimo prescribe que aquellos establecimientos que atiendan a sus alumnos en más de una jornada escolar diurna, percibirán sólo el 50% de la subvención a que se refiere este artículo. Asimismo, si en un mismo local escolar funciona en jornada diurna más de un establecimiento del mismo o diferentes sostenedores, cada uno de ellos percibirá este porcentaje.



	En su inciso octavo dispone que los valores unitarios de la subvención a que se refiere este artículo, se reajustarán, a contar del 1º de enero de 1998, de acuerdo a la variación experimentada por el Indice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, en el año calendario inmediatamente anterior.

	En su inciso final señala que los sostenedores de los establecimientos educacionales a que se refiere este artículo, mantendrán toda la documentación relacionada con el uso de esta subvención, durante un período no inferior a tres años desde su percepción, para los efectos de su fiscalización por parte del Ministerio de Educación.



	Con motivo del estudio de esta disposición, el H. Senador señor Prat propuso que, en lugar de segregar los recursos implicados en esta subvención especial de apoyo al mantenimiento, podría analizarse la posibilidad de que ellos se destinaran a incrementar la subvención normal que perciben los establecimientos por prestar el servicio educacional, de manera de entregar a la libre decisión del sostenedor la administración de los mismos.



	A juicio del señor Senador, no sería necesario diferenciar de la subvención normal el rubro relativo a mantenimiento, puesto que los decretos supremos Nºs. 8.144, de 1980, y 548, de 1988, ambos del Ministerio de Educación, contienen normas sobre planta física de los locales educacionales que deben cumplir los establecimientos reconocidos como cooperadores de la función educacional del Estado, según el nivel y la modalidad de enseñanza que imparten.  Estas normas persiguen, precisamente, que los locales educacionales reúnan características que permitan que la labor educativa se desenvuelva en un marco físico adecuado, y su infracción da origen a las sanciones correspondientes.  En este sentido, los sostenedores hasta la fecha han operado sobre la base de la observancia de tales exigencias, respondiendo a los requerimientos en la materia con los mismos recursos que, por concepto de subvención, reciben por el hecho de prestar el servicio en comentario.



	De este modo, continuó el señor Senador, la gestión educacional se funda en el principio de autonomía del sostenedor para decidir cómo distribuye los recursos que percibe vía subvención.  Al crearse una subvención especial destinada al mantenimiento de los establecimientos se comienza a afectar dicha autonomía, burocratizando además indebidamente el proceso educacional mediante fiscalizaciones que pueden ser inconvenientes o injustificadas.



	Concluyó su intervención manifestando que si bien coincide con la conveniencia de asignar recursos para apoyar el mantenimiento de los establecimientos educacionales, rechaza la forma que se ha adoptado para asignarlos.



	Profundizando en este punto, el H. Senador señor Larraín señaló que al obligar al sostenedor a darle un fin determinado a los recursos que percibe se contradicen los propósitos de descentralización que inspiran el sistema jurídico vigente en materia educacional.



	Consultado el Ejecutivo, sus representantes informaron que la subvención especial de que se trata se orienta en la línea de otras subvenciones que se destinan a objetivos específicos, como las de los artículos 34 y 35 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de Educación, de 1996, esto es, las subvenciones especiales de refuerzo educativo y de desempeño de excelencia, que se pagan, la primera, a aquellos establecimientos que realizan actividades pedagógicas de reforzamiento y apoyo a alumnos con rendimiento escolar deficiente, y, la segunda, a aquellos sostenedores de establecimientos subvencionados cuyo desempeño haya sido calificado de excelente según una selección que se efectúa periódicamente.



	Por otra parte, los personeros de Gobierno hicieron presente la circunstancia de que el Ministerio de Educación carece de atribuciones para fiscalizar la aplicación de los recursos que los sostenedores perciben normalmente, por lo que no habría manera de apreciar si se ha invertido o no la parte de los mismos destinada a solucionar problemas de mantenimiento de los locales educacionales.  En todo caso, para el Ejecutivo es de la esencia de esta subvención especial que una vez percibida por el sostenedor se aplique exclusivamente al objetivo para el cual se crea, y no a otros fines.



	- Sometido a votación, fue aprobado sin enmiendas por mayoría, con el voto de los HH. Senadores señores Muñoz, �Ruiz-Esquide y Thayer, el voto en contra del H. Senador señor Prat y la abstención del H. Senador señor Larraín.



Numeral 5



	Agrega dos nuevos incisos al artículo 24.



	El primero, prescribe que los sostenedores de los establecimientos educacionales de financiamiento compartido podrán eximir del pago de los valores que mensualmente deban pagar a los alumnos que se determine, conforme a un sistema de becas cuyas bases generales se incorporarán a la solicitud y a la propuesta educativa con las que se adscriban a dicho sistema de financiamiento, reseñadas en el artículo 26 que el proyecto agrega más adelante.  Indica, además, que a lo menos las dos terceras partes de las exenciones se otorgarán atendiendo exclusivamente a las condiciones socioeconómicas de los alumnos y su grupo familiar.



	El segundo, dispone que los cobros que efectúen los establecimientos educacionales de financiamiento compartido sólo podrán ser los comunicados conforme al inciso tercero del artículo 26, que se incorpora por este proyecto de ley, los que deberán constar en recibos timbrados por el Servicio de Impuestos Internos y serán incompatibles con otros cobros, obligatorios para los padres y apoderados, cualquiera sea su denominación o finalidad.



	En relación con esta disposición, la Comisión fue partidaria de introducirle algunas modificaciones con el objeto de precisar su sentido.  Al efecto, estimó conveniente realizar ajustes en la redacción de su inciso primero, estableciendo, además, que la exención del pago de la colegiatura podrá ser parcial o total y que para la selección de los alumnos beneficiados se deberá observar el procedimiento que se establezca en un reglamento de exenciones, cuyas bases generales se acompañarán en la formalización en virtud de la cual, al tenor del artículo 26 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de Educación, de 1996, el establecimiento oficializa su incorporación al sistema de financiamiento compartido.



	- Con dichas enmiendas, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Larraín, Muñoz, Prat, Ruiz-Esquide y Thayer.



Numeral 6



	Agrega cuatro nuevos incisos al artículo 26.



	El primero dispone que, simultáneamente con la presentación de la solicitud a la Secretaría Regional Ministerial respectiva, el sostenedor deberá informar al respecto, mediante comunicación escrita, a los padres y apoderados, dándoles a conocer también una propuesta educativa, con inclusión del sistema de becas a que se refiere el artículo 24 y una indicación precisa de los valores que mensualmente deberán pagar durante los cinco años siguientes, por el hecho de incorporarse a la modalidad de financiamiento compartido.  Los cambios que introduzca al término del período antes señalado al sistema de becas y a los valores a pagar, deberá comunicarlos en forma escrita con a lo menos un año de antelación al de su aplicación, procedimiento que deberá utilizar igualmente para las anualidades siguientes.



	El segundo señala que los establecimientos educacionales acogidos a este Título podrán retirarse de este sistema, debiendo formalizar tal situación en la misma forma y plazos que establecen los incisos precedentes.



	El tercero establece que el establecimiento deberá informar anualmente a la comunidad, con copia al Ministerio de Educación, sobre la forma en que se utilizaron en la anualidad anterior los recursos aportados por los padres y apoderados y su contribución al mejoramiento de la calidad de la educación, pudiendo los padres y apoderados, en todo momento, formular ideas y proposiciones al respecto.  La comunicación al Ministerio de Educación sólo tendrá por objeto acreditar el cumplimiento de esta obligación.



	El cuarto precisa que el establecimiento deberá señalar en todas sus actuaciones y propagandas, el hecho de estar acogido al sistema de financiamiento compartido.



	La Comisión para facilitar el estudio de estos nuevos incisos propuestos, dividió respecto de cada uno su discusión y votación.



	Con relación al primero de ellos, el H. Senador señor Prat formuló indicación para reducir a tres años el plazo que la norma consagra sobre proyección de los valores de colegiatura que cobrará el establecimiento y que deberán ser informados a padres y apoderados, en razón de que realizar esa clase de proyecciones económicas puede resultar aún más aventurado si dicho plazo es superior.



	Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por mayoría con el voto de los HH. Senadores señores Larraín, Prat y Thayer, y el voto en contra de los HH. Senadores señores Muñoz y Ruiz-Esquide, quienes estuvieron por reducir el plazo en comentario a cuatro años para hacerlo equivalente con la duración de la enseñanza media.



	En seguida, la Comisión le introdujo algunas enmiendas formales destinadas a precisar su sentido y a armonizarlo con lo resuelto para el numeral precedentemente reseñado.



	Con tales modificaciones, este inciso fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Larraín, Muñoz, Prat, Ruiz-Esquide y Thayer.



	Por su parte, el segundo de los incisos propuestos fue aprobado sin enmiendas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Larraín, Muñoz, Prat, Ruiz-Esquide y Thayer.



	En lo concerniente al tercero, el H. Senador señor Prat estimó que las informaciones que se vienen exigiendo al establecimiento se constituirán en una suerte de ejercicio contable y financiero, con lo que se corre el riesgo de entrabar la relación armónica que debe existir al interior de la comunidad escolar, sin perjuicio de que siendo el dinero un bien fungible la determinación precisa del destino que se le ha dado a aquellos recursos aportados por los padres y apoderados podría ser impracticable.



	Con el objeto de salvar dicha objeción, el H. Senador señor Thayer presentó una indicación destinada a establecer que la información de que se trata deberá referirse al avance del proyecto educativo y al razonable aprovechamiento de los recursos provenientes del financiamiento compartido.



	Sometida a votación, la indicación fue aprobada por mayoría con el voto de los HH. Senadores señores Larraín, Muñoz, Prat y Thayer, y el voto en contra del H. Senador señor Ruiz-Esquide, quien fue partidario de darle a los padres y apoderados que contribuyen económicamente al funcionamiento del establecimiento educacional por la vía del financiamiento compartido, mediante un esfuerzo familiar importante, una participación más decisiva en lo que atañe al modo cómo se invierten los recursos y a los resultados que muestra el establecimiento en materia de calidad de la educación que imparte.



	Con dichas enmiendas, el inciso en comentario fue aprobado por mayoría con la votación recién consignada.



	En cuanto al cuarto de los incisos que se agregan, la Comisión estimó necesario precisar su sentido, de manera que la obligación que se le impone al establecimiento de publicitar el hecho de estar acogido al sistema de financiamiento compartido se incluya únicamente en su material informativo y en sus actividades de difusión.



	- Con dichas enmiendas, este inciso fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Larraín, Muñoz, Prat, Ruiz-Esquide y Thayer.



º º º º º º



	A continuación, el Ejecutivo formuló una indicación, signada con el Nº 8 del Mensaje Nº 372/334, para agregar un numeral 7 a este artículo que incorpora una nueva letra h) al artículo 39 del decreto con fuerza de ley sobre subvenciones educacionales, cuyo objeto es tipificar como infracción grave cualquier cobro, omisión, comunicación o información indebidos relacionados con el sistema de financiamiento compartido.



	La mayoría de la Comisión se mostró contraria a esta indicación, fundada en dos razones principales:



	- En primer término, porque si bien se estima que sería necesario regular integralmente el sistema de financiamiento compartido se sostiene que el proyecto en informe no debería abocarse a ello dado que se trata de una materia extraña a la idea matriz del mismo, esto es, crear un nuevo régimen de trabajo escolar.



	- En segundo lugar, porque las figuras que se contienen en el citado artículo 39 de la Ley de Subvenciones revisten una gravedad que no se condice con la naturaleza de las conductas que se pretenden sancionar con la indicación, sin que necesariamente impliquen una actuación dolosa pues podrían ser atribuibles a mera negligencia o descuido o, incluso, derivar de un hecho fortuito.



	Sometida a votación, la indicación fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, con el voto de los HH. Senadores señores Cantuarias, Díez y Thayer, y el voto proclive a la misma del H. Senador señor Muñoz.



Artículo 4º

(Pasa a ser 3º)



	Prescribe, en su inciso primero, que los establecimientos de educaci—n tŽcnico profesional, entregados en administraci—n por el Ministerio de Educaci—n a instituciones del sector pœblico o a personas jur’dicas de derecho privado, de conformidad al decreto ley Nº 3.166, de 1980, deber‡n incorporarse al rŽgimen de jornada escolar completa diurna, en los plazos y condiciones que establece la presente ley.



	Su inciso segundo señala que al ingresar a este rŽgimen, las corporaciones o fundaciones que administran dichos establecimientos, podr‡n optar por œnica vez, a que el monto anual de recursos a que se refiere el art’culo 4º del decreto ley Nº 3.166, de 1980, sea reemplazado por el que resulte de  multiplicar el nœmero de alumnos de cada establecimiento por el valor unitario de la subvenci—n correspondiente a las modalidades se–aladas en el inciso segundo del art’culo 9º del decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educaci—n, de 1993, multiplicado por 12. A dicho valor le ser‡ aplicable, asimismo, lo dispuesto en el art’culo 11 del referido cuerpo legal, as’ como el art’culo 13 de la ley Nº 19.410.



	Su inciso tercero dispone que, para estos efectos, se entender‡ que el nœmero de alumnos del establecimiento es el producto de  multiplicar la matr’cula del a–o inmediatamente anterior, por el porcentaje promedio nacional de asistencia media de dicho a–o de los establecimientos de educaci—n media tŽcnico-profesional subvencionados.



	Su inciso cuarto indica que en aquellos casos en que se ejerza la opci—n establecida en el inciso segundo, el Ministerio de Educaci—n estar‡ facultado para modificar los respectivos convenios.



	El Ejecutivo formuló indicación, contenida en el Nº 9 del Mensaje Nº 372/334, para ajustar la referencia legislativa al texto refundido actual de la Ley de Subvenciones, que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz y Thayer.





	- El artículo fue aprobado con tal modificación con idéntico quórum.



	Cabe dejar constancia que el H. Senador señor Díez si bien concurre con su voto afirmativo a la aprobación del artículo, manifestó su plena coincidencia con la idea de que, en todo caso, debe regir como principio central la libertad del sostenedor para decidir si ingresa o no al régimen de jornada escolar completa diurna.











Artículo 5º

(Pasa a ser 4º)



	Prescribe, en su inciso primero, que los establecimientos educacionales a que se refiere el art’culo 2º de la presente ley, cuya planta f’sica resulte insuficiente para incorporarse con la totalidad de sus alumnos al rŽgimen de jornada escolar completa diurna entre el inicio del a–o escolar de 1998 y el inicio del a–o escolar de 2002, podr‡n percibir, a partir del 1º de marzo de 1997, un aporte suplementario por costo de capital adicional. Dicho aporte consistir‡ en un monto fijo trimestral por alumno, que se aplicar‡ sobre el nœmero de alumnos en situaci—n deficitaria del establecimiento y que se pagará durante un período de quince años.



	Su inciso segundo señala que el aporte por alumno en situaci—n deficitaria se determinar‡ segœn el tipo de inversiones requeridas por el establecimiento, el proyecto de inversi—n presentado por el sostenedor y los montos solicitados por Žste, no pudiendo superar, en todo caso, los m‡ximos que establecer‡ el reglamento. Dichos l’mites podr‡n diferenciarse segœn el tipo de inversiones requeridas y la localizaci—n geogr‡fica del establecimiento.



	Su inciso tercero precisa que, para efectos de la determinaci—n de este aporte, se considerar‡n como alumnos en situaci—n deficitaria, los correspondientes a la matr’cula del establecimiento entre tercer a–o de educaci—n general b‡sica y cuarto a–o de educaci—n media, durante el mes de junio del a–o escolar anterior al de la presentaci—n de la solicitud respectiva, que no puedan ser atendidos bajo el rŽgimen de jornada escolar completa diurna de acuerdo a la disponibilidad de aulas, servicios b‡sicos del establecimiento o mobiliario.



	Su inciso cuarto establece que la Ley de Presupuestos de cada año, en el Presupuesto del Ministerio de Educación, contemplará los recursos que se destinen al aporte por costo de capital adicional, a que se refiere este artículo.



	Su inciso quinto establece que en el caso de los establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 13, para los efectos de la determinación del aporte de que trata este artículo, se considerarán asimismo, como alumnos en situación deficitaria, los de 1º y 2º años básicos, que, por las mismas razones señaladas en el inciso tercero, no puedan ser atendidos bajo el régimen de jornada escolar completa diurna.



	Al comenzar el estudio de esta disposición, el Ejecutivo formuló siete indicaciones que la modifican, signadas con los números 1 a 7 del Mensaje Nº 374/334, y que, sometidas al conocimiento de la Comisión, fueron objeto de una serie de correcciones cuyo propósito es cumplir con las siguientes finalidades:



	- Precisar que son los sostenedores de los establecimientos de que se trata los titulares del derecho a percibir el aporte suplementario por costo de capital adicional, y fijar como momento a partir del cual se comenzará a percibir el aporte el día 1º del mes siguiente a la fecha de publicación de este proyecto.



	- Establecer en qué consiste y a qué deberá orientarse el aporte, a saber, un monto de recursos que se entregará en una o más cuotas, dependiendo de la cuantía del mismo, durante un período de hasta quince años, destinado a la construcción de nuevos establecimientos, la adquisición o arriendo de inmuebles construidos, la habilitación, adecuación o ampliación de locales existentes, o la adquisición de equipamiento y mobiliario.  El aporte no podrá ser utilizado para la adquisición o arriendo de terrenos.



	- Obligar a los sostenedores beneficiarios del aporte a garantizar el funcionamiento del establecimiento educacional como tal hasta por un plazo de cincuenta años.



	- Exigir para acceder al aporte a sostenedores que no sean propietarios del inmueble en que funciona el establecimiento educacional, acompañar el instrumento público que lo habilita para destinarlo a dicho uso por un período mínimo de cinco años.



	- Precisar la forma de determinación del aporte, esto es, segœn el costo del proyecto presentado por el sostenedor y el monto del financiamiento solicitado por Žste, el cual no podrá exceder de los valores máximos que por concepto de aporte fije el reglamento.



	- Señalar que los valores máximos serán fijados considerando el número de alumnos que no puedan ser atendidos en los establecimientos en situación deficitaria, el tipo de obra requerida, la modalidad de adquisición o arriendo de inmuebles construidos, la ubicación geográfica del establecimiento y la modalidad de entrega del aporte, el cual será fijado en unidades tributarias mensuales, a la fecha que establezcan las bases de cada concurso, no estando afecto a ningún tributo de la Ley sobre Impuesto a la Renta.



	- Definir establecimientos educacionales en situación deficitaria como aquellos en que la totalidad de sus alumnos matriculados entre 3º b‡sico y IVº medio no pueda ser atendido bajo el rŽgimen de jornada escolar completa diurna en razón de la disponibilidad de aulas, servicios b‡sicos o mobiliario, y aquellos establecimientos diurnos de educación general básica que por las mismas razones no puedan atender a sus alumnos matriculados en 1º y 2º años básicos bajo el régimen de jornada escolar completa diurna.



	Sometidas con tales correcciones estas indicaciones a votación, los señores Senadores procedieron a fundar sus respectivos votos.



	El H. Senador señor Díez fundó su abstención en la circunstancia de que, a su juicio, el artículo está concebido de tal modo que no ofrece garantías para que el sostenedor pueda administrar autónomamente su establecimiento.  Agregó que sería preferible incrementar los valores de la subvención que corresponde al sostenedor en la misma proporción en que se pretende beneficiarlo con el aporte por costo de capital adicional, de manera de entregar a su libre determinación el modo en que aplicará los recursos que perciba por este concepto.  Además, consideró altamente inconveniente y contrario a principios de derecho civil moderno el plazo de cincuenta años por el que el sostenedor tendrá que asegurar el funcionamiento del local como establecimiento educacional, para concluir señalando que el legislador no puede avalar una apuesta a futuro por semejante período.



	Los HH. Senadores señores Muñoz y Ruiz-Esquide, no obstante concurrir a la aprobación de la norma, hicieron presente que el aporte de que se trata constituye una transferencia de recursos públicos al sector municipal y al particular subvencionado.  En ese entendido, estimaron que los mecanismos que en definitiva se establezcan para llevar a cabo dicha transferencia deben ser diferentes, en su opinión, según que el beneficiario del aporte sea un sostenedor del sector municipal o uno del particular subvencionado.  Para estos últimos sostenedores proponen crear un crédito a tasas y en condiciones ventajosas y flexibles, pues estimaron que en general la situación patrimonial y financiera del sector particular subvencionado les permitiría asumir compromisos crediticios de esta naturaleza.



	El H. Senador señor Thayer expresó que parece razonable que se establezcan garantías suficientes que permitan asegurar la prestación del servicio educacional por un tiempo prolongado si el Estado contribuirá de un modo significativo a financiar los costos que se requieran para obras de infraestructura sin que el aporte que haga deba ser restituido. Además, dado que se trata de un aporte de carácter extraordinario y que se efectuará por una sola vez, consideró apropiada la proposición del Ejecutivo que diferencia estos recursos de los que corresponden por concepto de subvención y la idea de consagrar un regulación especial al efecto.



	Con dichas enmiendas, las indicaciones fueron aprobadas por la mayoría de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer, y la abstención del H. Senador señor Díez.



	- Con idéntico quórum fue aprobado este artículo.



Artículo 6º

(Pasa a ser 5º)



	Señala, en su inciso primero, que podrán acceder al aporte a que se refiere el artículo anterior, los sostenedores de los establecimientos educacionales de atención diurna, que al 30 de junio de 1996 se encontraren operando bajo el régimen de doble jornada y que cuenten con: un proyecto de inversión adecuado a las necesidades del establecimiento y que se ajuste a las normas del decreto con fuerza de ley Nº 458, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, de 1976, sobre urbanismo y construcciones y su reglamento, y de las contenidas en la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza (letra a)), y los convenios o contratos necesarios para el financiamiento y administración o ejecución de las obras correspondientes (letra b)).



	En su inciso segundo, prescribe que el proyecto de inversión a que se refiere la letra a), podrá comprender la construcción de nuevos establecimientos, adquisición de inmuebles construidos, habilitación, adecuación y ampliación de locales existentes y adquisición de equipamiento de servicios y mobiliario.



	Su inciso tercero dispone que el aporte suplementario por costo de capital adicional, se devengará a partir del mes siguiente al inicio de las obras de inversión contempladas en el proyecto a que se refiere el inciso primero y podrá suspenderse, si al cabo de un año dichas obras no se hubieren completado y efectuado la recepción municipal correspondiente.



	Su inciso cuarto precisa que dicho aporte se expresará en unidades tributarias mensuales y se ajustará durante los tres años siguientes a su otorgamiento, en caso de disminución de la asistencia media promedio entre el año escolar anterior al de la postulación y el anterior al de la cuota correspondiente.



	Su inciso quinto permite al sostenedor autorizar mediante escritura pública, que el pago del aporte suplementario se efectúe, total o parcialmente, a las instituciones que financien las inversiones en los respectivos establecimientos educacionales.



	Su inciso sexto aplica, en el caso de los establecimientos regidos por el Título II del decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, que funcionen en el régimen de jornada escolar completa diurna, un descuento sobre este aporte, el cual será equivalente al porcentaje que hubiere representado el descuento señalado en el artículo 25, en relación a la subvención del  inciso segundo del artículo 9º, al practicarse el ajuste dispuesto en el artículo 33, correspondiente al último año.



	Su inciso séptimo permite, de la misma forma, postular al aporte suplementario los sostenedores que, entre el inicio del año escolar de 1998 y el inicio del año escolar de 2.001, instalen nuevos establecimientos bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, en comunas o localidades en que la capacidad de los establecimientos educacionales existentes sea insuficiente para atender a la población en edad escolar correspondiente. En tal caso, el aporte suplementario por alumno será equivalente al 50% del monto trimestral fijo por alumno establecido en el inciso primero del artículo 5º, el que se aplicará sobre el número de alumnos matriculados durante el primer año de funcionamiento del establecimiento.



	El Ejecutivo formuló cinco indicaciones, signadas con los números 8 al 12 del Mensaje Nº 374/334, que modifican este artículo como se señala en seguida:



	- Se reemplazan los requisitos para acceder al aporte.  En este sentido, podrán optar al mismo los sostenedores que hayan sido declarados adjudicatarios del aporte de acuerdo con el sistema de concurso que se crea en el artículo 7º del texto que os proponemos, y hayan firmado un convenio al efecto con el Ministerio de Educación dentro del plazo que fije el reglamento.



	- Se sustituyen los incisos segundo al quinto por dos incisos que señalan, en lo esencial:



	a) Que el aporte suplementario por costo de capital adicional, en caso de concederse, será entregado de acuerdo con las modalidades, condiciones y plazos que se fijen en el convenio que se firme entre el Ministerio de Educación y el sostenedor.



	b) La posibilidad de que el aporte se entregue en forma anticipada, no pudiendo éste ser superior al 25% del aporte aprobado.  En el convenio respectivo se consignarán los mecanismos de seguimiento de los recursos entregados y las garantías que correspondan.



	c) Que la entrega del aporte para el sector municipal se efectuará sobre la base de la ejecución del programa de obras contemplado en los contratos respectivos, pudiendo suspenderse en caso de incumplimiento o modificación injustificada, y para el sector particular subvencionado podrá ser entregado en su totalidad a la fecha de la recepción municipal satisfactoria de las obras.



	d) Que el Ministerio de Educación podrá entregar, en el caso de obras terminadas y con recepción municipal, la parte no anticipada de los aportes, mediante certificados que podrán ser cedidos o constituidos en garantía a terceros en virtud del endoso correspondiente.



	- Se adecua la referencia a la Ley de Subvenciones, para aludir a su actual texto refundido.



	- Se incorpora un nuevo inciso para regular la modalidad del aporte en el caso de arrendamiento de inmuebles construidos.  En tal evento, el aporte se otorgará por un máximo de quince años, se calculará en relación con el número de alumnos que no puedan ser atendidos bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, y su entrega se efectuará en cuotas trimestrales, debiendo el sostenedor acreditar durante los años quinto y décimo la prórroga del contrato de arriendo vigente por un nuevo plazo de cinco años, o bien, un nuevo contrato por cinco años que asegure la continuidad del funcionamiento del inmueble arrendado como establecimiento educacional hasta completar el plazo de quince años por el cual se le entregará el aporte.



	- Se suprime la alusión al “monto trimestral fijo” por alumno que se contiene en el inciso final.



	Sometidas estas indicaciones a votación, fueron aprobadas con enmiendas de redacción destinadas a precisar su sentido y alcance por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer.



	- Con tales enmiendas, este artículo fue aprobado con el mismo quórum.





Artículo 7º

(Pasa a ser 6º)



	Su inciso primero faculta a los sostenedores para solicitar, al momento de acceder al aporte suplementario por costo de capital adicional, el anticipo de hasta un 25% del aporte total estimado para el financiamiento de sus obras de inversión. 



	Su inciso segundo permite que el porcentaje de este anticipo sea incrementado para los establecimientos educacionales dependientes de las municipalidades que sean administrados directamente por ellas o a través de corporaciones. En tal caso, dicho aporte se efectuará sobre la base del cumplimiento efectivo del programa de obras contemplado en los contratos respectivos, pudiendo suspenderse en cualquier momento ante su incumplimiento o modificación injustificada.



	Su inciso tercero considera, para los efectos de lo establecido en el presente artículo, como aporte total estimado, el resultante de aplicar el monto trimestral por alumno a que se refiere el artículo 5º, al número de alumnos deficitarios vigente al momento de solicitar el anticipo, multiplicado por 60. Las cantidades anticipadas se deducirán proporcionalmente de los aportes trimestrales futuros, en 60 cuotas, considerando para este efecto la tasa de interés promedio del sistema bancario para operaciones de crédito hipotecario a 15 años, la que se calculará desde la entrega de los aportes.



	Su inciso cuarto dispone que si por aplicación del ajuste establecido en el inciso cuarto del artículo 6º, el anticipo otorgado al sostenedor de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo, excediere de lo que le habría correspondido percibir, deberá reintegrarse el exceso producido en cuotas mensuales iguales y sucesivas durante el período que reste hasta completar el plazo de 15 años a que se refiere el artículo 5º. Este reintegro podrá efectuarse mediante descuentos de la subvención de escolaridad establecida en el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, los que, en todo caso, no podrán ser superiores al 5% de dicha subvención mensual, correspondiente al establecimiento para el cual fue otorgado el aporte.



	Su inciso quinto establece para los establecimientos subvencionados afectos al Título I del decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, que habiendo recibido el aporte a que se refiere este artículo, pasaren a regirse por las normas del Título II, un descuento proporcional a los valores que cobren a los padres y apoderados, el que se aplicará sobre los aportes trimestrales establecidos en el artículo 5º, por el período que reste, hasta completar el plazo de 15 años señalado en la misma disposición.



	Su inciso sexto hace aplicable a los establecimientos subvencionados afectos al Título II del decreto con fuerza de ley Nº5, del Ministerio de Educación, de 1993, que varíen los valores que cobran a los padres y apoderados, el mismo descuento proporcional a que se refiere el inciso anterior, sobre los aportes trimestrales establecidos en el artículo 5º, por el período que reste, hasta completar el plazo de 15 años señalado en ese artículo.



	Su inciso séptimo prescribe que los establecimientos subvencionados afectos al Título II del decreto con fuerza de ley citado, que hayan recibido el aporte trimestral que se consulta en el artículo 5º, dejarán de percibirlo, desde el momento que los  valores que cobran a los padres y apoderados superen el monto de 4 unidades de subvención educacional (U.S.E.) mensuales por alumno, establecido en el artículo 25 de ese decreto con fuerza de ley.



	Su inciso octavo señala que los establecimientos que se encuentren en la situación contemplada en el inciso anterior y que hubieren solicitado el anticipo a que se refiere el inciso primero de este artículo, deberán reintegrar las cantidades que proporcionalmente resulten como exceso, considerando el período que reste para cumplir los 15 años, expresado en unidades tributarias mensuales, más el interés del 1% mensual.



	Su inciso noveno precisa que para el caso que las solicitudes anuales de aporte suplementario por costo de capital adicional, que se presenten dentro del plazo que establezca el reglamento, superen el monto consultado en la Ley de Presupuestos, se determinarán los establecimientos beneficiarios de este aporte, a través de un sistema objetivo de puntaje que comprenderá, entre otros factores, la insuficiente capacidad de los establecimientos educacionales existentes en la comuna o localidad para atender a la población en edad escolar correspondiente, la vulnerabilidad social de los alumnos de los establecimientos y el monto de los recursos solicitados.



	El Ejecutivo formuló una indicación que sustituye esta disposición, individualizada con el número 13 del Mensaje Nº 374/334, cuyo propósito puede resumirse en los siguientes aspectos:



	- Se consagra para el caso de establecimientos subvencionados acogidos al sistema de financiamiento compartido que hubieren percibido la subvención por jornada escolar completa diurna, un descuento o reembolso equivalente a los porcentajes señalados en el inciso cuarto del artículo 5º del texto que os proponemos al final de este informe. Para estos efectos, se determinará el equivalente anual del aporte convenido, considerando un plazo de quince años y una tasa de interés igual al promedio de las tasas del mercado hipotecario del sistema bancario, a ese mismo plazo, que se contará desde la fecha de la total tramitación de la resolución que apruebe el convenio (letra a)), y el equivalente anual del aporte que le hubiere correspondido si a la fecha de la total tramitación de la resolución que aprueba el convenio hubiese estado sometido al financiamiento compartido, aplicando el mismo plazo y tasa de interés antes señalados (letra b)). El monto que será descontado o reembolsado será la diferencia resultante entre los valores establecidos en las letras a) y b).



	- Se hace aplicables a los establecimientos de financiamiento compartido que varíen los valores que cobran a los padres y apoderados, el mismo porcentaje de descuento o de reembolso a que se refiere el mencionado inciso cuarto del artículo 5º.  Para estos efectos, se determinará el equivalente anual del aporte convenido considerando un plazo de quince años, que comenzará a contarse desde la fecha de la total tramitación de la resolución aprobatoria del convenio, y una tasa de interés igual al promedio de las tasas del mercado hipotecario del sistema bancario a ese mismo plazo (letra a)), y el equivalente anual del aporte que le hubiere correspondido si a la fecha de la total tramitación de la resolución que aprueba el convenio, hubiesen estado vigentes los nuevos cobros a padres y apoderados, y si este cobro superare el monto de las cuatro U.S.E. mensuales por alumno, el equivalente anual será igual a cero (letra b)). El monto que será descontado o reembolsado será la diferencia resultante entre los valores establecidos en las letras a) y b).



	- Se consagra la idea de que los descuentos o reembolsos se materializarán de acuerdo con los términos que se establezcan en el convenio en cuya virtud se entrega el aporte, a partir de la fecha en que el establecimiento comenzó a regirse por las normas del financiamiento compartido, o desde aquella en que el sostenedor modificó el monto de los cobros a los padres y apoderados, no pudiendo, en ningún caso, exceder de quince años el plazo para el pago, contado desde que le fue concedido el aporte.



	Sometida a votación, la indicación fue aprobada con enmiendas de redacción por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer.



	- En tales términos, este artículo fue aprobado por la misma unanimidad.



º º º º º º



	A continuación, el Ejecutivo formuló una indicación, Nº 14 del Mensaje Nº 374/334, para incorporar un nuevo artículo, ubicado como 7º en el texto que os proponemos, cuyo contenido es el siguiente:



	Su inciso primero crea un sistema de concurso para diferentes tipos de proyectos de infraestructura, el cual será administrado por el Ministerio de Educación.  Agrega que el reglamento establecerá el sistema y los mecanismos en virtud de los cuales podrán postular a dicho aporte.



	Su inciso segundo señala los requisitos para postular, a saber, poseer la calidad de sostenedor de establecimiento educacional subvencionado (letra a)); tener el carácter de establecimiento educacional deficitario y que opten al aporte suplementario por costo de capital adicional (letra b)), y contar con un proyecto que cumpla con las exigencias técnicas establecidas en la normativa vigente, las que serán exigibles al momento de la firma del convenio (letra c)).



	Su inciso tercero dispone que para la selección de los establecimientos, se considerarán uno o más de los siguientes aspectos: vulnerabilidad socioeconómica o educativa de los alumnos del establecimiento (letra a)); monto del aporte solicitado por alumno que se incorporará al régimen de jornada escolar completa diurna (letra b)); calidad técnica, pedagógica, económica, social y ambiental de los proyectos (letra c)), y porcentaje de financiamiento propio ofrecido por el sostenedor, en relación con el costo total del proyecto, tanto para su ejecución, como para mejoramientos adicionales (letra d)).



	Su inciso cuarto precisa que el valor del inmueble podrá ser considerado como parte del aporte propio ofrecido por el sostenedor, sea que lo tenga a título de propietario, comodatario, arrendatario o a cualquier otro título que lo habilite para su uso.



	Su inciso quinto establece que para la selección de los proyectos se considerará el puntaje resultante de la ponderación de uno o más de uno de los criterios señalados, de acuerdo con las fórmulas que se establezcan en cada llamado a concurso.



	Su inciso sexto señala que será responsabilidad del Ministerio de Educación elaborar las bases y efectuar los llamados para cada concurso, evaluar los antecedentes presentados, publicar los resultados preliminares de los proyectos preseleccionados, atender reclamos y requerir antecedentes definitivos.



	Su inciso séptimo establece que para la construcción de nuevos establecimientos educacionales, las reposiciones y ampliaciones mayores por parte de municipalidades o corporaciones municipales, será necesario contar con la recomendación técnica del Ministerio de Planificación y Cooperación.  En el caso de proyectos similares presentados por sostenedores de establecimientos particulares subvencionados, dicha recomendación técnica será opcional.



	Su inciso octavo prescribe que el Ministro de Educación resolverá la adjudicación de los proyectos, emitiendo, mediante resolución, el listado definitivo de los adjudicatarios y los montos fijados para cada uno de ellos.



	Su inciso noveno establece que el Presidente de la República mediante decreto fundado podrá establecer distintas modalidades de asignación o de aumento del aporte, en caso de necesidad pública o de situaciones de emergencia o fuerza mayor.



	Sometida a votación, esta indicación fue aprobada con enmiendas de redacción por la mayoría de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer, y la abstención del H. Senador señor Díez, fundada en las aprensiones que formulara a propósito del artículo 5º.



Artículo 8º



	Dispone, en su inciso primero, que la entrega del aporte suplementario a los sostenedores, quedar‡ supeditada a la suscripci—n de un convenio que deber‡ estipular la constituci—n de garant’as reales o personales a favor del Fisco y que las obras de infraestructura y equipamiento que se financien con estos recursos, se destinen exclusivamente a la atenci—n de alumnos bajo el rŽgimen del decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educaci—n, de 1993, durante un plazo de 50 a–os, a contar desde la incorporaci—n del establecimiento al rŽgimen de jornada escolar completa diurna. Durante dicho per’odo, el sostenedor estar‡ afecto a la prohibici—n de gravar y enajenar el respectivo establecimiento educacional como asimismo a la de celebrar contratos de promesa de compraventa sobre el mismo predio. No obstante, en casos calificados, el Ministerio de Educaci—n, por resoluci—n fundada, podr‡ autorizar el alzamiento de las prohibiciones señaladas, siempre que se mantenga su utilizaci—n para fines educacionales.



	En su inciso segundo precisa que el sostenedor podr‡ realizar el cambio de destino si reintegra los recursos aportados, expresado en unidades tributarias mensuales, más el interés del 1% mensual. Esta tasa de interés se calculará sobre los valores percibidos y hasta el momento de su reintegro.



	Su inciso tercero deduce del valor a devolver, 1/50 de los fondos recibidos por cada año de uso del establecimiento para fines educacionales, contados desde la fecha de recepción del aporte.



	Al comenzar el estudio de este artículo el Ejecutivo formuló dos indicaciones, individualizadas con los números 15 y 16 del Mensaje Nº 374/334, que lo modifican en los siguientes sentidos:



	- La primera, reemplaza su inciso primero por ocho nuevos incisos:



	El primer inciso sustitutivo señala que el sostenedor que haya sido declarado adjudicatario en el respectivo concurso, para acceder al aporte deberá suscribir un convenio con el Ministerio de Educación, que se aprobará por resolución de esta Secretaría de Estado, visada por el Ministro de Hacienda, en el cual se establecerán los derechos y obligaciones de las partes, el que deberá ser reducido a escritura pública por el sostenedor y a su costa.  La no suscripción del convenio o la no reducción de la resolución aprobatoria del mismo a escritura pública, dentro del plazo establecido en las bases, hará caducar de pleno derecho el aporte obtenido, salvo circunstancias que no le sean imputables.



	El segundo inciso sustitutivo prescribe que al momento de la suscripción del convenio respectivo, el sostenedor deberá acreditar el compromiso de incorporación al régimen de jornada escolar completa diurna tan pronto se le haya entregado el aporte en el caso de adquisición o arriendo de inmuebles construidos, y en el caso de ampliación, habilitación o construcción, la incorporación a dicho régimen deberá efectuarse, como máximo, a partir del año escolar siguiente, una vez efectuada la recepción final municipal de las obras (letra a)), y el cumplimiento de la normativa legal vigente en materia de inmuebles educacionales respecto del proyecto arquitectónico, lo que acreditará con la presentación del permiso de edificación municipal (letra b)).



	El tercer inciso sustitutivo dispone que en el convenio se deberá estipular la obligación del sostenedor de constituir hipotecas, avales o codeudores a favor del Fisco como requisito previo para acceder a la entrega de aportes, a fin de asegurar que éstos sean destinados al cumplimiento efectivo de los objetivos para los cuales se otorguen.  Agrega que la caución que deba constituir el sostenedor beneficiario del aporte será determinada por el Ministerio de Educación.



	El cuarto inciso sustitutivo señala que la hipoteca deberá constituirse sobre el inmueble en el cual funciona el establecimiento educacional.  Además, añade, el convenio exigirá la prohibición de enajenar, gravar y ejecutar actos y celebrar contratos sobre el mismo inmueble.  Tanto la hipoteca como la prohibición deberán inscribirse conjuntamente en el Conservador de Bienes Raíces, por un plazo de cincuenta años, en el caso de las reposiciones y construcciones de locales escolares.  En el caso de ampliaciones y adecuaciones, el plazo será de hasta cincuenta años, dependiendo del monto del aporte.



	El quinto inciso sustitutivo precisa que en casos calificados el Ministerio de Educación por resolución fundada podrá autorizar el alzamiento de la prohibición de que trata este artículo, siempre que se mantenga la utilización del inmueble para fines educacionales durante el tiempo señalado.



	El sexto inciso sustitutivo establece que si el inmueble en que funciona el establecimiento educacional no es del dominio del sostenedor y el propietario no consiente en gravarlo con hipoteca ni establecer prohibiciones a su respecto, el sostenedor podrá ofrecer y el Ministerio de Educación podrá aceptar la constitución de hipoteca y prohibición de enajenar y gravar otros bienes raíces de su propiedad o de un tercero, cuyo valor garantice la recuperación por el Fisco del monto total del aporte recibido en virtud de las normas de esta ley.



	El séptimo y el octavo incisos sustitutivos prescriben que el Ministerio de Educación requerirá que los bienes raíces sean gravados con primera hipoteca a favor del Fisco, y que se deberá estipular en el convenio que las obras de infraestructura y equipamiento que se financien con estos recursos se destinarán exclusivamente a la atención de alumnos bajo el régimen de subvenciones de que trata el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996, durante el plazo indicado, contado desde la incorporación del establecimiento al régimen de jornada escolar completa diurna.



	- La segunda, agrega cuatro nuevos incisos, a continuación de los actuales segundo y tercero:



	El primer inciso que se incorpora dispone que el sostenedor que proporcionare antecedentes falsos o adulterados con el propósito de obtener el aporte suplementario por costo de capital adicional a que se refiere esta ley, será sancionado con las penas asignadas al delito de defraudación al Estado.



	El segundo, señala que el sostenedor municipal que defraudare de cualquiera manera que fuere, o desviare el uso de los fondos obtenidos por medio del aporte por costo de capital adicional, será sancionado con las penas asignadas al delito de malversación de cudales públicos, aumentadas en un grado.



	El tercero, prescribe que las controversias suscitadas por aplicación de la presente ley en razón de reclamaciones presentadas por postulantes o adjudicatarios del aporte, serán resueltas por el Ministro de Educación, quien actuará en calidad de árbitro, sin ulterior recurso.  Sin perjuicio de lo anterior, las partes podrán convenir mecanismos de conciliación previos al arbitraje.



	El cuarto, dispone que el Ministerio de Educación supervisará, mediante inspecciones selectivas, cualquiera etapa del proceso de ejecución de las obras, asistirá a su recepción final cuando corresponda, y recabará los antecedentes e informes para el seguimiento y control de la inversión que estime pertinente.



	Sometidas estas proposiciones del Ejecutivo al conocimiento de la Comisión, el H. Senador señor Cantuarias presentó dos indicaciones.



	La primera persigue suprimir la visación por parte del Ministro de Hacienda de la resolución del Ministerio de Educación que aprueba el convenio de que se trata.  Esta indicación fue aprobada por mayoría, con el voto de los HH. Senadores señores Cantuarias, Díez y �Ruiz-Esquide, y el voto en contra de los HH. Senadores señores Muñoz y Thayer.



	La segunda propone eliminar la necesidad de presentar el permiso de edificación municipal, a que alude la letra b) del segundo inciso sustitutivo, para acreditar la observancia de las normas sobre inmuebles educacionales.  Esta indicación fue rechazada por mayoría, con el voto de los HH. Senadores señores Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer, el voto favorable a la misma de su autor y la abstención del H. Senador señor Díez.



	A continuación, la Comisión estimó conveniente que la referencia a los tipos penales y a las correspondientes sanciones que se consignan, según se ha descrito, vengan consagradas de la manera más precisa posible, con el objeto de respetar el principio de tipicidad en materia penal.



	En este sentido, la Comisión, tratándose del delito que se establece para el sostenedor particular, incorporó una mención expresa al artículo 470, Nº 8, del Código Penal.



	En lo concerniente al delito que puede cometer el sostenedor que pertenece al sector municipal, la Comisión distinguió el caso en que éste, en la administración de los fondos obtenidos por medio del aporte por costo de capital adicional, desviare su uso dándoles una aplicación diferente a aquella a la que están destinados, lo que sanciona con las penas asignadas al delito de malversación de caudales públicos contempladas en el artículo 236 del Código Penal, aumentadas en un grado, y el caso en que las operaciones en que interviniere dicho sostenedor en razón de la administración de dichos fondos, defraudare al Estado o a la municipalidad originándoles pérdida, lo que sancionó con las penas asignadas al delito de fraude contempladas en el artículo 239 del Código Penal, aumentadas en un grado.



	- Con dichas enmiendas, el artículo fue aprobado por mayoría, con el voto de los HH. Senadores señores Cantuarias, Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer, y la abstención del H. Senador señor Díez.



Artículo 9º



	Señala que con el objeto de facilitar las inversiones requeridas para adecuar la infraestructura de los establecimientos educacionales que se integren al rŽgimen de jornada escolar completa diurna, entre el inicio del a–o escolar 1997 y el inicio del a–o escolar 2002, el Ministerio de Educaci—n podr‡ establecer programas especiales destinados a proveer asistencia  tŽcnica  para la preinversi—n, administraci—n y supervisi—n tŽcnica y financiera de obras; a regularizar los t’tulos de propiedad y recepciones de obras, y a facilitar el acceso de los sostenedores educacionales a fuentes de financiamiento para la inversi—n. Dichos programas podr‡n ser administrados directamente por el Ministerio de Educaci—n, convenidos con otras instituciones pœblicas o privadas o incorporados en los convenios de programaci—n a que se refiere el art’culo 80 de la ley Nº 19.175.



	Los HH. Senadores señores Cantuarias y Díez sostuvieron la inconveniencia de que el Ministerio provea esta clase de asesoría técnica respecto de los sostenedores del sector particular subvencionado.  En esta área estiman adecuado que sea el propio sostenedor el que adopte las decisiones que sean pertinentes en conformidad con los intereses del establecimiento que administra.



	En lo que concierne al sector municipalizado, los mencionados señores Senadores agregaron que la responsabilidad que asumieron las municipalidades al hacerse cargo de la administración de establecimientos educacionales traspasados, lo fue sobre la base de la autonomía de que gozarían para determinar aquello que más les conviniera en la materia.



	Por último, rechazaron la norma fundados en la idea de que podría dar lugar a arbitrariedades administrativas que se desea evitar.



	Los representantes del Ejecutivo señalaron que la disposición está concebida especialmente en beneficio de comunas pequeñas o de bajos ingresos, que no tienen la capacidad necesaria para gestionar por sí solas esta clase de materias.



	El H. Senador señor Thayer, por su parte, sostuvo que si el Gobierno ha priorizado el cumplimiento de un objetivo educacional, como es el mejoramiento de la calidad de la educación, y ha concebido un instrumento para alcanzarlo, como es la extensión de jornada, es comprensible que pretenda orientar todos sus esfuerzos al logro de los fines previstos.  En esta óptica se inserta el concurrir a solucionar problemas de infraestructura en los establecimientos y ofrecer asesoría técnica para solventar los problemas que pudieran surgir en la materia.



	El H. Senador señor Cantuarias formuló indicación para suprimir el artículo, la que fue rechazada por mayoría con el voto de los HH. Senadores señores Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer, y el voto proclive a la misma de su autor y del H. Senador señor Díez.



	La Comisión, en todo caso, acogió una indicación del Ejecutivo, correspondiente a la contenida en el Nº 17 del Mensaje Nº 374/334, y modificó la alusión al año 1997 por otra al año 1998, para ajustar el contenido de esta norma a la fecha probable de entrada en vigencia del proyecto de ley.  Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión.



	- Con dicha enmienda, fue aprobado por mayoría con el voto de los HH. Senadores señores Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer, y el voto en contra de los HH. Senadores señores Cantuarias y Díez.



º º º º º º



	A continuación, el Ejecutivo formuló una indicación, signada con el Nº 18 del Mensaje Nº 374/334, que agrega un nuevo artículo, 10 en el texto que os proponemos, el cual incorpora una letra g) al artículo 131 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, relativo a la posibilidad de constituir asociaciones entre dos o más municipios para solucionar problemas comunes o aprovechar mejor los recursos disponibles.



	En conformidad con el literal que se incorpora, las asociaciones de municipalidades podrán también tener por objeto la construcción, adecuación o habilitación de un inmueble en una comuna asociada, para el funcionamiento de nuevos establecimientos educacionales o de anexos de establecimientos ya existentes en determinada comuna, que sea necesario establecer como resultado de la aplicación de las normas de la ley que crea el nuevo régimen de jornada escolar completa diurna.



	Añade la norma que en este caso el convenio deberá señalar el sostenedor del nuevo establecimiento o del anexo creado por aplicación de esta ley, respecto de uno o más establecimientos que no pueda ampliar, remodelar, reequipar o construir dentro de sus límites, siempre que la matrícula no exceda de aquella que al 30 de junio de 1996 no se podía atender, sin perjuicio de los derechos y obligaciones que para cada municipalidad establezca el convenio.



	Concluye precisando que la celebración de estos convenios deberá realizarse entre comunas pertenecientes a una misma región, de preferencia con aquellas de la cual provengan la mayoría de los alumnos que no puedan ser atendidos en el nuevo régimen de jornada escolar completa diurna y, excepcionalmente, entre comunas colindantes de regiones diferentes.



	La Comisión coincidió plenamente con el propósito de la norma que se viene proponiendo, e hizo presente que se trata de una disposición que deberá ser aprobada con el quórum requerido para las leyes orgánico constitucionales.



	Esta indicación, y en consecuencia el artículo que se agrega, fueron aprobados por mayoría con el voto de los HH. Senadores señores Cantuarias, Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer, y la abstención del H. Senador señor Díez.





Artículo 10

(Pasa a ser 11)



	Introduce las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.410:



Letra A



	Modifica el artículo 22, que señala los recursos que los directores de establecimientos podrán administrar previa delegación de facultades del alcalde en tal sentido, del siguiente modo:



Numerales 1 y 2



	Incorporan enmiendas formales a las letras e) y f).



	- Fueron aprobados sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer.



Numeral 3



	Agrega nuevas letras g) y h).



	La letra g), agrega entre aquellos recursos a los provenientes de la subvenci—n de apoyo al mantenimiento del respectivo establecimiento educacional.



	La letra h) incorpora entre ellos a los dem‡s recursos que se establezcan en el correspondiente decreto de delegaci—n.



	La Comisión modificó este último literal, con el objeto de precisar que el decreto de delegación a que se refiere corresponde al definido en el artículo 24 de la ley Nº 19.410, esto es, aquel en cuya virtud el alcalde delega facultades especiales en los directores de establecimientos educacionales subvencionados del sector municipal, para administrar los recursos de que se trata.



	- Fue aprobado con dicha enmienda por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer.



Letra B



	Sustituye el artículo 1º transitorio por otro, que, en su inciso primero, faculta a las Municipalidades y Corporaciones a que se refiere el artículo 19 de la ley Nº 19.070, para llamar a concurso los cargos de Directores de establecimientos educacionales de su dependencia, que actualmente estén provistos por profesionales de la educación, y de Jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal, cualquiera que sea su denominación, y que a la fecha de publicación de esta ley se hubieren desempeñado en ellos durante 10 años o más; por más de 5 años y menos de 10 años y por 5 o menos años. Estos concursos serán de oposición y antecedentes, tendrán el carácter de públicos y deberán ser convocados en los segundos semestres de los años 1997, 1998 y 1999, respectivamente.



	Su inciso segundo permite, en las situaciones indicadas, a los profesionales que se desempeñan en los cargos llamados a concurso postular a los mismos, agregando que en el caso de no ser designados, cesarán en dichas funciones a contar del 1º de marzo de 1998, 1º de marzo de 1999 y 1º de marzo de 2000, respectivamente.  Sin perjuicio de lo anterior, quienes habiendo postulado, pierdan el concurso, tendrán la opción de ser designados o contratados en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación, para cumplir funciones docentes, sin necesidad de concurso, con el mismo número de horas que servían como director, o podrán acogerse a los beneficios indemnizatorios establecidos en el artículo 52 bis del Estatuto Docente.  Asimismo, tendrán derecho a los mismos beneficios indemnizatorios, los jefes de departamento de Administración de Educación Municipal, cualquiera que sea su denominación, que no vuelvan a ser designados en sus cargos, en caso que postularen a los concursos que se llamaren.



	Su inciso tercero señala que los titulares de los cargos que no postularen a los respectivos concursos, cesarán en sus funciones en las fechas indicadas en el inciso anterior y tendrán las mismas opciones y beneficios establecidos en las normas que menciona.



	Su inciso cuarto excepciona de lo dispuesto en los dos incisos anteriores a aquellos Directores y Jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal que hubieren accedido al cargo por concurso público, con posterioridad al 2 de septiembre de 1995.



	Consultados personeros del Gobierno respecto de esta disposición, señalaron que con ella se pretende dotar a los alcaldes de atribuciones para remover a los directores de establecimientos que representen un obstáculo para el éxito de la reforma educacional en razón de su manifiesta ineficiencia.  Debe tenerse presente, añadieron, que en el nuevo régimen de trabajo escolar a los directores se les asignan funciones de la mayor relevancia, por lo que su actuación puede ser determinante para el logro de los objetivos que se persiguen.  En todo caso, destacaron, aquellos que cesen por aplicación de este artículo en el desempeño de funciones directivas no perderán las funciones de índole docente que les competen, conservando al efecto sus horas pedagógicas.



	La Comisión consideró que las facultades que se vienen proponiendo podrían dar lugar a arbitrariedades, si no se fundan en criterios objetivos y de carácter estrictamente educacional.  En este sentido, fue partidaria de consagrar mecanismos de resguardo que garanticen la estabilidad laboral de directores que han demostrado un buen desempeño en el cargo, y normas reglamentarias que resuelvan el modo en que se llevará a efecto administrativamente el proceso de remoción de directores al interior del sector municipal y el llamado a concurso.



	Por otra parte, estimó necesario explicitar en la disposición que para proveer el cargo directivo vacante de que se trate, debe cumplirse con el trámite en virtud del cual se pone fin a la relación contractual que vincula a la municipalidad o corporación, según sea el caso, con el profesional de que se trate, mediante el respectivo acto administrativo o jurídico al efecto.



	El H. Senador señor Ruiz-Esquide propuso la búsqueda de criterios de evaluación de desempeño directivo para salvar las objeciones formuladas, así, por ejemplo, apreciación de los resultados del establecimiento en pruebas nacionales de medición de la calidad de la educación que imparte, o parámetros económico-financieros para calificar la gestión administrativa del director en la inversión y aplicación de recursos, entre otras alternativas.



	El H. Senador señor Thayer llamó la atención acerca de la circunstancia de que, a su juicio, servir un cargo directivo en el ámbito educacional no constituye propiamente un ascenso en la carrera docente, puesto que se trata de una situación eminentemente transitoria y referida más bien a aspectos administrativos antes que pedagógicos.  En consecuencia, parecería razonable que si se quiere mejorar la calidad de la educación y la vigencia de criterios de eficiencia en su gestión, puedan los alcaldes efectuar actos administrativos tendientes a satisfacer esos fines, si ellos obedecen a normas objetivas de selección de los directores que serán afectados con la medida.



	El H. Senador señor Díez, velando por la capacidad de administración de los alcaldes, propuso que como una manera de informar la decisión alcaldicia se podría convocar a la comunidad escolar del establecimiento para que emita su opinión en relación con el desempeño de su director.  En este sentido, la determinación del alcalde gozaría de mayor legitimidad social.



	En seguida, se manifestó partidario de que esa consulta a la comunidad esté representada en el envío de los antecedentes por parte del alcalde al Concejo Municipal respectivo, el que con su opinión no vinculante contribuirá a orientar la decisión que finalmente aquél adopte, todo ello en los términos del artículo 108 de la Constitución Política.



	El H. Senador señor Cantuarias, junto con anunciar su rechazo a la disposición, sostuvo que ella respondería a un anhelo del Ejecutivo por renovar la totalidad de las direcciones de los establecimientos educacionales, pero que aparece en el contexto del proyecto de ley en informe como una materia extraña a sus ideas matrices o fundamentales.  Agregó que la sola circunstancia de que se renueven todos los cargos directivos no garantiza la excelencia del desempeño de quienes lleguen a servirlos luego del concurso, por lo que en forma previa a la convocatoria al mismo debería procederse a una evaluación del desempeño que han tenido a la fecha quienes se encuentran actualmente ejerciendo estos cargos sobre la base de criterios o parámetros objetivos.  Así, precaviéndose posibles actuaciones arbitrarias de la autoridad, sólo se removería de sus cargos a aquellos directores que demuestren un desempeño deficiente.



	El Ejecutivo presentó dos indicaciones para este artículo, que recogen algunas de las observaciones y planteamientos de los señores Senadores.



	La primera, signada con el Nº 10 del Mensaje �Nº 372/334, otorga a los municipios y corporaciones la facultad para llamar a concurso los cargos de que se trata.  Esta indicación fue aprobada con enmiendas de referencia legislativa y correcciones destinadas a precisar su sentido por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz y Thayer, y el voto en contra del H. Senador señor Cantuarias.



	La segunda, correspondiente al Nº 11 del Mensaje Nº 372/334, sustituye los incisos segundo y tercero del artículo propuesto, confiriéndoles una nueva redacción y agregando la idea según la cual quienes hayan perdido el concurso o no hayan postulado al mismo se les pondrá término a su relación laboral por decreto alcaldicio o por acto jurídico de la corporación municipal respectiva.  Sometida a votación, la indicación fue aprobada con enmiendas de redacción por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz y Thayer.



	A continuación, el H. Senador señor Díez presentó una indicación para suprimir el caso en que el primer llamado a concurso tenga lugar el segundo semestre de 1997.  En concordancia con esta indicación, el señor Senador propuso, asimismo, eliminar el caso en que la primera cesación en funciones de los directores que están sirviendo el cargo debera producirse el 1º de marzo de 1998. Sometidas a votación estas indicaciones fueron aprobadas por mayoría de miembros presentes, con el voto de los HH. Senadores señores Díez y Thayer y el voto en contra del H. Senador señor Muñoz.



	- Con dicha enmiendas, este literal fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz y Thayer.



	Cabe consignar que el H. Senador señor Muñoz concurrió a la aprobación del literal sin perjuicio de la decisión que en definitiva adopte en los trámites posteriores del proyecto, en conformidad con el criterio que sustentara en orden a que la concursabilidad debería regir, sin excepciones, respecto de todos los cargos directivos que por razones anteriores a la dictación de la ley Nº 19.410 se encuentran actualmente en ejercicio.



Artículo 11

(Pasa a ser 12)



	Exige a los directores entregar anualmente a los centros de padres y apoderados, un informe de la gestión educativa del establecimiento, correspondiente al año escolar anterior, en el primer semestre del nuevo año escolar. A quienes no cumplan con esta obligación, se les aplicará la sanción contemplada en la letra a) del artículo 36 del decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993.



	Con motivo del análisis de esta norma, y atendido que la sanción prevista, según lo dispone el inciso final del artículo 36 del decreto con fuerza de ley en comentario, recae únicamente sobre el sostenedor e involucra afectar su derecho a percibir determinada cantidad de recursos fiscales por concepto de subvención, los HH. Senadores señores Díez y Thayer formularon aprensiones a su respecto, sobre la base de las siguientes consideraciones: 



	- Primeramente, porque la sanción que se propone debería afectar al directamente responsable del cumplimiento de la obligación que se viene consagrando, a saber, el director del establecimiento encargado de velar por la marcha educativa del plantel y en la medida en que la inobservancia de esta obligación implica una infracción grave de sus deberes contractuales.



	- Luego, porque la sanción de que se trata, de carácter administrativo y que se traduce en una multa, no contempla ningún criterio de proporcionalidad y gradualidad relativos a la naturaleza de la infracción que se pretende castigar.



	- Finalmente, porque la redacción actual del precepto no distingue en cuanto a la calidad jurídica del sostenedor, por lo que podría aplicarse al sector particular subvencionado, cuestión que debe rechazarse dado que el Ministerio de Educación no puede efectuar sumarios administrativos en este caso.



	El Ejecutivo formuló una indicación, individualizada con el Nº 12 del Mensaje Nº 372/334, que sustituye la referencia al artículo de que se trata y la alusión a la Ley de Subvenciones, por otras que corresponden a las del nuevo texto refundido de dicha ley, la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz y Thayer.



	- Fue aprobado con dichas enmiendas con el quórum señalado.



Artículo 12

(Pasa a ser 13)



	Modifica el inciso tercero del artículo 33 de la ley �Nº 19.070, con el propósito de permitir que puedan accedar al cargo de jefe de departamento de administración de educación municipal (DAEM), no sólo quienes cuenten con un grado académico en el área de la educación, sino también quienes hayan desempeñado al menos ochocientas horas de administración educacional.



	Consultados representantes del Ejecutivo en relación con esta norma, señalaron que con ella se busca valorar la experiencia en el ámbito de la administración educacional del mismo modo como hoy, en los concursos para proveer el cargo de jefe de DAEM, se deben considerar como candidatos idóneos quienes no siendo profesionales de la educación poseen grados académicos en esta área del conocimiento.  Lo anterior permite que, por ejemplo, un abogado o un ingeniero con postítulo en alguna materia concernida con educación puedan optar a ocupar este cargo.  Con la norma, entonces, se abre la posibilidad para que sean también candidatos quienes han desarrollado en los hechos actividades de administración educacional, aun cuando no cuenten con los mencionados postgrados.



	En opinión de los HH. Senadores señores Muñoz y �Ruiz-Esquide este artículo sería inconveniente, en cuanto podría generar conflictos innecesarios con el magisterio nacional si éste estimara que las labores directivas de esta naturaleza deben quedar entregadas a quienes conocen el sistema educacional por vocación y especialización universitaria, esto es, los profesores de Estado, sin perjuicio de que se trataría de un tema que compete al gremio docente.



	Por su parte, los HH. Senadores señores Díez y Thayer sostuvieron que cargos como el de jefe de DAEM no constituyen función docente o pedagógica propiamente tal.  A quien ocupe dicho cargo le corresponderán labores netamente administrativas, que si bien están referidas en términos generales a la educación no por ello imponen la necesidad lógica de que sólo puedan ser servidas por miembros del magisterio.



	El H. Senador señor Muñoz formuló una indicación para suprimir este artículo, la que fue rechazada por mayoría con el voto de los HH. Senadores señores Díez y Thayer, y el voto favorable a la misma de su autor.



	En seguida, la Comisión, atendiendo a la circunstancia de que si las horas semanales de trabajo son cuarenta y cuatro y las ochocientas horas de administración educacional equivalen a aproximadamente cinco meses de ejercicio de este tipo de actividades, consideró conveniente ampliar a dos años de labores de administración educacional el plazo que habilita a la persona para ser candidato idóneo en el respectivo concurso.



	Cabe consignar que el Ejecutivo formuló una indicación, individualizada con el Nº 13 del Mensaje Nº 372/334, para reemplazar la referencia al artículo 33 por otra al artículo 34, en concordancia con el nuevo texto refundido de la Ley de Subvenciones, que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz y Thayer.



	- Con dichas modificaciones, este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz y Thayer.



Artículo 13



	Agrega un inciso segundo al artículo 13 transitorio de la ley Nº 19.410, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero, al tenor del cual a contar del 1º de enero de 1997, los establecimientos educacionales diurnos de educación general básica, regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, que atiendan a alumnos de mayor vulnerabilidad, que entre los años 1997 y 2001 extiendan su jornada diaria de atención, en uno o más cursos de 1º y 2º año, en una o dos horas de clases, podrán optar a una subvención que tendrá un valor unitario mensual por hora, por alumno, de 0,167 unidades de subvención educacional (U.S.E.).



	Personeros de Gobierno explicaron que la expresión “mayor vulnerabilidad” alude a una calificación que en tal sentido hace la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas en relación con cada establecimiento educacional, sobre la base de parámetros objetivos de carácter socioeconómico y que considera, entre uno de los antecedentes a valorar, la opinión del docente.



	En todo caso, tal como se dijera a propósito de la descripción del numeral 2 del artículo 3º -2º en el texto que os proponemos-, el Ejecutivo presentó una indicación supresiva de esta disposición, que incorpora su contenido prescriptivo como un nuevo inciso en el artículo 9º del decreto con fuerza de ley Nº 2, de Educación, de 1996.  Esta indicación, que corresponde al Nº 14 del Mensaje Nº 372/334, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz y Thayer.



	- En armonía con lo anterior, quedó rechazado este artículo por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz y Thayer.



Artículo 14



	Señala, en su inciso primero, que los propietarios de establecimientos educacionales subvencionados cuyas construcciones o ampliaciones hayan sido construidas con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción final, podrán dentro del plazo de un año, a contar de la publicación de esta ley, regularizar su situación, presentando ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los documentos que indica.



	En su inciso segundo establece que sólo podrán acogerse a esta ley las edificaciones o las ampliaciones, o ambas según el caso,  construidas con anterioridad al 11 de diciembre de 1996, siempre que no existan reclamaciones pendientes de los vecinos por incumplimiento de normas, y en la medida en que se respeten las líneas oficiales de edificación establecidas por los planos reguladores respectivos.



	En su inciso tercero precisa que las regularizaciones acogidas a esta ley estarán exentas del pago de derechos de edificación.



	En su inciso cuarto indica que la Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse dentro de los 90 días siguientes a la presentación de la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiere emitido un pronunciamiento, se tendrá por aprobada la solicitud.



	En su inciso quinto precisa que si el permiso o la recepción, o ambos según el caso, fueren denegados, se podrá reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, en un plazo de 15 días contado desde la notificación del rechazo, quien deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, ordenará que se otorgue en tal caso el permiso  o la recepción, o ambos, según de que se trate.



	Los representantes del Ejecutivo fundamentaron la norma en la necesidad de regularizar la situación de diversos establecimientos educacionales cuyas obras de infraestructura -por distintas causas- no han sido aprobadas mediante los correspondientes certificados de recepción municipal. La extensión de la jornada escolar implicará requerimientos de nuevas construcciones e instalaciones en los locales en que funcionan establecimientos educacionales, los cuales no podrán cumplirse si no se soluciona el problema descrito.



	La Comisión, coincidiendo con el propósito de la norma, fue partidaria de introducir dos modificaciones, incorporadas a sugerencia del H. Senador señor Thayer.  La primera, fija un plazo de treinta días a contar de la fecha de publicación de este proyecto de ley dentro del cual se podrán interponer reclamaciones por los vecinos por incumplimiento de normas de construcción; la segunda, amplía el universo de beneficiarios de la norma, al autorizar acogerse a ella a las edificaciones y ampliaciones construidas hasta antes de esa misma fecha.



	- Con dichas enmiendas, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer.



Artículo 15



	Faculta al Presidente de la Repœblica para que fije los textos refundidos, coordinados y sistematizados de la ley Nº 19.070 y del decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educaci—n, de 1993, y de las normas que los hayan modificado y complementado.



	El Ejecutivo presentó indicación, con el Nº 15 del Mensaje Nº 372/334, para actualizar la referencia legislativa al último texto refundido de la Ley de Subvenciones, la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer.



	- Con esta enmienda, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer.









Artículos transitorios



Artículo 1º



	Prescribe que los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educaci—n, de 1993, y por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, podr‡n incorporarse al rŽgimen de jornada escolar completa diurna, a partir del inicio de cada uno de los a–os escolares comprendidos entre el de 1997 y hasta el de 2001, inclusive.



	La Comisión, luego de escuchar los explicaciones del Ejecutivo que justifican esta norma, solicitó dejar constancia de su parecer en orden a que ella debe entenderse armónicamente con los acuerdos adoptados con motivo del estudio de los artículos 2º y 4º del proyecto, 1º y 3º del texto que os proponemos.  En este sentido, la facultad que se viene confiriendo en virtud de este artículo es concordante con la opción que le asiste a un establecimiento que ha demostrado altos niveles de calidad por a lo menos dos veces consecutivas, en los términos acordados entre la Comisión y el Ejecutivo, para excepcionarse de la obligación de someterse al régimen de jornada completa.



	Cabe consignar que la Comisión, además, introdujo en la norma enmiendas de referencia legislativa y ajustó el año inicial para el cómputo del plazo que menciona a la fecha en que probablemente estará rigiendo el proyecto, esto es, 1998.



	- Con dichas enmiendas fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz y Thayer.



Artículo 2º



	Dispone que para incorporarse al rŽgimen de jornada escolar completa diurna, en el per’odo a que se refiere el art’culo anterior, los establecimientos educacionales deber‡n contar con:



	1. Un proyecto de jornada escolar completa diurna, aprobado por el Ministerio de Educaci—n, que deberá contener las especificaciones que se indican, consultarse al consejo de profesores y a los padres y apoderados de los alumnos del establecimiento e informarse a los centros de alumnos, en el caso de la enseñanza media, en forma previa a su presentaci—n por el sostenedor al Ministerio de Educaci—n.



	2.  La infraestructura y el equipamiento necesarios para la atenci—n de alumnos, personal docente y paradocente, y para padres y apoderados.



	3. El personal docente id—neo y el personal administrativo y auxiliar necesario, en conformidad con lo establecido en el art’culo 21, letra c), de la ley 18.962, Org‡nica Constitucional de Ense–anza.



	Al pronunciarse respecto de esta disposición la Comisión tuvo presente que sus prescripciones recogen las principales ideas consagradas en el artículo 3º de la ley Nº 19.494, que establece normas para la aplicación del régimen de jornada escolar completa diurna en 1997 en el sistema educacional subvencionado.



	- Fue aprobado sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz y Thayer.



Artículo 3º



	Prescribe, en su inciso primero, que los proyectos deber‡n presentarse ante el respectivo Departamento Provincial de Educaci—n, donde se certificar‡ la fecha de recepci—n.



	Su inciso segundo dispone que si dicha presentaci—n no se resolviera dentro de los noventa días posteriores a su entrega, el proyecto se tendr‡ por aprobado, y, si hubiere sido rechazada, el sostenedor podr‡ apelar en los 5 d’as h‡biles siguientes a la notificaci—n del rechazo, ante el Secretario Regional Ministerial de Educación que corresponda, quien resolver‡ en œltima instancia, en un plazo m‡ximo de 10 d’as h‡biles, desde la interposici—n del recurso.



	Su inciso tercero establece que si el rechazo a que se refiere el inciso precedente, se hubiere basado en el incumplimiento de alguna de las exigencias comprendidas en el número 1 del artículo anterior, deberá ser fundado.



	- Fue aprobado sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Díez, Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer.









Artículo 4º



	Establece que la aplicaci—n del rŽgimen de jornada escolar completa diurna no podr‡ generar, por s’ misma, exclusiones de los alumnos matriculados en el establecimiento al 30 de junio del a–o anterior, ni supresi—n de niveles o modalidades de ense–anza por las que el sostenedor respectivo percibi— subvenci—n educacional a igual fecha.



	Consultado el Ejecutivo, sus representantes señalaron que con esta norma se intenta precaver que un sostenedor, para percibir mayores recursos por vía de subvención, suprima determinados niveles o modalidades de enseñanza que tienen asignado un valor por concepto de unidad de subvención educacional de un monto inferior al que resulta de otros niveles o modalidades de enseñanza, una vez que el establecimiento se acoge al régimen de extensión de jornada escolar.



	El H. Senador señor Díez se mostró contrario a la idea de consagrar disposiciones que puedan entrabar la libertad del sostenedor para decidir los actos de aministración superior del establecimiento, y que adopta considerando la conveniencia o inconveniencia de escoger para la prestación del servicio educacional determinados esquemas de funcionamiento escolar en el contexto de la comuna de que se trate.



	La posición mayoritaria al interior de la Comisión fue partidaria de aceptar el artículo, eliminando la referencia a la supresión de “modalidades de enseñanza” que contiene, en el entendido de que una alteración de esta naturaleza en el funcionamiento escolar reviste una mayor complejidad y sus efectos resultan más difíciles de apreciar.



	- Fue aprobado con dicha enmienda por la mayoría de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer, y el voto en contra del H. Senador señor Díez.



Artículo 5º



	Permite, en su inciso primero, incorporarse al rŽgimen de jornada escolar completa diurna al inicio del a–o escolar 1997, a los establecimientos educacionales que, cumpliendo con las normas establecidas en los nœmeros 1 y 3 del art’culo 2º transitorio de esta ley, cuenten, adem‡s, con una planta f’sica suficiente que les permita atender a un nœmero de alumnos equivalente a la matr’cula de ese establecimiento al 30 de junio de 1996.



	Su inciso segundo señala que el respectivo proyecto de jornada escolar completa diurna deber‡ presentarse ante el Departamento Provincial de Educaci—n, antes del 1º de diciembre de 1996. Este proyecto  deber‡ ser aprobado o rechazado de acuerdo a lo establecido en el art’culo 3º transitorio, antes del 31 de diciembre del mismo a–o.



	El Ejecutivo formuló indicación para suprimir este artículo, signada con el Nº 19 del Mensaje Nº 374/334, la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión.



	- Con idéntico quórum y como consecuencia de lo anterior, quedó rechazado este artículo.



Artículo 6º

(Pasa a ser 5º)



	Dispone que los establecimientos educacionales sólo podrán presentar un proyecto de jornada escolar completa diurna que contemple un número de alumnos a atender bajo dicho régimen, inferior a la matrícula vigente al 30 de junio del año anterior al de su postulación, si tal disminución obedece a causas voluntarias de retiro de alumnos, que pueda significar supresión o fusión de cursos. Si la reducción de éstos es consecuencia exclusiva de la puesta en marcha del proyecto de jornada escolar completa diurna, el sostenedor señalará la forma en que los alumnos afectados continuarán sus estudios en ese u otro establecimiento.



	Con motivo del análisis de esta norma el H. Senador señor Ruiz-Esquide formuló indicación para suprimir su oración final, atendida la circunstancia de que, a su juicio, resultaría contradictoria con lo prescrito en el artículo 4º transitorio del proyecto y, además, frustraría cualquier solución legislativa tendiente a garantizar la continuidad de estudios de los alumnos que por causa que no les es imputable han debido asumir una modalidad de trabajo escolar diversa.



	Sometida a votación, esta indicación fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Díez y Thayer, y el voto favorable a la misma de los HH. Senadores señores Muñoz y Ruiz-Esquide.



	En seguida, se sometió a votación una indicación del H. Senador señor Thayer que persigue salvar la objeción planteada a la oración en comentario mediante la exigencia al sostenedor, cuando la puesta en práctica de la extensión de jornada implique reducción de matrículas, de proponer una solución satisfactoria para asegurar a los alumnos afectados la continuidad de estudios.



	En primera votación la indicación obtuvo los votos favorables de los HH. Senadores señores Cantuarias y Thayer, y las abstenciones de los HH. Senadores señores Díez, Muñoz y Ruiz-Esquide.



	Puesta nuevamente en votación, la indicación se aprobó con el voto de los HH. Senadores señores Cantuarias, Díez, Muñoz y Thayer, y el voto en contra del H. Senador señor Ruiz-Esquide.



	- Con dicha enmienda, el artículo fue aprobado con el voto de los HH. Senadores señores Cantuarias, Díez, Muñoz y Thayer, y el voto en contra del H. Senador señor Ruiz-Esquide.



Artículo 7º



	Prescribe que los nuevos establecimientos educacionales  cuya operaci—n para funcionar en el rŽgimen de doble jornada, haya sido autorizada por el Ministerio de Educaci—n antes del 31 de diciembre de 1996, podr‡n acceder al aporte suplementario por costo de capital adicional, bajo las mismas condiciones y requisitos establecidos en los art’culos 5º a 8º de esta ley. Si alguno de estos establecimientos solicitara el referido aporte suplementario durante el a–o 1997, la matr’cula a considerar ser‡ la del primer mes del a–o escolar de 1997.



	El Ejecutivo formuló indicación para suprimir este artículo, signada con el Nº 19 del Mensaje Nº 374/334, la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión.



	- Con idéntico quórum y como consecuencia de lo anterior, quedó rechazado este artículo.



Artículo 8º

(Pasa a ser 6º)



	Faculta a aquellos establecimientos educacionales subvencionados que no soliciten el aporte suplementario por costo de capital adicional, para incorporarse al régimen de jornada escolar completa diurna hasta el año 2003.



	Cabe dejar constancia que esta norma debe interpretarse en concordancia con los acuerdos adoptados con motivo del estudio del artículo 2º del proyecto, 1º del texto que os proponemos, que contempla determinadas excepciones en materia de obligatoriedad de la jornada completa.



	- Fue aprobado sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer.



Artículo 9º

(Pasa a ser 7º)



	Señala, en su inciso primero, que el mayor gasto que represente la aplicación de la presente ley para el año 1997, se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación, en las Partidas 09-01-02 y 09-20-01, según corresponda.



	En su inciso segundo establece que mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda y suscritos, además, por el Ministro de Educación, se efectuarán las modificaciones presupuestarias correspondientes y se dictarán las normas para su aplicación.



	- Fue aprobado sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cantuarias, Muñoz, Ruiz-Esquide y Thayer.



- - - - - -



	En virtud de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os recomienda aprobar el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados con las siguientes enmiendas:



Artículo 1°



	Suprimirlo.





Artículo 2°

(Pasa a ser 1º)



	En su inciso primero, sustituir la alusión al “decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993” por “decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996”.



	Agregar el siguiente inciso tercero:

	“Asimismo, podrán exceptuarse de la obligación señalada en el inciso primero los establecimientos de educación básica y media que así lo soliciten, y siempre que hubieren demostrado altos niveles de calidad, durante a lo menos dos mediciones consecutivas, de acuerdo a los resultados obtenidos en las pruebas nacionales de medición de la calidad de la educación efectuadas entre 1995 y 2001.”.





Artículo 3°

(Pasa a ser 2º)



	En su encabezamiento, sustituir la alusión al “decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993” por “decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996”.



Número 1



Letra A)



	Sustituir el punto final (.) del párrafo primero de la letra d), que este literal intercala al artículo 6° del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996, por un punto y coma (;).



	Eliminar el párrafo segundo de la misma letra d), que expresa:  “En todo caso, dichas causales no podrán contemplar la cancelación de la matrícula o la expulsión de alumnos durante la vigencia del respectivo año escolar, por causales derivadas exclusivamente de su situación �socio-económica o de su rendimiento académico.”.



Letra B)



	En el inciso segundo que este literal agrega al artículo 6º del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996:



	En su letra a) sustituir el punto final (.), que sigue a la palabra “minutos”, por un punto y coma (;); en su letra b), reemplazar su punto final (.) por una coma (,), seguida de la conjunción “y”.



Número 2



	Reemplazar su encabezamiento por el siguiente:



	“Intercálanse en el artículo 9º, los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, pasando a ser sexto, séptimo y octavo los actuales segundo, tercero y cuarto:”.



	En el segundo de los incisos que este numeral intercala en el artículo 9º del D.F.L. N° 2, de Educación, de 1996, sustituir la palabra “quinto” por “sexto”. 



	Ubicar, a continuación del tercero de los incisos que este numeral intercala al artículo 9º del D.F.L. N° 2, de Educación, de 1996, el siguiente nuevo inciso:



	“Los establecimientos educacionales subvencionados diurnos de educación general básica que atiendan a alumnos de 1º y 2º años de mayor vulnerabilidad, y que extiendan su jornada diaria de atención para adecuarse a lo establecido en el artículo 6º, tendrán derecho a percibir por ellos la subvención establecida en el inciso segundo de este artículo, para la educación general básica de 3º a 8º años.”.



Número 3



	Reemplazar su encabezamiento por el siguiente:



	“Intercálase en el artículo 12, el siguiente inciso quinto, pasando sus incisos quinto a séptimo a ser sexto a octavo, respectivamente:”



	En el inciso quinto que este numeral intercala en el artículo 12 del D.F.L. N° 2, de Educación, de 1996, ubicar, entre las palabras “total” y “mensual”, el vocablo “mínima”.



Número 4



	En el inciso segundo del artículo 14 bis, que este numeral agrega al D.F.L. N° 2, de Educación, de 1996, reemplazar la referencia al “artículo 34” por “artículo 36”.



Número 5



	En el primero de los incisos que este numeral agrega al artículo 24 del D.F.L. N° 2, de Educación, de 1996:



	Iniciar con mayúsculas la palabra “título”, intercalar la frase “total o parcialmente” entre la palabra “eximir” y la contracción “del”; reemplazar las expresiones “sistema de becas” y “solicitud” por las palabras “reglamento” y “formalización”, respectivamente, y sustituir los términos “artículo siguiente” por “artículo 26”.



Número 6



	En el primero de los incisos que este numeral agrega al artículo 26 del D.F.L. N° 2, de Educación, de 1996:



	Reemplazar la frase “presentación de la solicitud a” por la siguiente: “formalización ante”; la palabra “becas” por “exenciones”, las dos veces que aparece en su texto, y la expresión numérica “cinco” por “tres”.



	En el segundo de los incisos que este numeral agrega al artículo 26 del D.F.L. N° 2, de Educación, de 1996:



	Iniciar con mayúsculas la palabra “título”.



	En el tercero de los incisos que este numeral agrega al artículo 26 del D.F.L. N° 5, de Educación, de 1993:



	Sustituir la frase “la forma en que se utilizaron en la anualidad anterior” por la que a continuación se indica: “el avance del proyecto educativo y el razonable aprovechamiento de”; reemplazar por un punto seguido (.) la coma (,) ubicada a continuación de la expresión “calidad de la educación”, y reemplazar la frase “pudiendo los padres y apoderados” que sigue a esta última por la siguiente: “Los padres y apoderados podrán”.



	En el cuarto de los incisos que este numeral agrega al artículo 26 del D.F.L. N° 5, de Educación, de 1993:



	Reemplazar su frase inicial que dice “El establecimiento, deberá señalar en todas sus actuaciones y propagandas” por la siguiente: “El establecimiento deberá señalar, en todo su material informativo y actividades de difusión”.



Artículo 4°

(Pasa a ser 3º)



	En su inciso segundo, sustituir la alusión al “decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993” por “decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996”.







Artículo 5°

(Pasa a ser 4º)



	Reemplazarlo por el siguiente:



	“Art’culo 4º.- Los sostenedores de establecimientos educacionales a que se refiere el art’culo 1º, cuya planta f’sica resulte insuficiente para incorporarse con la totalidad de sus alumnos al rŽgimen de jornada escolar completa diurna entre el inicio del a–o escolar de 1998 y el inicio del a–o escolar de 2002, podr‡n percibir, a partir del 1º del mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, un aporte suplementario por costo de capital adicional. Dicho aporte consistir‡ en un monto de recursos que se entregará en una o más cuotas, dependiendo del monto del mismo, durante un período de hasta quince años. El aporte deberá ser destinado a la construcción de nuevos establecimientos, a la adquisición o arriendo de inmuebles construidos, a la habilitación, adecuación o ampliación de locales existentes, o a la adquisición de equipamiento y mobiliario.  El aporte no podrá ser utilizado para la adquisición o arriendo de terrenos.



	Los sostenedores de establecimientos educacionales que sean beneficiarios de este aporte deberán garantizar su funcionamiento como tales hasta por un plazo de cincuenta años, en conformidad con el artículo 8º.



	Tratándose de sostenedores que no sean propietarios del inmueble en que funciona el establecimiento educacional, para acceder a la entrega del aporte deberán acompañar el instrumento público correspondiente, debidamente inscrito en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, que lo habilita para destinarlo a dicho uso por un período mínimo de cinco años.



	El aporte se determinar‡ segœn el costo del proyecto presentado por el sostenedor y el monto del financiamiento solicitado por Žste, el cual no podrá exceder de los valores máximos que por concepto de aporte fije el reglamento.



	Dichos valores máximos serán fijados en el reglamento de acuerdo con el número de alumnos que no puedan ser atendidos en los establecimientos en situación deficitaria, el tipo de obra requerida, la modalidad de adquisición o arriendo de inmuebles construidos, la ubicación geográfica del establecimiento y la modalidad de entrega del aporte, el cual será fijado en unidades tributarias mensuales, a la fecha que establezcan las bases de cada concurso.



	El aporte establecido en el presente artículo no estará afecto a ningún tributo de la Ley sobre Impuesto a la Renta.



	Para efectos de la determinaci—n de este aporte, se entenderá que un establecimiento educacional se encuentra en situación deficitaria, cuando la totalidad de sus alumnos matriculados entre tercer a–o de educaci—n general b‡sica y cuarto a–o de educaci—n media, al mes de junio del a–o escolar anterior al de la presentaci—n de la solicitud respectiva, no pueda ser atendido bajo el rŽgimen de jornada escolar completa diurna en razón de la disponibilidad de aulas, servicios b‡sicos o mobiliario.



	Se considerarán, asimismo, como establecimientos en situación deficitaria aquellos a que se refiere el inciso quinto del artículo 9º del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996, cuando, por las mismas razones señaladas en el inciso anterior, no puedan atender a sus alumnos matriculados en 1º y 2º años básicos bajo el régimen de jornada escolar completa diurna.



	La Ley de Presupuestos de cada año, en el Presupuesto del Ministerio de Educación, contemplará los recursos que se destinen al aporte por costo de capital adicional, a que se refiere este artículo.”.



Artículo 6°

(Pasa a ser 5º)



	Consignarlo con el siguiente texto:



	“Artículo 5º.- Podrán acceder al aporte a que se refiere el artículo anterior, los sostenedores de los establecimientos educacionales de atención diurna que, al 30 de junio de 1996, se encontraren operando bajo el régimen de doble jornada y que:



	a) Hayan sido declarados adjudicatarios del aporte de acuerdo con el sistema de concurso que se indica en el artículo 7º, y



	b) Hayan firmado un convenio con el Ministerio de Educación en los términos que se establecen en el artículo 8º, dentro del plazo que fije el reglamento.



	El aporte suplementario por costo de capital adicional, en caso de concederse, será entregado de acuerdo con las modalidades, condiciones y plazos que se fijen en el convenio que conforme al artículo 8º se firme entre el Ministerio de Educación y el sostenedor.  Podrá solicitarse que el aporte se entregue en forma anticipada, no pudiendo este anticipo ser superior al 25% del aporte aprobado.  El convenio a que se refiere el artículo 8º establecerá los mecanismos de seguimiento de los recursos entregados y las garantías que correspondan. La entrega del aporte para el sector municipal se efectuará, en todo caso, sobre la base del cumplimiento efectivo del programa contemplado en los contratos respectivos, pudiendo suspenderse en cualquier momento ante su incumplimiento o modificación injustificada.  Asimismo, el aporte a los sostenedores de establecimientos particulares subvencionados podrá ser entregado en su totalidad a la fecha de la recepción municipal satisfactoria de las obras.



	El Ministerio de Educación, de acuerdo con la Ley de Presupuestos respectiva, podrá entregar, en conformidad a lo estipulado en el convenio a que se refiere el artículo 8º, y sólo en el caso de obras terminadas y con recepción municipal, la parte no anticipada de los aportes, mediante certificados que podrán ser cedidos o constituidos en garantía a terceros, mediante el endoso correspondiente, según lo que se establezca en el reglamento.



	En el caso de los establecimientos regidos por el Título II del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996, que funcionen en el régimen de jornada escolar completa diurna, se aplicará un descuento sobre este aporte, el cual será equivalente al porcentaje que hubiere representado el descuento señalado en el artículo 25, en relación a la subvención del inciso segundo del artículo 9º, al practicarse el ajuste dispuesto en el artículo 33, correspondiente al último año, todos del mismo cuerpo legal.



	En el caso de arrendamiento de inmuebles construidos, el aporte se otorgará por un máximo de quince años y se calculará en relación con el número de alumnos que, en conformidad con lo dispuesto en los incisos séptimo y octavo del artículo anterior, no puedan ser atendidos bajo el régimen de jornada escolar completa diurna.  La entrega del aporte se efectuará en cuotas trimestrales, debiendo el sostenedor acreditar durante los años quinto y décimo la prórroga del contrato de arriendo vigente por un nuevo plazo de cinco años, o bien, un nuevo contrato por cinco años que asegure la continuidad del funcionamiento del inmueble arrendado como establecimiento educacional hasta completar el plazo de quince años por el cual se le entregará el aporte.



	Podrán, de la misma forma, postular al aporte suplementario los sostenedores que, entre el inicio del año escolar de 1998 y el inicio del año escolar de 2001, instalen nuevos establecimientos bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, en comunas o localidades en que la capacidad de los establecimientos educacionales existentes sea insuficiente para atender a la población en edad escolar correspondiente. En tal caso, el aporte suplementario por alumno será equivalente al 50% del monto por alumno a que se refiere el artículo 4º, el que se aplicará sobre el número de alumnos matriculados durante el primer año de funcionamiento del establecimiento.”.



Artículo 7°

(Pasa a ser 6º)



	Sustituirlo por el que a continuación se indica:



	“Artículo 6º.- Los establecimientos subvencionados afectos al Título I del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996, que habiendo recibido el aporte a que se refiere el artículo 4º pasaren a regirse por las normas del Título II, estarán afectos a un descuento o reembolso equivalente a los porcentajes señalados en el inciso cuarto del artículo 5º.  Para estos efectos, se determinará:



	a) El equivalente anual del aporte convenido, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), considerando un plazo de quince años y una tasa de interés igual al promedio de las tasas del mercado hipotecario del sistema bancario, a ese mismo plazo, que se contará desde la fecha de la total tramitación de la resolución que apruebe el convenio;



	b) El equivalente anual del aporte que le hubiere correspondido, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), si a la fecha de la total tramitación de la resolución que aprueba el convenio hubiese estado regido por el Título II ya citado, aplicando el mismo plazo y tasa de interés consignado en la letra anterior, y 



	c) El monto que será descontado o reembolsado, según corresponda, será la diferencia resultante entre los valores establecidos en las letras a) y b) precedentes.



	A los establecimientos subvencionados afectos al Título II del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996, que varíen los valores que cobran a los padres y apoderados, se les aplicará el mismo porcentaje de descuento o de reembolso a que se refiere el inciso cuarto del artículo 5º.  Para estos efectos, se determinará:



	a) El equivalente anual del aporte convenido, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), considerando un plazo de quince años, que comenzará a contarse desde la fecha de la total tramitación de la resolución aprobatoria del convenio, y una tasa de interés igual al promedio de las tasas del mercado hipotecario del sistema bancario a ese mismo plazo;



	b) El equivalente anual del aporte que le hubiere correspondido, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), si a la fecha de la total tramitación de la resolución que aprueba el convenio, hubiesen estado vigentes los nuevos cobros a padres y apoderados.  Si este cobro superare el monto de las cuatro unidades de subvención educacional (U.S.E.) mensuales por alumno, establecidas en el artículo 24 de ese decreto con fuerza de ley, el equivalente anual será igual a cero, y



	c) El monto que será descontado o reembolsado, según corresponda, será la diferencia resultante entre los valores establecidos en las letras a) y b) precedentes.



	Los descuentos o reembolsos indicados en los incisos anteriores se materializarán de acuerdo con los términos que se establezcan en el convenio que se indica en el artículo 8º, a partir de la fecha en que el establecimiento comenzó a regirse por las normas del Título II, o desde aquella en que el sostenedor modificó el monto de los cobros a los padres y apoderados, no pudiendo, en ningún caso, exceder de quince años el plazo para el pago, contado desde que le fue concedido el aporte.”.



o o o o o o



	Intercalar a continuación el siguiente artículo nuevo:



	“Art’culo 7º.- Habrá un sistema de concurso para diferentes tipos de proyectos de infraestructura, el cual será administrado por el Ministerio de Educación.  El reglamento establecerá el sistema y los mecanismos en virtud de los cuales los sostenedores podrán postular a dicho aporte.



	Para postular se deberá cumplir con los siguientes requisitos:



	a) Poseer la calidad de sostenedor de establecimiento educacional subvencionado;



	b) Tener el carácter de establecimiento educacional deficitario, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 4º, que opten al aporte suplementario por costo de capital adicional, y



	c) Contar con un proyecto que cumpla con las exigencias técnicas establecidas en la normativa vigente, las que serán exigibles al momento de la firma del convenio.



	Para la selección de los establecimientos, se considerarán uno o más de los siguientes aspectos:



	a) Vulnerabilidad socioeconómica o educativa de los alumnos del establecimiento;



	b) Monto del aporte solicitado por alumno que se incorporará al régimen de jornada escolar completa diurna;



	c) Calidad técnica, pedagógica, económica, social y ambiental de los proyectos, y



	d) Porcentaje de financiamiento propio ofrecido por el sostenedor, en relación con el costo total del proyecto, tanto para su ejecución, como para mejoramientos adicionales.



	Para los efectos de este concurso, el valor del inmueble podrá ser considerado como parte del aporte propio ofrecido por el sostenedor, sea que lo tenga a título de propietario, comodatario, arrendatario o a cualquier otro título que lo habilite para su uso.



	Para la selección de los proyectos se considerará el puntaje resultante de la ponderación de uno o más de uno de los criterios señalados, de acuerdo con las fórmulas que se establezcan en cada llamado a concurso.



	Será responsabilidad del Ministerio de Educación, elaborar las bases y efectuar los llamados para cada concurso, evaluar los antecedentes presentados, publicar los resultados preliminares de los proyectos preseleccionados, atender reclamos y requerir antecedentes definitivos.



	Para la construcción de nuevos establecimientos educacionales, las reposiciones y ampliaciones mayores por parte de municipalidades o corporaciones municipales, será necesario contar con la recomendación técnica del Ministerio de Planificación y Cooperación.  En el caso de proyectos similares presentados por sostenedores de establecimientos particulares subvencionados, dicha recomendación técnica será opcional.



	El Ministro de Educación resolverá la adjudicación de los proyectos, emitiendo, mediante resolución, el listado definitivo de los adjudicatarios y los montos fijados para cada uno de ellos.



	El Presidente de la República mediante decreto fundado podrá establecer distintas modalidades de asignación o de aumento del aporte, en caso de necesidad pública o de situaciones de emergencia o fuerza mayor.”.



o o o o o o



Artículo 8°



	Sustituir su texto por el siguiente:



	“Art’culo 8º.- Para acceder al aporte, el sostenedor que haya sido declarado adjudicatario en virtud del concurso que se indica en el artículo anterior, deberá suscribir un convenio con el Ministerio de Educación, que se aprobará por resolución de esta Secretaría de Estado, en el cual se establecerán los derechos y obligaciones de las partes, el que deberá ser reducido a escritura pública por el sostenedor y a su costa.  La no suscripción del convenio o la no reducción de la resolución aprobatoria del mismo a escritura pública, dentro del plazo establecido en las bases, hará caducar de pleno derecho el aporte obtenido, salvo circunstancias que no le sean imputables.



	Al momento de la suscripción del convenio respectivo, el sostenedor deberá acreditar ante el Ministerio:



	a) El compromiso de incorporación al régimen de jornada escolar completa diurna, tan pronto se le haya entregado el aporte en el caso de adquisición o arriendo de inmuebles construidos.  En el caso de ampliación, habilitación o construcción, la incorporación a dicho régimen deberá efectuarse, como máximo, a partir del año escolar siguiente, una vez efectuada la recepción final municipal de las obras, y



	b) El cumplimiento de la normativa legal vigente en materia de inmuebles educacionales, respecto del proyecto arquitectónico, lo que acreditará con la presentación del permiso de edificación municipal.



	En el convenio se deberá estipular la obligación del sostenedor de constituir hipotecas, avales o codeudores a favor del Fisco como requisito previo para acceder a la entrega de aportes, a fin de asegurar que éstos sean destinados al cumplimiento efectivo de los objetivos para los cuales se otorguen.  La caución que deba constituir el sostenedor beneficiario del aporte será determinada por el Ministerio de Educación.



	La hipoteca deberá constituirse sobre el inmueble en el cual funciona el establecimiento educacional.  Además, el convenio exigirá la prohibición de enajenar, gravar y ejecutar actos y celebrar contratos sobre el mismo inmueble.  Tanto la hipoteca como la prohibición deberán inscribirse conjuntamente en el Conservador de Bienes Raíces, por un plazo de cincuenta años, en el caso de las reposiciones y construcciones de locales escolares.  En el caso de ampliaciones y adecuaciones, el plazo será de hasta cincuenta años, dependiendo del monto del aporte.



	En casos calificados, el Ministerio de Educación por resolución fundada podrá autorizar el alzamiento de la prohibición de que trata este artículo, siempre que se mantenga la utilización del inmueble para fines educacionales durante el tiempo señalado.



	Si el inmueble en que funciona el establecimiento educacional no es del dominio del sostenedor y el propietario no consiente en gravarlo con hipoteca ni establecer prohibiciones a su respecto, el sostenedor podrá ofrecer y el Ministerio de Educación podrá aceptar la constitución de hipoteca y prohibición de enajenar y gravar otros bienes raíces de su propiedad o de un tercero, cuyo valor garantice la recuperación por el Fisco del monto total del aporte recibido en virtud de las normas de esta ley.



	En todo caso, el Ministerio de Educación requerirá que los bienes raíces sean gravados con primera hipoteca a favor del Fisco.



	Asimismo, se deberá estipular en este convenio que las obras de infraestructura y equipamiento que se financien con estos recursos se destinarán exclusivamente a la atención de alumnos bajo el régimen de subvenciones de que trata el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996, durante el plazo indicado, contado desde la incorporación del establecimiento al régimen de jornada escolar completa diurna.



	En todo caso, el sostenedor podr‡ realizar el cambio de destino si reintegra los recursos aportados, expresados en unidades tributarias mensuales, más el interés del 1% mensual. Esta tasa de interés se calculará sobre los valores percibidos y hasta el momento de su reintegro.



	Al valor a devolver, se le deducirá 1/50 de los fondos recibidos por cada año de uso del establecimiento para fines educacionales, contados desde la fecha de recepción del aporte.



	El sostenedor que proporcionare antecedentes falsos o adulterados con el propósito de obtener el aporte suplementario por costo de capital adicional a que se refiere esta ley, será sancionado con las penas asignadas al delito señalado en el artículo 470, Nº 8, del Código Penal.



	El sostenedor municipal que administre los fondos obtenidos por medio del aporte suplementario por costo de capital adicional, y que arbitrariamente desviare su uso dándoles una aplicación diferente a aquella a la que están destinados, será sancionado con las penas asignadas al delito de malversación de caudales públicos contempladas en el artículo 236 del Código Penal, aumentadas en un grado. Si en las operaciones en que interviniere dicho sostenedor en razón de la administración de dichos fondos, defraudare al Estado o a la municipalidad originándoles pérdida, será sancionado con las penas asignadas al delito de fraude contempladas en el artículo 239 del Código Penal, aumentadas en un grado.



	Las controversias suscitadas por aplicación de la presente ley en razón de reclamaciones presentadas por postulantes o adjudicatarios del aporte, serán resueltas por el Ministro de Educación, quien actuará en calidad de árbitro, sin ulterior recurso.  Sin perjuicio de lo anterior, las partes podrán convenir mecanismos de conciliación previos al arbitraje.



	El Ministerio de Educación supervisará, mediante inspecciones selectivas, cualquiera etapa del proceso de ejecución de las obras, asistirá a su recepción final cuando corresponda, y recabará los antecedentes e informes para el seguimiento y control de la inversión que estime pertinente.”.



Artículo 9°



	Reemplazar la expresión numérica “1997” por “1998”.





o o o o o o



	Intercalar, a continuación, la siguiente disposición nueva:



	“Artículo 10.- Agrégase la siguiente letra g) al artículo 131 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades:



	“g) La construcción, adecuación o habilitación de un inmueble en una comuna asociada, para el funcionamiento de nuevos establecimientos educacionales o de anexos de establecimientos ya existentes en determinada comuna, que sea necesario establecer como resultado de la aplicación de las normas de la ley que crea el nuevo régimen de jornada escolar completa diurna.



	En este caso, el convenio deberá señalar el sostenedor del nuevo establecimiento o del anexo creado por aplicación de esta ley, respecto de uno o más establecimientos que no pueda ampliar, remodelar, reequipar o construir dentro de sus límites, siempre que la matrícula no exceda de aquella que al 30 de junio de 1996 no se podía atender, sin perjuicio de los derechos y obligaciones que para cada municipalidad establezca el convenio.



	La celebración de estos convenios deberá realizarse entre comunas pertenecientes a una misma región, de preferencia con aquellas de las cuales provengan la mayoría de los alumnos que no puedan ser atendidos en el nuevo régimen de jornada escolar completa diurna y, excepcionalmente, entre comunas colindantes de regiones diferentes.”.



o o o o o o



Artículo 10

(Pasa a ser 11)



Letra A)

Número 3



	En la letra h) que este numeral agrega al artículo 22 de la ley N° 19.410:



	Intercalar, entre la palabra “delegación” y el punto (.) final que la sigue, la frase “a que se refiere el artículo 24”, precedida de una coma (,).



Letra B)



	En el artículo primero transitorio que este literal sustituye en la ley Nº 19.410:



	Reemplazar la frase inicial de su inciso primero que expresa: “Facúltase a las Municipalidades y Corporaciones a que se refiere el artículo 19 de la ley Nº 19.070, para”, por la siguiente: “Los alcaldes y las corporaciones del sector a que se refiere el inciso segundo del artículo 19 de la ley Nº 19.070, oyendo previamente al Concejo Municipal, podrán”.



	Suprimir, en la frase final de su inciso primero, la expresión numérica “1997” y la coma (,) que la sigue.



	Sustituir sus incisos segundo y tercero por los que a continuación se indican:



	“En las situaciones indicadas, los profesionales de la educación que se desempeñan en los cargos llamados a concurso, podrán postular a los mismos, y en el caso de no ser designados, cesarán en dichas funciones a contar del 1º de marzo de 1999, tratándose de aquellos que lo hubieren desempeñado por 10 años o más o por más de 5 y menos de 10, y del 1º de marzo de 2000, si lo hubieren ejercido por 5 o menos años.  Sin perjuicio de lo anterior, a quienes hayan perdido el concurso o no hayan postulado al mismo, se les pondrá término a su relación laboral por decreto alcaldicio o por un acto jurídico de la corporación municipal, según sea el caso.



	Los afectados podrán optar a ser designados o contratados en establecimientos educacionales de la misma municipalidad o corporación para el cumplimiento de funciones docentes, sin necesidad de nuevo concurso, con igual número de horas a las que servían como director, o a percibir los beneficios indemnizatorios establecidos en el artículo 73 de la ley Nº 19.070.  Asimismo, tendrán derecho a los mismos beneficios indemnizatorios, los Jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal, cualquiera que sea su denominación, a quienes se les ponga término a su relación laboral, al no haber postulado o no haber sido designados nuevamente en los concursos a que se refiere el inciso primero.”.









Artículo 11

(Pasa a ser 12)



	Sustituir las referencias al “artículo 36” por “ artículo 38” y al “decreto con fuerza de ley N°5, del Ministerio de Educación, de 1993” por “decreto con fuerza de ley N° 2,del Ministerio de Educación, de 1996”.



Artículo 12

(Pasa a ser 13)



	Sustituir la referencia al “artículo 33” por “artículo 34” y la expresión “800 horas” por “dos años de ejercicio”.



Artículo 13



	Suprimirlo.



Artículo 14



	Reemplazar su inciso segundo, por el siguiente:



	“Sólo podrán acogerse a esta ley las edificaciones o las ampliaciones, o ambas según el caso, construidas con anterioridad a la fecha de vigencia de la presente ley, siempre que durante los treinta días siguientes a esta misma fecha no se formularen reclamaciones de los vecinos por incumplimiento de normas, y en la medida en que se respeten las líneas oficiales de edificación establecidas por los planes reguladores respectivos.”.



	Sustituir en su inciso cuarto el guarismo “90” por la palabra “noventa”.



	Reemplazar en su inciso quinto el guarismo “15” por la palabra “quince” y la expresión “quien deberá” por “la que deberá”.



Artículo 15



	Sustituir la referencia a “decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993” por “decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996”.







Artículo 1º transitorio



	Remplazar las referencias a los artículos “2º” y “4º” por “1º” y “3º”, respectivamente; suprimir la expresión “de esta ley”, que sigue a este último término numérico; y sustituir las alusiones al “decreto con fuerza de ley Nº5, del Ministerio de Educación, de 1993” por “decreto con fuerza de ley Nº2, del Ministerio de Educación, de 1996” y al año “1997” por “1998”.



Artículo 4º transitorio



	Suprimir la expresión “o modalidades”, que sigue a la palabra “niveles”, y el artículo “las”, que antecede al vocablo “que” por “los”.



Artículo 5º transitorio



	Suprimirlo.



Artículo 6º transitorio

(Pasa a ser 5º transitorio)



	En su frase final, eliminar la palabra “exclusiva” que sigue al término “consecuencia”; y sustituir la frase “señalará la forma en” por “deberá proponer una solución satisfactoria para” y el vocablo “continuarán” por “continúen”.



Artículo 7º transitorio



	Eliminarlo.



Artículo 8º transitorio

(Pasa a ser 6º transitorio)



	Sin enmiendas.



Artículo 9º transitorio

(Pasa a ser 7º transitorio)



	Sin enmiendas.







- - - - - -



	En consecuencia, el proyecto de ley quedaría como sigue:



PROYECTO DE LEY:



	"Artículo 1º.- Los establecimientos educacionales de enseñanza diurna regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996, deberán funcionar, a contar desde el inicio del año escolar correspondiente al año 2002, de acuerdo al régimen de jornada escolar completa diurna, para los alumnos correspondientes a los niveles de enseñanza de 3º hasta 8º año de educación general básica y de 1º hasta 4º año de educación media.

	Quedarán exceptuados de la obligación a que se refiere el inciso anterior, los establecimientos educacionales que impartan educación básica especial diferencial y educación de adultos.

	Asimismo, podrán exceptuarse de la obligación señalada en el inciso primero los establecimientos de educación básica y media que así lo soliciten, y siempre que hubieren demostrado altos niveles de calidad, durante a lo menos dos mediciones consecutivas, de acuerdo a los resultados obtenidos en las pruebas nacionales de medición de la calidad de la educación efectuadas entre 1995 y 2001.



	Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996:



	1. Modifícase el artículo 6º en la siguiente forma:



	A) Intercálase la siguiente letra d), pasando las actuales letras d) y e) a ser e) y f), respectivamente:



	"d) Que cuenten con un reglamento interno que rija las relaciones entre el establecimiento y los alumnos, en el cual deberán estar indicadas las causales de suspensión de los alumnos y de cancelación de matrícula;”.



	B) Agrégase el siguiente inciso segundo:



	"Los establecimientos educacionales que se incorporen al régimen de jornada escolar completa diurna, deberán cumplir, además de los requisitos establecidos en el inciso anterior, con los siguientes:



	a) Un mínimo de 38 horas semanales de trabajo escolar para la educación general básica de 3º a 8º años, y de 42 horas para la educación media humanístico-científica y técnico-profesional.



	Para tal efecto, las horas de trabajo escolar serán de 45 minutos;



	b) Un tiempo semanal de permanencia de los alumnos en el establecimiento que permita la adecuada alternancia del trabajo escolar, recreos y su alimentación, y



	c) Un horario de funcionamiento y de disposición de sus instalaciones que garantice un adecuado desempeño de las actividades docentes, académicas y recreativas de sus alumnos, el trabajo del personal docente y la atención a padres y apoderados así como el funcionamiento de los centros de padres y apoderados y de los centros de alumnos. Respecto de los centros mencionados no será necesario, sin embargo, contar con construcciones o salas especiales.



	Los tiempos semanales mínimos de permanencia de los alumnos y los horarios mínimos de funcionamiento de los establecimientos, serán determinados por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación.".





	2. Intercálanse en el artículo 9º, los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, pasando a ser sexto, séptimo y octavo los actuales segundo, tercero y cuarto:



	"En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.) será el siguiente:





_____________________________________________________



ENSEÑANZA QUE IMPARTE EL            VALOR DE LA 

ESTABLECIMIENTO                         SUBVENCION EN U.S.E.

_____________________________________________________

Educación General Básica 3º a 8º años            1,6520



Educación Media Humanístico-Científica        2,0146



Educación Media Técnico-Profesional

Agrícola y Marítima                                         2,7456



Educación Media Técnico-Profesional

Industrial                                                          2,1312



Educación Media Técnico-Profesional

Comercial y Técnica                                         2,0146

____________________________________________________



	Los establecimientos educacionales rurales de educación general básica, a que se refieren los incisos segundo y sexto del artículo 12 de este decreto con fuerza de ley, con cursos multigrados, también podrán funcionar de acuerdo al régimen de jornada escolar completa diurna para los alumnos correspondientes a los niveles de enseñanza de 1º y 2º años básicos. En tal caso, tendrán derecho a percibir por estos alumnos, la subvención establecida en el inciso anterior para la educación general básica de 3º a 8º años.



	Los establecimientos educacionales que impartan educación general básica especial diferencial de 3º a 8º años, o su equivalente, correspondientes a las discapacidades que el reglamento autorice para operar bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, tendrán derecho a percibir, en caso de funcionar bajo el referido régimen, una subvención mensual cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será de 5,0210.



	Los establecimientos educacionales subvencionados diurnos de educación general básica que atiendan a alumnos de 1º y 2º años de mayor vulnerabilidad, y que extiendan su jornada diaria de atención para adecuarse a lo establecido en el artículo 6º, tendrán derecho a percibir por ellos la subvención establecida en el inciso segundo de este artículo, para la educación general básica de 3º a 8º años.”.



	3. Intercálase en el artículo 12, el siguiente inciso quinto, pasando sus incisos quinto a séptimo a ser sexto a octavo, respectivamente:



	"Los establecimientos educacionales rurales a que se refiere el inciso anterior, que se incorporen al régimen de jornada escolar completa diurna, percibirán una subvención total mínima mensual de 46 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el incremento a que se refiere el artículo 11, no siéndoles aplicables el artículo 9º y el inciso primero de este artículo, respectivamente.".



	4. Intercálase, a continuación del párrafo 5º del Título I, el siguiente párrafo 6º, nuevo, pasando el actual párrafo 6º a ser párrafo 7º:



"Párrafo 6º:



DE LA SUBVENCION ANUAL DE APOYO AL MANTENIMIENTO



	Artículo 14 bis.- Establécese, a contar del año 1998, una subvención anual de apoyo al mantenimiento de los establecimientos educacionales regidos por los Títulos I y II de este decreto con fuerza de ley, cuyo valor unitario por alumno de atención diurna, para cada nivel y modalidad de enseñanza, será el siguiente:



ENSEÑANZA QUE IMPARTE          VALOR DE LA SUBVENCION

EL ESTABLECIMIENTO                                 EN PESOS ($)

_____________________________________________________



Educación Parvularia (segundo

nivel de transición) y Educación

General Básica (1º a 8º años)                                  4.779



Educación Básica Especial 

Diferencial                                                              14.470



Educación Media 

Humanístico-Científica                                           5.347



Educación Media Técnico-Profesional

Agrícola y Marítima                                                8.020



Educación Media Técnico-Profesional

Industrial                                                                 6.213





Educación Media Técnico-Profesional

Comercial y Técnica                                                5.552

_____________________________________________________



	El valor unitario de la subvención anual de apoyo al mantenimiento por alumno interno de los establecimientos que prestan servicio de internado, conforme al artículo 36, será de $ 16.634.



	Esta subvención deberá ser destinada a apoyar el financiamiento de los gastos que irroguen las obras de conservación, reparación y reposición necesarias para el adecuado mantenimiento físico de los establecimientos, su equipamiento y mobiliario, sin perjuicio de los demás recursos que para estos efectos destine el sostenedor.



	El monto de esta subvención se determinará multiplicando el valor unitario que corresponda conforme al inciso primero de este artículo, por la asistencia media promedio registrada por curso, en los meses del período escolar del año inmediatamente anterior. Esta subvención se pagará antes del 15 de enero de cada año.



	Para determinar el monto de esta subvención para los establecimientos que prestan servicio de internado, a que se refiere el inciso segundo de este artículo, se multiplicará el valor ahí establecido, por el promedio de alumnos efectivamente atendidos por el establecimiento en el año escolar inmediatamente anterior.



	En el caso de los establecimientos regidos por el Título II, de este decreto con fuerza de ley, que funcionen con cualquier régimen de jornada escolar, se aplicará un descuento sobre esta subvención, el cual será equivalente al porcentaje que hubiere representado el descuento señalado en el artículo 25, en relación a la subvención del artículo 9º, según sea el caso, al practicarse el ajuste dispuesto en el artículo 33, correspondiente al último año.



	Aquellos establecimientos que atiendan a sus alumnos en más de una jornada escolar diurna, percibirán sólo el 50% de la subvención a que se refiere este artículo. Asimismo, si en un mismo local escolar funciona en jornada diurna más de un establecimiento del mismo o diferentes sostenedores, cada uno de ellos percibirá este porcentaje.



	Los valores unitarios de la subvención a que se refiere este artículo, se reajustarán, a contar del 1º de enero de 1998, de acuerdo a la variación experimentada por el Indice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, en el año calendario inmediatamente anterior.

	Los sostenedores de los establecimientos educacionales a que se refiere este artículo, mantendrán toda la documentación relacionada con el uso de esta subvención, durante un período no inferior a tres años desde su percepción, para los efectos de su fiscalización por parte del Ministerio de Educación.".



	5. Agréganse los siguientes incisos al artículo 24:



	"Los sostenedores de los establecimientos educacionales regidos por este Título, podrán eximir total o parcialmente del pago de los valores que mensualmente deban pagar a los alumnos que se determine conforme a un reglamento cuyas bases generales se incorporarán a la formalización y a la propuesta educativa a que se refiere el artículo 26. Con todo, a lo menos las dos terceras partes de las exenciones se otorgarán atendiendo exclusivamente a las condiciones socioeconómicas de los alumnos y su grupo familiar.



	Los cobros que efectúen los establecimientos educacionales de financiamiento compartido sólo podrán ser los comunicados conforme al inciso tercero del artículo 26, los que deberán constar en recibos timbrados por el Servicio de Impuestos Internos y serán incompatibles con otros cobros, obligatorios para los padres y apoderados, cualquiera sea su denominación o finalidad.".



	6. Agréganse los siguientes incisos al artículo 26:



	"Simultáneamente con la formalización ante la Secretaría Regional Ministerial respectiva, el sostenedor deberá informar al respecto, mediante comunicación escrita, a los padres y apoderados, dándoles a conocer también una propuesta educativa, con inclusión del sistema de exenciones a que se refiere el artículo 24 y una indicación precisa de los valores que mensualmente deberán pagar durante los tres años siguientes, por el hecho de incorporarse a la modalidad de financiamiento compartido.  Los cambios que introduzca al término del período antes señalado al sistema de exenciones y a los valores a pagar, deberá comunicarlos en forma escrita con a lo menos un año de antelación al de su aplicación, procedimiento que deberá utilizar igualmente para las anualidades siguientes.



	Asimismo, los establecimientos educacionales acogidos a este Título podrán retirarse de este sistema, debiendo formalizar tal situación en la misma forma y plazos que establecen los incisos precedentes.



	El establecimiento deberá informar anualmente a la comunidad, con copia al Ministerio de Educación, sobre el avance del proyecto educativo y el razonable aprovechamiento de los recursos aportados por los padres y apoderados y su contribución al mejoramiento de la calidad de la educación.  Los padres y apoderados podrán, en todo momento, formular ideas y proposiciones al respecto.  La comunicación al Ministerio de Educación sólo tendrá por objeto acreditar el cumplimiento de esta obligación.



	El establecimiento deberá señalar, en todo su material informativo y actividades de difusión, el hecho de estar acogido al sistema de financiamiento compartido.".



	Art’culo 3º.-  Los establecimientos de educaci—n tŽcnico profesional, entregados en administraci—n por el Ministerio de Educaci—n a instituciones del sector pœblico o a personas jur’dicas de derecho privado, de conformidad al decreto ley Nº 3.166, de 1980, deber‡n incorporarse al rŽgimen de jornada escolar completa diurna, en los plazos y condiciones que establece la presente ley.



	Al ingresar a este rŽgimen, las corporaciones o fundaciones que administran dichos establecimientos, podr‡n optar por œnica vez, a que el monto anual de recursos a que se refiere el art’culo 4º del decreto ley Nº 3.166, de 1980, sea reemplazado por el que resulte de  multiplicar el nœmero de alumnos de cada establecimiento por el valor unitario de la subvenci—n correspondiente a las modalidades se–aladas en el inciso segundo del art’culo 9º del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educaci—n, de 1996, multiplicado por 12. A dicho valor le ser‡ aplicable, asimismo, lo dispuesto en el art’culo 11 del referido cuerpo legal, as’ como el art’culo 13 de la ley Nº 19.410.



	Para estos efectos, se entender‡ que el nœmero de alumnos del establecimiento, es el producto de  multiplicar la matr’cula del a–o inmediatamente anterior, por el porcentaje promedio nacional de asistencia media de dicho a–o de los establecimientos de educaci—n media tŽcnico-profesional subvencionados.



	En aquellos casos en que se ejerza la opci—n establecida en el inciso segundo, el Ministerio de Educaci—n estar‡ facultado para modificar los respectivos convenios.



	Art’culo 4º.- Los sostenedores de establecimientos educacionales a que se refiere el art’culo 1º, cuya planta f’sica resulte insuficiente para incorporarse con la totalidad de sus alumnos al rŽgimen de jornada escolar completa diurna entre el inicio del a–o escolar de 1998 y el inicio del a–o escolar de 2002, podr‡n percibir, a partir del 1º del mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, un aporte suplementario por costo de capital adicional. Dicho aporte consistir‡ en un monto de recursos que se entregará en una o más cuotas, dependiendo del monto del mismo, durante un período de hasta quince años. El aporte deberá ser destinado a la construcción de nuevos establecimientos, a la adquisición o arriendo de inmuebles construidos, a la habilitación, adecuación o ampliación de locales existentes, o a la adquisición de equipamiento y mobiliario.  El aporte no podrá ser utilizado para la adquisición o arriendo de terrenos.



	Los sostenedores de establecimientos educacionales que sean beneficiarios de este aporte deberán garantizar su funcionamiento como tales hasta por un plazo de cincuenta años, en conformidad con el artículo 8º.



	Tratándose de sostenedores que no sean propietarios del inmueble en que funciona el establecimiento educacional, para acceder a la entrega del aporte deberán acompañar el instrumento público correspondiente, debidamente inscrito en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, que lo habilita para destinarlo a dicho uso por un período mínimo de cinco años.



	El aporte se determinar‡ segœn el costo del proyecto presentado por el sostenedor y el monto del financiamiento solicitado por Žste, el cual no podrá exceder de los valores máximos que por concepto de aporte fije el reglamento.



	Dichos valores máximos serán fijados en el reglamento de acuerdo con el número de alumnos que no puedan ser atendidos en los establecimientos en situación deficitaria, el tipo de obra requerida, la modalidad de adquisición o arriendo de inmuebles construidos, la ubicación geográfica del establecimiento y la modalidad de entrega del aporte, el cual será fijado en unidades tributarias mensuales, a la fecha que establezcan las bases de cada concurso.



	El aporte establecido en el presente artículo no estará afecto a ningún tributo de la Ley sobre Impuesto a la Renta.



	Para efectos de la determinaci—n de este aporte, se entenderá que un establecimiento educacional se encuentra en situación deficitaria, cuando la totalidad de sus alumnos matriculados entre tercer a–o de educaci—n general b‡sica y cuarto a–o de educaci—n media, al mes de junio del a–o escolar anterior al de la presentaci—n de la solicitud respectiva, no pueda ser atendido bajo el rŽgimen de jornada escolar completa diurna en razón de la disponibilidad de aulas, servicios b‡sicos o mobiliario.



	Se considerarán, asimismo, como establecimientos en situación deficitaria aquellos a que se refiere el inciso quinto del artículo 9º del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996, cuando, por las mismas razones señaladas en el inciso anterior, no puedan atender a sus alumnos matriculados en 1º y 2º años básicos bajo el régimen de jornada escolar completa diurna.



	La Ley de Presupuestos de cada año, en el Presupuesto del Ministerio de Educación, contemplará los recursos que se destinen al aporte por costo de capital adicional, a que se refiere este artículo.



	Artículo 5º.- Podrán acceder al aporte a que se refiere el artículo anterior, los sostenedores de los establecimientos educacionales de atención diurna que, al 30 de junio de 1996, se encontraren operando bajo el régimen de doble jornada y que:



	a) Hayan sido declarados adjudicatarios del aporte de acuerdo con el sistema de concurso que se indica en el artículo 7º, y



	b) Hayan firmado un convenio con el Ministerio de Educación en los términos que se establecen en el artículo 8º, dentro del plazo que fije el reglamento.



	El aporte suplementario por costo de capital adicional, en caso de concederse, será entregado de acuerdo con las modalidades, condiciones y plazos que se fijen en el convenio que conforme al artículo 8º se firme entre el Ministerio de Educación y el sostenedor.  Podrá solicitarse que el aporte se entregue en forma anticipada, no pudiendo este anticipo ser superior al 25% del aporte aprobado.  El convenio a que se refiere el artículo 8º establecerá los mecanismos de seguimiento de los recursos entregados y las garantías que correspondan. La entrega del aporte para el sector municipal se efectuará, en todo caso, sobre la base del cumplimiento efectivo del programa contemplado en los contratos respectivos, pudiendo suspenderse en cualquier momento ante su incumplimiento o modificación injustificada.  Asimismo, el aporte a los sostenedores de establecimientos particulares subvencionados podrá ser entregado en su totalidad a la fecha de la recepción municipal satisfactoria de las obras.



	El Ministerio de Educación, de acuerdo con la Ley de Presupuestos respectiva, podrá entregar, en conformidad a lo estipulado en el convenio a que se refiere el artículo 8º, y sólo en el caso de obras terminadas y con recepción municipal, la parte no anticipada de los aportes, mediante certificados que podrán ser cedidos o constituidos en garantía a terceros, mediante el endoso correspondiente, según lo que se establezca en el reglamento.



	En el caso de los establecimientos regidos por el Título II del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996, que funcionen en el régimen de jornada escolar completa diurna, se aplicará un descuento sobre este aporte, el cual será equivalente al porcentaje que hubiere representado el descuento señalado en el artículo 25, en relación a la subvención del inciso segundo del artículo 9º, al practicarse el ajuste dispuesto en el artículo 33, correspondiente al último año, todos del mismo cuerpo legal.



	En el caso de arrendamiento de inmuebles construidos, el aporte se otorgará por un máximo de quince años y se calculará en relación con el número de alumnos que, en conformidad con lo dispuesto en los incisos séptimo y octavo del artículo anterior, no puedan ser atendidos bajo el régimen de jornada escolar completa diurna.  La entrega del aporte se efectuará en cuotas trimestrales, debiendo el sostenedor acreditar durante los años quinto y décimo la prórroga del contrato de arriendo vigente por un nuevo plazo de cinco años, o bien, un nuevo contrato por cinco años que asegure la continuidad del funcionamiento del inmueble arrendado como establecimiento educacional hasta completar el plazo de quince años por el cual se le entregará el aporte.



	Podrán, de la misma forma, postular al aporte suplementario los sostenedores que, entre el inicio del año escolar de 1998 y el inicio del año escolar de 2001, instalen nuevos establecimientos bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, en comunas o localidades en que la capacidad de los establecimientos educacionales existentes sea insuficiente para atender a la población en edad escolar correspondiente. En tal caso, el aporte suplementario por alumno será equivalente al 50% del monto por alumno a que se refiere el artículo 4º, el que se aplicará sobre el número de alumnos matriculados durante el primer año de funcionamiento del establecimiento.



	Artículo 6º.- Los establecimientos subvencionados afectos al Título I del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996, que habiendo recibido el aporte a que se refiere el artículo 4º pasaren a regirse por las normas del Título II, estarán afectos a un descuento o reembolso equivalente a los porcentajes señalados en el inciso cuarto del artículo 5º.  Para estos efectos, se determinará:



	a) El equivalente anual del aporte convenido, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), considerando un plazo de quince años y una tasa de interés igual al promedio de las tasas del mercado hipotecario del sistema bancario, a ese mismo plazo, que se contará desde la fecha de la total tramitación de la resolución que apruebe el convenio;



	b) El equivalente anual del aporte que le hubiere correspondido, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), si a la fecha de la total tramitación de la resolución que aprueba el convenio hubiese estado regido por el Título II ya citado, aplicando el mismo plazo y tasa de interés consignado en la letra anterior, y 



	c) El monto que será descontado o reembolsado, según corresponda, será la diferencia resultante entre los valores establecidos en las letras a) y b) precedentes.



	A los establecimientos subvencionados afectos al Título II del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996, que varíen los valores que cobran a los padres y apoderados, se les aplicará el mismo porcentaje de descuento o de reembolso a que se refiere el inciso cuarto del artículo 5º.  Para estos efectos, se determinará:



	a) El equivalente anual del aporte convenido, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), considerando un plazo de quince años, que comenzará a contarse desde la fecha de la total tramitación de la resolución aprobatoria del convenio, y una tasa de interés igual al promedio de las tasas del mercado hipotecario del sistema bancario a ese mismo plazo;



	b) El equivalente anual del aporte que le hubiere correspondido, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), si a la fecha de la total tramitación de la resolución que aprueba el convenio, hubiesen estado vigentes los nuevos cobros a padres y apoderados.  Si este cobro superare el monto de las cuatro unidades de subvención educacional (U.S.E.) mensuales por alumno, establecidas en el artículo 24 de ese decreto con fuerza de ley, el equivalente anual será igual a cero, y



	c) El monto que será descontado o reembolsado, según corresponda, será la diferencia resultante entre los valores establecidos en las letras a) y b) precedentes.



	Los descuentos o reembolsos indicados en los incisos anteriores se materializarán de acuerdo con los términos que se establezcan en el convenio que se indica en el artículo 8º, a partir de la fecha en que el establecimiento comenzó a regirse por las normas del Título II, o desde aquella en que el sostenedor modificó el monto de los cobros a los padres y apoderados, no pudiendo, en ningún caso, exceder de quince años el plazo para el pago, contado desde que le fue concedido el aporte.



	Art’culo 7º.- Habrá un sistema de concurso para diferentes tipos de proyectos de infraestructura, el cual será administrado por el Ministerio de Educación.  El reglamento establecerá el sistema y los mecanismos en virtud de los cuales los sostenedores podrán postular a dicho aporte.



	Para postular se deberá cumplir con los siguientes requisitos:



	a) Poseer la calidad de sostenedor de establecimiento educacional subvencionado;



	b) Tener el carácter de establecimiento educacional deficitario, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 4º, que opten al aporte suplementario por costo de capital adicional, y



	c) Contar con un proyecto que cumpla con las exigencias técnicas establecidas en la normativa vigente, las que serán exigibles al momento de la firma del convenio.



	Para la selección de los establecimientos, se considerarán uno o más de los siguientes aspectos:



	a) Vulnerabilidad socioeconómica o educativa de los alumnos del establecimiento;



	b) Monto del aporte solicitado por alumno que se incorporará al régimen de jornada escolar completa diurna;



	c) Calidad técnica, pedagógica, económica, social y ambiental de los proyectos, y



	d) Porcentaje de financiamiento propio ofrecido por el sostenedor, en relación con el costo total del proyecto, tanto para su ejecución, como para mejoramientos adicionales.



	Para los efectos de este concurso, el valor del inmueble podrá ser considerado como parte del aporte propio ofrecido por el sostenedor, sea que lo tenga a título de propietario, comodatario, arrendatario o a cualquier otro título que lo habilite para su uso.



	Para la selección de los proyectos se considerará el puntaje resultante de la ponderación de uno o más de uno de los criterios señalados, de acuerdo con las fórmulas que se establezcan en cada llamado a concurso.



	Será responsabilidad del Ministerio de Educación, elaborar las bases y efectuar los llamados para cada concurso, evaluar los antecedentes presentados, publicar los resultados preliminares de los proyectos preseleccionados, atender reclamos y requerir antecedentes definitivos.



	Para la construcción de nuevos establecimientos educacionales, las reposiciones y ampliaciones mayores por parte de municipalidades o corporaciones municipales, será necesario contar con la recomendación técnica del Ministerio de Planificación y Cooperación.  En el caso de proyectos similares presentados por sostenedores de establecimientos particulares subvencionados, dicha recomendación técnica será opcional.



	El Ministro de Educación resolverá la adjudicación de los proyectos, emitiendo, mediante resolución, el listado definitivo de los adjudicatarios y los montos fijados para cada uno de ellos.



	El Presidente de la República mediante decreto fundado podrá establecer distintas modalidades de asignación o de aumento del aporte, en caso de necesidad pública o de situaciones de emergencia o fuerza mayor.



	Art’culo 8º.- Para acceder al aporte, el sostenedor que haya sido declarado adjudicatario en virtud del concurso que se indica en el artículo anterior, deberá suscribir un convenio con el Ministerio de Educación, que se aprobará por resolución de esta Secretaría de Estado, en el cual se establecerán los derechos y obligaciones de las partes, el que deberá ser reducido a escritura pública por el sostenedor y a su costa.  La no suscripción del convenio o la no reducción de la resolución aprobatoria del mismo a escritura pública, dentro del plazo establecido en las bases, hará caducar de pleno derecho el aporte obtenido, salvo circunstancias que no le sean imputables.



	Al momento de la suscripción del convenio respectivo, el sostenedor deberá acreditar ante el Ministerio:



	a) El compromiso de incorporación al régimen de jornada escolar completa diurna, tan pronto se le haya entregado el aporte en el caso de adquisición o arriendo de inmuebles construidos.  En el caso de ampliación, habilitación o construcción, la incorporación a dicho régimen deberá efectuarse, como máximo, a partir del año escolar siguiente, una vez efectuada la recepción final municipal de las obras, y



	b) El cumplimiento de la normativa legal vigente en materia de inmuebles educacionales, respecto del proyecto arquitectónico, lo que acreditará con la presentación del permiso de edificación municipal.



	En el convenio se deberá estipular la obligación del sostenedor de constituir hipotecas, avales o codeudores a favor del Fisco como requisito previo para acceder a la entrega de aportes, a fin de asegurar que éstos sean destinados al cumplimiento efectivo de los objetivos para los cuales se otorguen.  La caución que deba constituir el sostenedor beneficiario del aporte será determinada por el Ministerio de Educación.



	La hipoteca deberá constituirse sobre el inmueble en el cual funciona el establecimiento educacional.  Además, el convenio exigirá la prohibición de enajenar, gravar y ejecutar actos y celebrar contratos sobre el mismo inmueble.  Tanto la hipoteca como la prohibición deberán inscribirse conjuntamente en el Conservador de Bienes Raíces, por un plazo de cincuenta años, en el caso de las reposiciones y construcciones de locales escolares.  En el caso de ampliaciones y adecuaciones, el plazo será de hasta cincuenta años, dependiendo del monto del aporte.



	En casos calificados, el Ministerio de Educación por resolución fundada podrá autorizar el alzamiento de la prohibición de que trata este artículo, siempre que se mantenga la utilización del inmueble para fines educacionales durante el tiempo señalado.



	Si el inmueble en que funciona el establecimiento educacional no es del dominio del sostenedor y el propietario no consiente en gravarlo con hipoteca ni establecer prohibiciones a su respecto, el sostenedor podrá ofrecer y el Ministerio de Educación podrá aceptar la constitución de hipoteca y prohibición de enajenar y gravar otros bienes raíces de su propiedad o de un tercero, cuyo valor garantice la recuperación por el Fisco del monto total del aporte recibido en virtud de las normas de esta ley.



	En todo caso, el Ministerio de Educación requerirá que los bienes raíces sean gravados con primera hipoteca a favor del Fisco.



	Asimismo, se deberá estipular en este convenio que las obras de infraestructura y equipamiento que se financien con estos recursos se destinarán exclusivamente a la atención de alumnos bajo el régimen de subvenciones de que trata el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996, durante el plazo indicado, contado desde la incorporación del establecimiento al régimen de jornada escolar completa diurna.



	En todo caso, el sostenedor podr‡ realizar el cambio de destino si reintegra los recursos aportados, expresados en unidades tributarias mensuales, más el interés del 1% mensual. Esta tasa de interés se calculará sobre los valores percibidos y hasta el momento de su reintegro.



	Al valor a devolver, se le deducirá 1/50 de los fondos recibidos por cada año de uso del establecimiento para fines educacionales, contados desde la fecha de recepción del aporte.



	El sostenedor que proporcionare antecedentes falsos o adulterados con el propósito de obtener el aporte suplementario por costo de capital adicional a que se refiere esta ley, será sancionado con las penas asignadas al delito señalado en el artículo 470, Nº 8, del Código Penal.



	El sostenedor municipal que administre los fondos obtenidos por medio del aporte suplementario por costo de capital adicional, y que arbitrariamente desviare su uso dándoles una aplicación diferente a aquella a la que están destinados, será sancionado con las penas asignadas al delito de malversación de caudales públicos contempladas en el artículo 236 del Código Penal, aumentadas en un grado.  Si en las operaciones en que interviniere dicho sostenedor en razón de la administración de dichos fondos, defraudare al Estado o a la municipalidad originándoles pérdida, será sancionado con las penas asignadas al delito de fraude contempladas en el artículo 239 del Código Penal, aumentadas en un grado.



	Las controversias suscitadas por aplicación de la presente ley en razón de reclamaciones presentadas por postulantes o adjudicatarios del aporte, serán resueltas por el Ministro de Educación, quien actuará en calidad de árbitro, sin ulterior recurso.  Sin perjuicio de lo anterior, las partes podrán convenir mecanismos de conciliación previos al arbitraje.



	El Ministerio de Educación supervisará, mediante inspecciones selectivas, cualquiera etapa del proceso de ejecución de las obras, asistirá a su recepción final cuando corresponda, y recabará los antecedentes e informes para el seguimiento y control de la inversión que estime pertinente.



	Artículo 9º.- Con el objeto de facilitar las inversiones requeridas para adecuar la infraestructura de los establecimientos educacionales que se integren al rŽgimen de jornada escolar completa diurna, entre el inicio del a–o escolar 1998 y el inicio del a–o escolar 2002, el Ministerio de Educaci—n podr‡ establecer programas especiales destinados a proveer asistencia  tŽcnica  para la preinversi—n, administraci—n y supervisi—n tŽcnica y financiera de obras; a regularizar los t’tulos de propiedad y recepciones de obras, y a facilitar el acceso de los sostenedores educacionales a fuentes de financiamiento para la inversi—n. Dichos programas podr‡n ser administrados directamente por el Ministerio de Educaci—n, convenidos con otras instituciones pœblicas o privadas o incorporados en los convenios de programaci—n a que se refiere el art’culo 80 de la ley Nº 19.175.



	Artículo 10.- Agrégase la siguiente letra g) al artículo 131 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades:



	“g) La construcción, adecuación o habilitación de un inmueble en una comuna asociada, para el funcionamiento de nuevos establecimientos educacionales o de anexos de establecimientos ya existentes en determinada comuna, que sea necesario establecer como resultado de la aplicación de las normas de la ley que crea el nuevo régimen de jornada escolar completa diurna.



	En este caso, el convenio deberá señalar el sostenedor del nuevo establecimiento o del anexo creado por aplicación de esta ley, respecto de uno o más establecimientos que no pueda ampliar, remodelar, reequipar o construir dentro de sus límites, siempre que la matrícula no exceda de aquella que al 30 de junio de 1996 no se podía atender, sin perjuicio de los derechos y obligaciones que para cada municipalidad establezca el convenio.



	La celebración de estos convenios deberá realizarse entre comunas pertenecientes a una misma región, de preferencia con aquellas de las cuales provengan la mayoría de los alumnos que no puedan ser atendidos en el nuevo régimen de jornada escolar completa diurna y, excepcionalmente, entre comunas colindantes de regiones diferentes.”.



	Art’culo 11.-  Introdœcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.410:



 	A)  En el artículo 22 :



	1. Supr’mese la conjunción copulativa "y" que figura al final de la letra e) y sustitœyese la coma (,) que la antecede, por un punto y coma (;);



	2.  Sustitœyese el punto final (.) de la letra f) por un punto y coma (;);



	3.  AgrŽganse a continuaci—n de la letra f), las siguientes letras g) y h) nuevas:



	"g) Los recursos provenientes de la subvenci—n de apoyo al mantenimiento del respectivo establecimiento educacional, y



	h) Los dem‡s recursos que se establezcan en el correspondiente decreto de delegaci—n, a que se refiere el artículo 24.".



	B) Sustitúyese el artículo 1º transitorio, por el siguiente:



	"Artículo 1º.- Los alcaldes y las corporaciones del sector a que se refiere el inciso segundo del artículo 19 de la ley Nº 19.070, oyendo previamente al Concejo Municipal, podrán llamar a concurso los cargos de Directores de establecimientos educacionales de su dependencia, que actualmente estén provistos por profesionales de la educación, y de Jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal, cualquiera que sea su denominación, y que a la fecha de publicación de esta ley, se hubieren desempeñado en ellos durante 10 años o más; por más de 5 años y menos de 10 años y por 5 o menos años. Estos concursos serán de oposición y antecedentes, tendrán el carácter de públicos y deberán ser convocados en los segundos semestres de los años 1998 y 1999, respectivamente.



	En las situaciones indicadas, los profesionales de la educación que se desempeñan en los cargos llamados a concurso, podrán postular a los mismos, y en el caso de no ser designados, cesarán en dichas funciones a contar del 1º de marzo de 1999, tratándose de aquellos que lo hubieren desempeñado por 10 años o más o por más de 5 y menos de 10, y del 1º de marzo de 2000, si lo hubieren ejercido por 5 o menos años.  Sin perjuicio de lo anterior, a quienes hayan perdido el concurso o no hayan postulado al mismo, se les pondrá término a su relación laboral por decreto alcaldicio o por un acto jurídico de la corporación municipal, según sea el caso.



	Los afectados podrán optar a ser designados o contratados en establecimientos educacionales de la misma municipalidad o corporación para el cumplimiento de funciones docentes, sin necesidad de nuevo concurso, con igual número de horas a las que servían como director, o a percibir los beneficios indemnizatorios establecidos en el artículo 73 de la ley Nº 19.070.  Asimismo, tendrán derecho a los mismos beneficios indemnizatorios, los Jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal, cualquiera que sea su denominación, a quienes se les ponga término a su relación laboral, al no haber postulado o no haber sido designados nuevamente en los concursos a que se refiere el inciso primero.



	Lo dispuesto en los dos incisos anteriores no será aplicable a aquellos Directores y Jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal que hubieren accedido al cargo por concurso público, con posterioridad al 2 de septiembre de 1995.".



	Artículo 12.- Los directores deberán entregar anualmente a los centros de padres y apoderados, un informe de la gestión educativa del establecimiento, correspondiente al año escolar anterior, en el primer semestre del nuevo año escolar. A quienes no cumplan con esta obligación, se les aplicará la sanción contemplada en la letra a) del artículo 38 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996.



	Artículo 13.- Intercálase en el inciso tercero del artículo 34 de la ley Nº 19.070, entre la palabra “educación” y la conjunción “y”, la frase “o con a lo menos dos años de ejercicio de administración educacional”.



	Artículo 14.- Los propietarios de establecimientos educacionales subvencionados cuyas construcciones o ampliaciones hayan sido construidas con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción final, podrán dentro del plazo de un año, a contar de la publicación de esta ley,  regularizar su situación, presentando ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los siguientes documentos:

	a) Aquellos especificados en el decreto supremo Nº 47, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1992, Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, en su artículo 5.1.6  Nºs. 8, 9, 10, 12 y 13, suscritos por un profesional competente, en que consten las características de la edificación que se regulariza.

	b) Certificado de dominio vigente de la propiedad en que se encuentre ubicada la construcción o ampliación.

	c) Informe técnico de un profesional arquitecto o ingeniero civil, sobre el buen estado estructural y constructivo del edificio y de la carencia de riesgo físico para sus usuarios.

	d) Certificado de higiene ambiental expedido por la autoridad de salud competente.

	e) Informe técnico de un instalador autorizado sobre el buen estado de las instalaciones de electricidad, de agua potable y de alcantarillado.

	f) Informe del sostenedor sobre las condiciones generales de seguridad, en especial, las de evacuación.

	g) Certificado del Secretario Regional Ministerial de Educación que corresponda, de la utilización de las construcciones, ampliaciones o habilitaciones para impartir educación subvencionada.

	Sólo podrán acogerse a esta ley las edificaciones o las ampliaciones, o ambas según el caso, construidas con anterioridad a la fecha de vigencia de la presente ley, siempre que durante los treinta días siguientes a esta misma fecha no se formularen reclamaciones de los vecinos por incumplimiento de normas, y en la medida en que se respeten las líneas oficiales de edificación establecidas por los planes reguladores respectivos.

	Las regularizaciones acogidas a esta ley estarán exentas del pago de derechos de edificación.

	La Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiere emitido un pronunciamiento, se tendrá por aprobada la solicitud.

	Si el permiso o la recepción, o ambos según el caso, fueren denegados, se podrá reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, en un plazo de quince días contado desde la notificación del rechazo, la que deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, ordenará que se otorgue en tal caso el permiso o la recepción, o ambos, según de que se trate.



	Artículo 15.- Facúltase al Presidente de la República para que fije los textos refundidos, coordinados y sistematizados de la ley Nº 19.070 y del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1996, y de las normas que los hayan modificado y complementado.



ARTICULOS TRANSITORIOS



	Art’culo 1º.- No obstante lo establecido en los art’culos 1º y 3º, los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educaci—n, de 1996, y por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, podr‡n incorporarse al rŽgimen de jornada escolar completa diurna, a partir del inicio de cada uno de los a–os escolares comprendidos entre el de 1998 y hasta el de 2001, inclusive.



	Art’culo 2º.- Para incorporarse al rŽgimen de jornada escolar completa diurna, en el per’odo a que se refiere el art’culo anterior, los establecimientos educacionales deber‡n contar con:



	1. Un proyecto de jornada escolar completa diurna, aprobado por el Ministerio de Educaci—n, en el que se especifique:



	a) La justificaci—n pedag—gica de la utilizaci—n del tiempo de trabajo escolar, basada en el proyecto educativo del establecimiento;



	b) La duraci—n de la jornada semanal de trabajo; 



	c) El tiempo diario de permanencia de los alumnos en el establecimiento, y



	d) El nœmero de alumnos que ser‡n atendidos por el establecimiento bajo el rŽgimen de jornada escolar completa diurna.



	El proyecto de jornada escolar completa diurna deber‡ ser consultado al consejo de profesores y a los padres y apoderados de los alumnos del establecimiento, e informado a los centros de alumnos, en el caso de la enseñanza media, en forma previa a su presentaci—n por el sostenedor al Ministerio de Educaci—n;



	2. La infraestructura y el equipamiento necesarios para la atenci—n de alumnos, personal docente y paradocente, y para padres y apoderados, y



	3. El personal docente id—neo y el personal administrativo y auxiliar necesario, en conformidad con lo establecido en el art’culo 21, letra c), de la ley 18.962, Org‡nica Constitucional de Ense–anza.



	Art’culo 3º.- Los proyectos deber‡n presentarse ante el respectivo Departamento Provincial de Educaci—n, donde se certificar‡ la fecha de recepci—n.



	Si dicha presentaci—n no se resolviera dentro de los noventa días posteriores a su entrega, el proyecto se tendr‡ por aprobado, y, si hubiere sido rechazada, el sostenedor podr‡ apelar en los cinco d’as h‡biles siguientes a la notificaci—n del rechazo, ante el Secretario Regional Ministerial de Educación que corresponda, quien resolver‡ en œltima instancia, en un plazo m‡ximo de diez d’as h‡biles, desde la interposici—n del recurso.



	Si el rechazo a que se refiere el inciso precedente, se hubiere basado en el incumplimiento de alguna de las exigencias comprendidas en el número 1 del artículo anterior, deberá ser fundado.



	Art’culo 4º.- La aplicaci—n del rŽgimen de jornada escolar completa diurna no podr‡ generar, por s’ misma, exclusiones de los alumnos matriculados en el establecimiento al 30 de junio del a–o anterior, ni supresi—n de niveles de ense–anza por los que el sostenedor respectivo percibi— subvenci—n educacional a igual fecha.



	Art’culo 5º.- Los establecimientos educacionales sólo podrán presentar un proyecto de jornada escolar completa diurna que contemple un número de alumnos a atender bajo dicho régimen, inferior a la matrícula vigente al 30 de junio del año anterior al de su postulación, si tal disminución obedece a causas voluntarias de retiro de alumnos, que pueda significar supresión o fusión de cursos. Si la reducción de éstos es consecuencia de la puesta en marcha del proyecto de jornada escolar completa diurna, el sostenedor deberá proponer una solución satisfactoria para que los alumnos afectados continúen sus estudios en ese u otro establecimiento.



	Art’culo 6º.- Aquellos establecimientos educacionales subvencionados que no soliciten el aporte suplementario por costo de capital adicional, podrán incorporarse al régimen de jornada escolar completa diurna hasta el año 2003.



	Artículo 7º.- El mayor gasto que represente la aplicación de la presente ley para el año 1997, se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación, en las Partidas 09-01-02 y 09-20-01, según corresponda.



	Mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda y suscritos, además, por el Ministro de Educación, se efectuarán las modificaciones presupuestarias correspondientes y se dictarán las normas para su aplicación.".





- - - - - -



	Acordado en sesiones celebradas los días 4 y 18 de diciembre de 1996, y 7, 13 y 14 de enero, 12 de marzo, 2, 8, 9, 15, 16 y 29 de abril, y 6 y 14 de mayo de 1997, con asistencia de los HH. Senadores señores Roberto Muñoz Barra (Presidente), Eugenio Cantuarias Larrondo (Hernán Larraín Fernández), Sergio Díez Urzúa (Francisco Prat Alemparte), Mariano Ruiz-Esquide Jara (Juan Hamilton Depassier y José Ruiz de Giorgio) y William Thayer Arteaga (Olga Feliú Segovia y Enrique Larre Asenjo).



	Sala de la Comisión, a 14 de mayo de 1997.





































			M. ANGELICA BENNETT GUZMAN

			                     Secretario
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�RESEÑA.



I.	BOLETIN Nº: 1.906-04



II.	MATERIA: Proyecto de ley que crea el Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna y dicta normas para su aplicación.



III.	ORIGEN: Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.



IV.	TRAMITE CONSTITUCIONAL: Segundo trámite.



V.	APROBACION POR LA CAMARA DE DIPUTADOS: El proyecto fue aprobado en general por cincuenta y seis votos a favor, uno en contra y treinta y dos abstenciones.



VI.	INICIO TRAMITACION EN EL SENADO: 17 de diciembre de 1996.



VII.	TRAMITE REGLAMENTARIO: Primer informe.



VIII.	URGENCIA: Simple.



IX.	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 



	a) Los Numerales 10 y 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que consagran, respectivamente, el derecho a la educación y la libertad de enseñanza.



	b) La ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.



	c) La ley Nº 19.070, Estatuto de los Profesionales de la Educación, y la ley Nº 19.410, que introduce modificaciones a dicho Estatuto y a la Ley de Subvenciones.



	d) La ley Nº 19.494, que establece normas para la aplicación de jornada escolar completa diurna en 1997, en establecimientos educacionales subvencionados.



	e) El artículo 8º de la ley Nº 18.985, que aprueba el texto de la Ley de Donaciones con Fines Culturales.



	f) El artículo 3º de la ley Nº 19.247, que aprueba el texto de la Ley de Donaciones con Fines Educacionales.



	g) El decreto ley Nº 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, y el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Hacienda, de 1995, que fijó en 18% la tasa del I.V.A. aplicable a estos tributos y que se devenguen a contar del 1º de enero de 1996 y hasta el 31 de diciembre de dicho año.



	h) El decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1989, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.



	i) El decreto ley Nº 3.166, de 1980, que autoriza entrega de la administración de determinados establecimientos de Educación �Técnico-Profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que Indica.



	j) La ley Nº 15.720, que crea la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, corporación autónoma de derecho público.



	k) El artículo 80 de la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, que define los llamados “convenios de programación”, y señala sus objetivos.



	l) El decreto supremo Nº 40, del Ministerio de Educación, de 1996, que establece los Objetivos Fundamentales y Contenidos Mínimos Obligatorios para la Educación Básica y Fija Normas Generales para su Aplicación.



	m) El decreto supremo Nº 8.144, del Ministerio de Educación, de 1980, que reglamenta el otorgamiento de subvenciones a los establecimientos particulares gratuitos de enseñanza.



	n) El decreto supremo Nº 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1976, que fijó el texto de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



	ñ) El decreto supremo Nº 548, del Ministerio de Educación, de 1989, que aprueba normas para la planta física de los locales educacionales que establecen exigencias mínimas que deben cumplir los establecimientos reconocidos como cooperadores de la función educacional del Estado, según el nivel y la modalidad de la enseñanza que impartan.



	o) El decreto supremo Nº 212, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1985, que modifica la Ordenanza General de Construcciones y Urbanización, en materia de locales escolares y hogares estudiantiles.



	p) El decreto supremo Nº 47, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1992, que fija el nuevo texto de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, en lo concerniente a locales escolares y hogares estudiantiles.



	q) El decreto supremo Nº 462, del Ministerio de Salud, de 1984, que aprueba el Reglamento sobre Condiciones Sanitarias Mínimas de los Establecimientos Educacionales.



	r) El decreto supremo Nº 2.057, del Ministerio de Educación, de 1979, que fija normas sobre calendario escolar, trabajo escolar y desburocratización de las actividades del Ministerio de Educación, y modifica los textos legales que indica.



	s) El decreto supremo Nº 70, del Ministerio de Educación, de 1997, que señala las discapacidades que autorizan operar bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, para los efectos de la ley �Nº 19.494 y establece equivalencias.



X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISION: Consta de quince artículos permanentes y siete transitorios.



XI.	PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISION:



	a) Materializar de manera progresiva el Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna en el sistema escolar subvencionado, entre 3º Básico y 4º Medio, de modo de culminar su instauración en el año 2002. Al efecto se establece un mínimo de horas pedagógicas semanales superiores a las actualmente vigentes, a saber, treinta y ocho horas en la Educación General Básica (3º a 8º años), y cuarenta y dos horas en la Educación Media Científico-Humanística y Técnico-Profesional.



	Podrán acogerse al sistema los establecimientos educacionales subvencionados diurnos de educación básica que atiendan alumnos de 1º y 2º años básicos de mayor vulnerabilidad.



	Se exceptúan de la obligación de incorporarse a este régimen de jornada:



	- Los establecimientos que impartan educación básica especial diferencial y educación de adultos.



	- Los establecimientos de educación básica y media que lo soliciten, siempre que hubieren demostrado altos niveles de calidad durante a lo menos dos mediciones consecutivas en pruebas de medición de la calidad de la educación, realizadas entre 1995 y 2001.



	b) Crear un aporte suplementario por costo de capital adicional para concurrir a solventar el financiamiento de las obras de infraestructura que los sostenedores deberán efectuar en las instalaciones educacionales, como consecuencia de la extensión de la jornada escolar.



	c) Crear una subvención anual de apoyo al mantenimiento que tiene por objeto apoyar el financiamiento de los gastos que irroguen las obras de conservación, reparación y reposición necesarias para el adecuado mantenimiento físico de los establecimientos, su equipamiento y mobiliario, sin perjuicio de los demás recursos que para estos efectos destine el sostenedor.



XII.	NORMAS DE QUORUM ESPECIAL:



	De rango orgánico constitucional: Artículos 10 nuevo y 10 del proyecto de la H. Cámara de Diputados -11 en el texto que os proponemos-, letra A), Nº 3, en cuanto afectan atribuciones de los municipios.



	De quórum calificado: No hay.



XIII.	ACUERDOS:



	Aprobación idea de legislar: Por unanimidad (5x0).



	Aprobación particular: Según se consigna en lo medular del informe.













M. ANGELICA BENNETT GUZMAN

Secretario









	Valparaíso, 14 de mayo de 1997.
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